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			Prólogo

			¿Qué fue la república? Si atendemos a los panegíricos que desde la transición y aun antes le han dedicado infinidad de comentaristas, habría sido una época de libertad, cultura y progreso solo oscurecida por la resistencia de algunas fuerzas reaccionarias o fascistas a pegadas a privilegios intolerables y que terminarían rebelándose y causando la guerra civil. 

			Pero si en vez de recurrir a esos panegiristas vamos a lo que han dicho para la posteridad los personajes reales de aquel régimen, el panorama resulta casi exactamente el contrario. Azaña, Alcalá-Zamora, Lerroux, Besteiro, los líderes socialistas y comunistas y anarquistas, todos ellos han dejado sus memorias o sus diarios de la época, y lo que de ellos resulta no puede ser más deprimente. Por espigar solo algunos de esos comentarios, Azaña definió la política Republicana como “tabernaria, incompetente, de amigachos, de codicia y botín, sin ninguna idea alta”. Y no es un comentario aislado, como puede comprobar cualquiera que se moleste en leer sus diarios, cosa que pocos hacen: sus dicterios hacia el personal Republicano son casi constantes. De manera más sintética, Gregorio Marañón, uno de los padres espirituales de la república, caracteriza a aquel régimen como una exhibición de “estupidez y canallería”, “un fracaso trágico”, y, por supuesto, va mucho más allá en sus dicterios, especialmente dolido por “haber sido amigo de tales escarabajos”. Ortega y Gasset, otro de los “padres espirituales”, junto con el anterior y Pérez de Ayala, pronto se dio cuenta de que aquellos políticos generaban el desastre, y, como los otros huyó al exterior, denunciando la situación, cuando los milicianos emprendieron la gran oleada de terror en 1936. De Pérez de Ayala son frases como “Cuanto se diga de los desalmados mentecatos que engendraron y luego nutrieron a los pechos nuestra gran tragedia, todo será poco (...) Lo que nunca pude concebir es que hubieran sido capaces de tanto crimen, cobardía y bajeza”. Alcalá Zamora habla de políticos que “constituyen un manicomio no ya suelto, sino judicial, porque entre su ceguera y la carencia de escrúpulos sobre los medios para mandar, están en la zona mixta de la locura y la delincuencia”. 

			Por su parte, los líderes anarquistas como García Oliver y otros, consideraron la república, como un régimen de opresión contra el que se rebelaron desde el primer momento. Cuando la república ocasionó la matanza de campesinos en Casas Viejas, los anarquistas no vacilaron en definir al régimen como mucho peor que la monarquía. En ello coincidían con los líderes socialistas (excepto Besteiro), y en especial Largo Caballero, para quien la república era un régimen de explotación brutal que merecía ser destruido para implantar en su lugar otra clase de república: la soviética, precisamente. 

			 Todos los políticos Republicanos, y digo todos, se sublevaron o intentaron golpes en alguna ocasión, contra su propia legalidad, contra una Constitución que habían impuesto ellos mismos y que nunca fue refrendada por sufragio popular. Creo que Franco fue el único que se mantuvo en la legalidad hasta el final, hecho que no sonará a paradoja a quien preste atención a los hechos y no a las propagandas. Solo se sublevó cuando la oleada de terror, culminada en el asesinato de Calvo Sotelo, no le dejó otra opción. 

			 Podríamos extendernos indefinidamente. Pero quizá sea mejor resumir la trayectoria de una república que desembocó en el Frente Popular con las frases de Besteiro: “Estamos derrotados nacionalmente por habernos dejado arrastrar a la línea bolchevique, que es la aberración política más grande que han conocido, quizá, los siglos (...) Crimen monstruoso que supera en mucho a las macabras concepciones de Dostoievski y de Tolstoi (Los hermanos Karamazov y El poder de las tinieblas). La reacción a este error de la República de dejarse arrastrar a la línea bolchevique la representaban genuinamente, sean cuales sean sus defectos, los nacionalistas, que se han batido en la gran cruzada anti-Komintern”.

			La pregunta es: ¿cómo, ante testimonios tan concluyentes, puede haber llegado a imponerse en la universidad, los medios de masas y consecuentemente entre parte de la población, la visión beatífica de la república? No se me ocurre otra respuesta que la sentencia de Marañón: por estupidez y canallería. Que han vuelto a adueñarse hoy del panorama político, con pocas excepciones.

			Pío Moa

		


		
			Introducción

			Cuando uno analiza el advenimiento de la II República en España, no tiene más remedio que mirar hacia atrás para entender los motivos que precipitaron su llegada, pero, sobre todo, para comprender cuales fueron los que precipitaron su caída. Quienes fueron los responsables de su proclamación y quienes lo fueron de su desaparición. A la hora de repasar la historia, es conveniente hacerlo sin apasionamiento, con objetividad, pero sobre todo situarnos en el periodo histórico que estamos tratando. No podemos ver y mucho menos juzgar el pasado, con los ojos del presente.

			No cabe duda de que la II República Española fue acogida con ilusión, con esperanza y sobre todo con mucha expectación. Poco tardaría en llegar la decepción y en desaparecer, tan rápido como habían llegado, la ilusión y la esperanza. La II República sentaría las bases que nos condujeron a la contienda civil. La República se vio desbordada desde el inicio, y rápidamente fueron muy pocos los que en ella creyeron. 

			Los dos experimentos de instaurar una república en España se contabilizan por sendos fracasos. En la actualidad, el mayor enemigo de que en España no se vea con buenos ojos el modelo Republicano o que no tenga la aceptación que podría esperar, se debe a los nostálgicos de la II República, sobre todo a los que se apoderaron de ella y confundieron el modelo Republicano como sinónimo de un régimen exclusivamente de izquierdas y excluyente con todo aquel que discrepe, no ya del modelo Republicano, si no de sus teorías políticas izquierdistas. Ver desfilar cada 14 de Abril a un puñado de nostálgicos con banderas de la extinta Unión Soviética, son el mejor antídoto para que en España sea inviable un modelo Republicano. Posiblemente, sin ellos pretenderlo, son el peor enemigo de una futura República Española.

			Podemos afirmar que la República fue su peor enemiga, sobre todo por la responsabilidad de aquellos que se apoderaron del concepto de República y la quisieron patrimonializar. Oficialmente, la República es proclamada el 14 de Abril de 1931, aunque de facto, existe otra fecha clave, el 28 de enero de 1930, cuando el Rey Alfonso XIII acepta la petición de dimisión del General Primo de Rivera y nombra a su jefe militar, al general Dámaso Berenguer, presidente de gobierno con el encargo de recuperar el sistema constitucional. Lo que no sabía Alfonso XIII, lo que no fue capaz de prever, es que se acababa de iniciar el proceso que terminaría con la monarquía en España y la instauración de la segunda república.

			La segunda república no cayó del cielo, es importante pararnos a analizar los motivos que precipitaron su proclamación, su posterior funcionamiento y el fracaso de esta. Veremos que la llegada de la República a España es propiciada por sectores conservadores que vieron en la caída de Alfonso XIII un nicho de oportunidades. Es curioso que este fenómeno, aunque con muchos matices, se repitiera años después, en 1975, con la muerte del General Franco, cuando sus “leales” o colaboradores más cercanos, son los que propician la llegada de la democracia a España. En ambas circunstancias, tanto la proclamación de la segunda república, como la llegada de la democracia a España en 1977, es propiciada por” la derecha” o colaboradores de los antiguos regímenes, nunca por la izquierda, que, sin embargo, en ambas situaciones, se “apoderaría” de los nuevos regímenes como si estos cambios se les debiera a ellos. Cambios, que como veremos a continuación, no siempre fueron para mejor. En el caso de la segunda república, el fracaso fue palpable ya desde sus inicios, y donde todo apuntaba que la situación no acabaría bien, como luego quedo demostrado por la cascada de acontecimientos que culminarían con el alzamiento nacional del 18 de julio de 1936 y el comienzo de nuestra guerra civil.

			Este libro pretende, de una manera rápida, sencilla y breve, explicar los acontecimientos y los hechos del auge y caída de un régimen que en apenas cinco años y a pesar de la ilusión generada, fue incapaz de dar respuesta a ninguno de los problemas de la España de los años 30, más bien al contrario, los agudizo hasta tal punto, que la convivencia entre españoles, se hizo de todo punto insoportable.

		


		
			Antecedentes

			España había permanecido neutral en la primera Guerra Mundial. Eduardo Dato accede el poder en 1914, aquello fue una feliz coincidencia, pues Dato venía a sustituir a Romanones que era intervencionista a favor de los aliados, mientras que Dato era neutral. Lo que parece claro, es que la entrada de España en la guerra nos hubiera acarreado más perdidas que beneficios, habida cuenta del trato que recibieron las medianas y pequeñas potencias, en las que se encuadraba España, con la paz de Versalles.

			Con la neutralidad española, se hicieron magníficos negocios dando lugar a lo que se conocería como “los nuevos ricos” que aprovecharon las oportunidades que la contienda les ofrecía. Se dispararon los precios de forma considerable por las ventas masivas al extranjero que había que pagarlas a costa de la escasez en el mercado doméstico, en el mercado interior. Se produce una fuerte transformación industrial, mucho más que la sufrida hasta el momento, pero esta no fue ni equilibrada ni armoniosa, sino todo lo contrario, se generaron fuertes desigualdades, y aunque hubo grandes beneficios con nuestra neutralidad, estos no se repartieron de forma justa. Los salarios subieron más lentamente que los precios, con lo que los obreros salieron perdiendo. La neutralidad española hizo que a España llegaran agentes marxistas de muy diferentes procedencias que eran expulsados de sus países de origen, todo ello contribuyó a avivar la protesta social. Se multiplicaron los atentados y se extendió lo que conoceríamos como el pistolerismo, con atentados más personales y directos, en lugar de bombas indiscriminadas. Aumento el clima de terror y cogió auge la C.N.T. sindicato anarquista fundado en 1910, pero es al calor de la gran guerra cuando prospera.

			En 1917 estalla la revolución Soviética y el mundo entero se estremece y se multiplican las huelgas revolucionarias en la mayoría de los países. España no es ajena a ese espíritu revolucionario y a los continuos amagos de revueltas. Esas inquietudes revolucionarias, acabaran con lo que quedaba del régimen de la Restauración. Se produce lo que conocemos como la crisis de 1917 y que afectaría a tres ámbitos fundamentales: el militar, el político y el social.

			El ejercito esta desmotivado, muy desilusionado con los sucesivos gobiernos que lo tienen abandonado, tanto en el aspecto personal, como en el material. Existe un ambiente anti militarista en distintos sectores de la población, sobre todo desde el desastre del 98 y que se iría acentuando con la guerra en Marruecos. El clima entre los propios militares no era mucho mejor, se sienten mal tratados y ninguneados por los burócratas al frente del ministerio que seguían una errática y desacertada política de ascensos. Entre 1916 y 1917 se crean lo que algunos han considerado como “sindicatos militares”, para quejarse sobre esta política de ascensos. La crítica fue creciendo de forma gradual, primero fue la situación, luego contra el ministerio, posteriormente contra el gobierno, y finalmente contra el Régimen Se demanda un “nuevo Régimen”. Las juntas de defensa son vistas como un peligro, como un embrión revolucionario. Se ordena la disolución de la de Barcelona que era la más activa e inquieta de todas. Las demás juntas protestaron y el gobierno débil, dimitió. Las juntas carecían en este momento de un programa bien definido y de un líder. El ejército había permanecido al margen desde los tiempos del General Martínez Campos y aparecía ahora en política. La crisis fue superada, pero solo de forma aparente. El Rey Alfonso XIII accedió a recibir algunas recomendaciones, pero en ningún caso, el gobierno procedió a liderar un movimiento reformador de la institución. El Régimen estaba cada vez más débil. 

			De forma simultánea a la crisis militar, estalla la crisis política y social. Surge la idea de celebrar una Asamblea de Parlamentarios al margen de las cortes españolas capitaneados por Francisco Cambo y seguido por un nutrido grupo de intelectuales catalanes. Cambo era ese político muy amigo de Maura, que deseaba sustituir la España oficial por lo que él consideraba la España vital. Buscaba la sustitución del régimen que consideraba caduco y deseaba utilizar todas las “fuerzas vivas” del país contra el estado. Se trataba de cargarse todos los estamentos del régimen y sustituir la maquinaria por una joven y sana.

			La Asamblea de Parlamentarios se reuniría por primera vez en Barcelona en julio de 1917, a pesar de la prohibición del gobierno, un gobierno al que ya nadie obedecía. La principal novedad de esta asamblea es la entrada en política de sectores que hasta el momento habían permanecido al margen, sectores de jóvenes burgueses, de clases medias y de una creciente intelectualidad, alejada de los viejos rentistas y terratenientes. Lo cierto es que la negativa de Maura y sus partidarios de formar parte en la Asamblea, les resto parte del éxito que esperaban. Con el abandono de la derecha, y la huelga revolucionaria de ese mismo verano, Cambo tuvo miedo de que su obra reformadora quedara solo en manos de la izquierda, con lo que la Asamblea de Parlamentarios fue decayendo poco a poco.

			Como ya sabemos, los tiempos de vino y rosas llegan a su fin en 1917, y a la crisis militar y política, se le uniría ahora la crisis social. 

			La gran guerra supuso un despegue de la economía española, gracias a su neutralidad, ya que el país recibió enormes pedidos de alimentos, armamentos, textiles, metales y carbón por parte de los contendientes, lo que indudablemente impulso y desarrollo con fuerza a la industria catalana, la siderurgia y la metalurgia vasca, la minería asturiana y al campo castellano. Por primera vez en muchos años, la balanza comercial se encontraba en superávit, cancelando la deuda exterior y realizando una gran acumulación de reservas de oro del Banco de España que años después, acabarían de forma paradójica, en la Unión Soviética. 

			Debido al enorme nivel de exportación de cereales, se generó una escasez de alimentos y una brutal subida de los precios, muy por encima del incremento salarial. Esto genero un profundo malestar entre las clases sociales más desfavorecidas y populares, sobre todo al comprobar que los beneficios empresariales eran más altos que nunca. Las huelgas generales se multiplican y nace el temor de repetirse “una semana trágica” como la que tuvo lugar en Barcelona en 1909. El verano de 1917 se lleva a cabo una huelga revolucionaria, que al igual que la Asamblea de Parlamentarios, es fruto de un deseo común de acabar con el sistema existente. La huelga fue organizada por la socialista U.G.T. que pretendía la paralización total del país y de esta manera conseguir la caída del régimen. Las disputas entre anarquistas y socialistas y la mala organización de la misma, dio lugar a serios enfrentamientos. El ejército fue llamado para restablecer el orden y de repente se vieron sirviendo de nuevo y siendo un apoyo vital para el régimen al que acababan de criticar.

			La desunión de todos los elementos revolucionarios y sus disputas dio al traste con cualquier posibilidad de triunfo reformador, pero, aun así, el régimen quedo muy mal herido.

			En 1918, la epidemia de gripe hace estragos en España, aunque siendo justos, de forma mucho menor que en el resto de países europeos. Con el final de la guerra, las exportaciones cayeron y se produjo el cierre de numerosas empresas y un aumento del desempleo. Todo ello genero un despertar político entre ciertos sectores de la sociedad que culpaban al régimen de la restauración de caduco y caciquil, un sistema turnista entre liberales y conservadores que se había quedado obsoleto y que no sabía dar respuesta a la nuevas demandas sociales de los tiempos que corrían. La vieja política heredada del siglo XIX había llegado a su fin. 

			En Marzo de 1921 es asesinado Eduardo Dato. Ser primer ministro en España era un peligro de muerte. En Julio de ese mismo año tuvimos el desastre de Annual en Marruecos, que vino a levantar una oleada de críticas y polémicas sin precedentes. En lugar de fortalecernos y hacer frente al desastre, se inició una autentica cacería de unos contra otros, responsabilizándose al contrario de lo sucedido. La clase dirigente en su conjunto quedo desacreditada y el malestar entre la población iba en aumento de una forma alarmante.

			Si a todo esto le sumamos que el fin de la guerra supuso también el fin de la bonanza económica, solo era cuestión de tiempo la muerte del conocido como régimen Canovista o régimen de la restauración. En 1918 el comercio exterior había registrado un superávit de 363 millones de pesetas, en 1919 de 427 millones, en 1920 hubo ya un déficit de 424 y en 1921 el déficit superaba los 500 millones de pesetas. Centenares de empresas quebraban y miles de obreros eran despedidos. Los conflictos sociales se multiplican y los atentados en la calle era la norma habitual de conducta, el país estaba en descomposición y algunas fuentes hablaban de una posible abdicación de Rey.

			Con este panorama, el 13 de septiembre de 1923, el general Miguel Primo de Rivera, Capitán General de Cataluña, dio un golpe de estado y proclamo una dictadura militar. La dictadura militar fue aceptada por casi todos, políticos depuestos del antiguo régimen e intelectuales, así como la gran mayoría de la población civil que ya estaba muy harta y cansada de desórdenes y de la debilidad de los distintos gobiernos. El monarca también acepto la dictadura como un hecho consumado. 

			La situación en España no era mucho mejor que el que se vivía en el resto de Europa. El tratado de Versalles había destruido por completo el orden tradicional y los imperios centrales habían desaparecido. La reorganización de las fronteras en Europa, excito los nacionalismos y en España, al separatismo vasco, y especialmente al separatismo catalán, que vieron en todo este desorden una oportunidad. El tratado de Versalles no solo no solucionaría nada, sino que sería la semilla de la II guerra mundial. En Rusia, la revolución bolchevique había triunfado y se estaba llevando a cabo una cruel guerra civil, que acabaría con la imposición del comunismo en todo el territorio ruso, dando lugar al nacimiento de una nueva potencia, la Unión Soviética.

			Miguel Primo de Rivera, apodado el cirujano de hierro, invoco la salvación de España contra los profesionales de la política. El ejecutivo exigió al monarca la destitución de Primo de Rivera y de los oficiales que le apoyaban, pero este se negó y nombro al militar alzado como presidente del gobierno, siguiendo el ejemplo de su homólogo italiano, Victor Manuel III, que hizo lo propio con Benito Mussolini tras la mítica marcha fascista sobre Roma.

			El general Primo de Rivera actuó con celeridad, y en tiempo récord, restableció el orden. Prohibió los partidos políticos, disolvió las cortes y los ayuntamientos, creo un directorio formado por ocho generales y un Contralmirante que harían las funciones de gobierno, creo también las milicias urbanas, conocidas como Somatenes para mantener el orden y declaro el estado de guerra en todo el país. Prohibió toda simbología separatista y toda lengua que no fuera la española, además, disolvió las diputaciones provinciales, que eran los auténticos centros de poder del caciquismo desde el siglo XIX y que de una u otra manera, habían estrangulado el país. En poco tiempo, el país mejoro de forma sensible y el general Primo de Rivera, fue sustituyendo a militares por civiles de reconocido prestigio y experiencia en el mundo de la economía, el derecho o la educación. Una de estas personalidades, seria Jose Calvo Sotelo, que sería ministro de Hacienda y creador de la CAMPSA, asesinado el 13 de julio de 1936 y cuyo crimen, sin lugar a dudas supondrá el final de la república y el inicio de la guerra civil española, el 18 de julio de ese mismo año.

			Las medidas surtieron efecto. Primo de Rivera devolvió el orden a las calles, el pistolerismo desapareció y las huelgas fueron erradicadas, incrementándose la producción y reduciéndose el desempleo. 

			Con Inteligencia, Primo de Rivera se atrajo a sectores del socialismo, que se integraron en el recién creado Consejo del Trabajo, que legislaría a favor de los obreros. Julián Besteiro, Manuel Llaneza e incluso Largo Caballero, pasarían a ocupar puestos de relevancia en el nuevo sistema. Largo Caballero llego a formar parte del consejo de estado. Se permitió la actividad sindical, siempre y cuando se dedicaran a las actividades propias como el mutualismo, la cultura, la protección del trabajador e incluso “la sana política”. El sindicato del PSOE, la UGT, alcanzaría grandes cotas de poder. Muchas de las históricas demandas sindicales fueron realizadas durante este periodo. Primo de Rivera consideraba que los españoles se habían cansado de las “películas de esencias liberales y democráticas” y tan solo aspiraban a tener “orden, trabajo y economía”.

			Inicialmente, Primo de Rivera deseaba la instauración de un régimen temporal, no superior a tres meses. Más tarde se dio cuenta, que era un periodo de tiempo claramente insuficiente. Era imposible aplicar reformas estructurales en tan breve espacio de tiempo, sobre todo, el desmantelamiento del poder caciquil. Con la idea de dar forma a sus ideas regeneradoras, crea un partido político, la Unión Patriótica, una nueva formación que fue definida como apolítica, donde se integraron un buen número de personas procedentes de la derecha tradicional católica, del conservadurismo, del liberalismo e incluso del socialismo, en definitiva, se trataba de un partido que intentaba aglutinar distintas sensibilidades políticas de la nación, excluyendo al anarquismo y al separatismo. 

			El tema en Marruecos seguía siendo un problema para España. Primo de rivera ordena un repliegue táctico al litoral, cosa que no sienta muy bien a los oficiales, entre ellos un jovencísimo Francisco Franco, por entonces Teniente Coronel, que, en menos de tres años, ascendería a General. En septiembre de 1925, las tropas españolas desembarcan el Alhucemas, sorprendiendo a Abd-el-Krim. En Abril de 1926, la victoria española era total, la paz era un hecho y Primo de Rivera obtuvo el triunfo más espectacular de su gobierno y su nivel de apoyo entre la población logro ser más alto que nunca.

			En lo económico, Primo de Rivera consiguió una estabilidad sin precedentes. Se crearon diferentes monopolios como Tabacalera, Telefónica o la ya mencionada CAMPSA, se aumentó la inversión pública en infraestructuras, nacieron las Confederaciones Hidrográficas, se construyeron 7.000 kilómetros de carreteras, consiguiéndose de esta manera que el parque móvil automovilístico se duplicara en menos de seis años y se llevó a cabo la electrificación de grandes zonas rurales. Se promovieron medidas de protección oficial, de jubilación, de familias numerosas y de ayudas a las mujeres embarazadas. Lo que no pudo o no quiso realizar, sería la tan necesaria reforma agraria.

			A final de la década, los apoyos a Primo de Rivera iban menguando, entre otras cosas por culpa de las reformas realizadas, que parecían molestar a determinado sectores influyentes de la sociedad. Por un lado, el enfrentamiento continuo de los ilegalizados anarquistas y su sindicato la CNT, contra los socialistas de la UGT y colaboradores con el régimen, por otro, la burguesía que veía como perdía poder, así como los industriales y productores, que cada vez se mostraban más disconformes con el sistema intervencionista de la Organización Corporativa Nacional, a la que acusaban de estar escorada hacia los intereses obreros. Los separatistas, sobre todo los catalanes, exigían una descentralización del país. Los intelectuales, se quejaban de que las reformas para acabar con el caciquismo eran insuficientes. Los Liberales y los Conservadores, que consideraban que se debía volver al turnismo entre los dos partidos y, por último, un timorato y desagradecido Alfonso XIII, que ya barruntaba retirar el apoyo a Primo de Rivera, para no poner en riesgo la corona. Se equivocaba gravemente.

			En los últimos años de su gobierno, Primo de Rivera sufre dos intentonas golpistas, por un lado, en junio de 1926 por los generales Weyler y Aguilera, que, junto con algunos políticos Republicanos como Melquiades Álvarez, se alzan contra el general. Melquiades Álvarez, que al igual que Calvo Sotelo, también sería asesinado en 1936, este último en el mes de agosto. Su condición de Republicano, no le salvo de ser asesinado por el Frente Popular. Y en enero de 1929, el conservador Jose Sánchez Guerra con el apoyo de varias compañías de artillería acuarteladas en Valencia, deciden sublevarse contra el que había sido Capitán General de Cataluña. Aunque en ambas intentonas el gobierno se mantiene firme y consigue reconducir la situación, no pocos consideran, entre ellos Alfonso XIII, que las horas del general Primo de Rivera están llegando a su fin.

			El militar, consciente de la pérdida de apoyos, diseña una transición en el que el régimen se transformaría en un sistema democrático regido por una asamblea formada por una doble cámara de diputados y senadores. El plan fue presentado al Jefe del Estado, que opto por no contestar y dilatar la respuesta en espera de acontecimientos. Primo de Rivera busco aliados entre los capitanes generales para poner en marcha su plan, pero a pesar de haber pacificado Marruecos, a pesar de haber devuelto el prestigio perdido al estamento militar, a pesar de la estabilidad del país, la respuesta de sus compañeros de armas fue algo más que tibia. Primo de Rivera se sintió humillado, solo y decepcionado por quienes habían sido sus aliados y colaboradores y presento su dimisión ante Alfonso XIII el 28 de enero de 1930. El monarca acepto de inmediato, nombrando a Dámaso Berenguer presidente del gobierno con el encargo claro de recuperar el sistema constitucional. Primo de Rivera marcharía a Paris, donde fallecería poco después, el 16 de marzo de 1930. Para cuando Alfonso XIII se da cuenta del cumulo de errores cometidos, ya es demasiado tarde. El siguiente en partir hacia el exilio seria el mismo, el 14 de abril de 1936, falleciendo en Roma a la edad de 54 años en 1941.

			Proclamación de la II República

			La dictadura de Primo de Rivera cayó en enero de 1930 y la monarquía de Alfonso XIII en abril de 1931. Son muchos los que opinan que la suerte de la monarquía estaba ligada a la misma que corriera la dictadura. Cuando el monarca dejo caer al general Primo de Rivera, estaba firmando su propio final. Es muy posible, que, de no haberse producido la intervención de Primo de Rivera, la monarquía hubiese caído mucho antes. Sea lo que fuese, lo cierto, es que, sin Primo de Rivera, la monarquía apenas aguanto 15 meses. La salida de Primo de Rivera produjo un vacío que la monarquía no supo o no pudo llenar, dejando paso a la República.

			Decía Miguel de Unamuno que en España había más anti monárquicos que Republicanos. Es muy posible que estuviese en lo cierto. Las políticas de Primo de Rivera, de poner orden y de limitar el poder de los grandes caciques, habían provocado que, a la salida de este, muy pocos se sintieran identificados con la monarquía, o por lo menos, con la monarquía que encarnaba el rey Alfonso XIII. Republicanos de principios y programa, había más bien pocos. Solo algunas elites burguesas y unos pocos intelectuales. Los independentistas y algunas fuerzas regionalistas, así como los partidos revolucionarios, eran más bien Republicanos instrumentales, al considerar el modelo Republicano más ajustado a sus propios intereses y fines. Fue este “ Repúblicanismo instrumental”, el que posiblemente precipito el fin de la república.

			La monarquía se suicida a favor de los Republicanos

			Una vez aceptada la dimisión de Primo de Rivera, el rey tiene dos opciones, volver al modelo constitucional o mantener la dictadura. Opto por un camino intermedio y erróneo que acabaría con su salida camino del exilio. Encargo la formación de gobierno a Dámaso Berenguer, un buen militar, pero un mal político. Berenguer quiso distanciarse de la dictadura y se puso de forma acelerada a desmontar el régimen de Primo de Rivera, empezando a generar un vacío que conduciría a la proclamación de la república. El rey colaboraba en este desmantelamiento, lo que hizo granjearse las antipatías de los que en su día apoyaron al general. Esta traición del rey fue muy mal digerida entre otros, por el hijo del general Primo de Rivera, Jose Antonio, que, por aquel entonces, todavía no había mostrado interés alguno por la política. Jose Antonio todavía no era consciente de que poco tiempo después, fundaría uno de los movimientos políticos más importantes del siglo XX. Jose Antonio sería asesinado el 20 de noviembre de 1936, a la edad de 33 años.

			La opinión pública en general, comprendió la maniobra del monarca, y fue la puntilla para que todos los sectores políticos e intelectuales, cada uno de ellos por motivaciones muy distintas, abandonaran a Alfonso XIII. Jose Ortega y Gasset escribiría en el diario El Sol, un artículo titulado “el error Berenguer”. Para Ortega, era inconcebible que el rey pretendiera 2volver tranquilamente a la normalidad por los medios más normales como si aquí no hubiese pasado nada radicalmente nuevo, sustancialmente anormal”. El pensador aseguraba que la monarquía no tenía nada nuevo ni bueno que ofrecer a los españoles y la acusaba de “haberlos vejado, pisoteado, envilecido y esquilmado” mientras Alfonso XIII pretendía “impávido, seguir al frente de los destinos históricos de esos españoles y de esta España”. “Se ha equivocado”. Concluyó Ortega, quien comparó al régimen Borbónico como un leproso solitario en un lazareto.

			La opinión de Ortega era muy extendida entre la intelectualidad de la época, que culpabilizo a la monarquía, de prácticamente todos los males de la sociedad.

			Perdido el apoyo de las clases populares, tentados por el creciente aumento del socialismo y del anarcosindicalismo, también de las exiguas clases medias y de todos aquellos industriales opuestos al proteccionismo, la monarquía, tan solo podía buscar apoyos y compresión, en dos estamentos, por un lado, en la Iglesia Católica, aunque Alfonso XIII no era de la particular devoción del clero, lo cierto es que la monarquía había contribuido al mantenimiento del importante estatus e influencia que la Iglesia disfrutaba en la sociedad española de la época. El otro de los tradicionales apoyos de la monarquía era el ejército. Sin embargo, las simpatías del ejército por Alfonso XIII, después de haber dejado caer al general Primo de Rivera y tras renegar de él y de su legado, estas “simpatías” habían menguado de forma considerable. No podemos olvidar, que el general Primo de Rivera, era quien había devuelto el honor al ejército, tras conseguir la victoria frente a los rifeños en el protectorado de Marruecos. La opinión mayoritaria de la oficialidad era que el ejército no participaría en un golpe de estado Republicano contra el rey, pero tampoco haría nada por salvar el trono, e incluso comenzaban a aflorar corrientes favorables a la República en ciertos cuarteles.

			Pacto de San Sebastián

			El 17 de agosto de 1930, una serie de políticos e intelectuales de muy diversas tendencias, firman “el pacto de San Sebastián”. El conclave fue organizado por la Alianza Republicana en la ciudad vasca, por ser precisamente San Sebastián la capital veraniega de la realeza y nobleza española y europea. El pacto fue firmado por todos los partidos Republicanos con el objetivo de poner en marcha una estrategia para liquidar el régimen monárquico e instaurar una segunda república en España. Al evento no solo asistieron partidos políticos separatistas y de izquierda, también acudió la derecha liberal Republicana de Maura y Alcalá Zamora dispuestos a ejercer de tontos útiles. La CNT declino asistir, aunque mostro su compromiso con destruir la institución monárquica. Tampoco asistieron el PSOE y la UGT, aunque más tarde si suscribirían el pacto. Es curioso observar, como aquellas organizaciones que inicialmente no firmaron el pacto, luego se apoderaron del “espíritu de la II república” y acabarían por destruirla. 

			Aunque no se registraron actas con los acuerdos y compromisos suscritos por los participantes, el objetivo común era “meter a la monarquía en los archivos de la historia” y establecer una república creada por una asamblea constituyente que fuera la depositaria de la soberanía nacional. Respecto a Cataluña, la influencia de los separatistas en el texto es innegable y se apoyaba la redacción de un estatuto de autonomía que “regulase su vida regional y sus relaciones con el Estado español”, como si España y Cataluña fueran dos entes extraños. A pesar de que la mayoría de los partidos aspiraban a proclamar la república mediante una votación, el PSOE y su sindicato apostaban por declarar una huelga general insurreccional que fuera seguida por una sublevación militar dirigida por oficiales Republicanos. Debido a que los socialistas y la UGT habían colaborado profusamente con el gobierno de Primo de Rivera, la mayoría de las formaciones firmantes del Pacto de San Sebastián optaron por seguir un cauce más o menos formal para constituir una república sin tener que recurrir a huelgas ni asonadas militares.

			Sublevaciones militares contra la monarquía

			En diciembre de 1930 estallaron dos intentonas golpistas protagonizadas por militares de carácter Republicano, una en Jaca y la otra en cuatro vientos, en el aeródromo madrileño. Ambas pesimamente organizadas, fracasaron rápidamente, pero demostraron las nuevas tendencias también dentro del ejército. Berenguer quiso controlar la situación y contentar a la opinión pública, y pensó que lo mejor era organizar unas elecciones generales, pero los partidos políticos decidieron no colaborar y optaron por la abstención, con lo que Berenguer, abandonado también por todos, dimitiría en febrero de 1931.

			La rebelión de Jaca había dejado sobre el terreno 9 muertos y una treintena de heridos, sus cabecillas, los capitanes Galán y Garcia Hernández, fueron condenados a muerte y pasados por las armas el mismo día de su condena, el 14 de diciembre. El 15 de diciembre, el general Gonzalo Queipo de Llano, subleva el aeródromo madrileño de cuatro vientos, con ayuda entre otros del afamado aviador, Ramón Franco, hermano del conocidísimo general Franco, piloto del vuelo Plus Ultra de 1926 entre España y Argentina. Queipo de Llano proclamo la república, pero esta segunda intentona golpista también fracaso. Queipo de Llano y Ramón Franco, marcharían al exilio y nombrarían un nuevo presidente para el Comité Militar Republicano, el general Miguel Cabanellas. Muchos de estos militares que se sublevaban a favor de la república, seis años después, en Julio de 1936, se sublevarían para derrocar al gobierno del Frente Popular.

			Tras el fallido y organizativamente desastroso pronunciamiento militar Republicano del 12 de diciembre de 1930 en Jaca y el del día 15 en cuatro vientos, Alfonso XIII optó por relevar de su puesto al General Berenguer y aceptar su dimisión, que fue sustituido por el Almirante Juan Bautista Aznar-Cabañas. Aznar-Cabañas no tuvo mejor idea que completar su gobierno con los principales dirigentes del sistema turnista español como el Conde de Romanones, Manuel García Prieto o el hijo de Antonio Maura, entre otros. Aznar, político bienintencionado, pero débil y muy desorientado, no haría más que certificar el entierro de la monarquía

			 Sin ninguna legitimidad y desgastados en origen, el gobierno de Aznar-Cabañas y Alfonso XIII no tuvieron más remedio que convocar unas elecciones municipales para el 12 de abril y anunciar otros comicios constituyentes que se celebrarán a posteriori. 

			Caída de Alfonso XIII y proclamación de la II república

			Como era de esperar, los partidos Republicanos plantearon las elecciones como un referéndum contra la monarquía y echaron el resto. Apenas se escuchó a las formaciones que todavía apoyaban a Alfonso XIII en particular y al sistema heredado del siglo XIX en general. A pesar de ello y contra todo pronóstico, las candidaturas monárquicas obtuvieron una contundente victoria, logrando 22.150 concejales frente a los 5.875 ediles obtenidos por las fuerzas Republicanas. Los resultados fueron muy similares, o incluso en algunos lugares, incluso mejores y más contundentes a favor de los monárquicos, que en ocasiones anteriores.

			 Sin embargo, los Republicanos habían ganado en cuarenta y una capitales de provincia, con especial fuerza en Madrid y Barcelona. Los Republicanos, que conocían como nadie la debilidad del régimen, se lanzaron inmediatamente a la calle para celebrar “su triunfo”, sobre la base de que habían ganado en las capitales de provincia, donde el censo electoral era más fuerte y numeroso.

			Aunque los monárquicos habían ganado claramente las elecciones, cundió el pánico entre los seguidores de Alfonso XIII. Si bien los monárquicos cuadriplicaban en número a los concejales Republicanos, el Marqués de Hoyos afirmó que “las noticias de los pueblos importantes eran, como las de las capitales de provincia, desastrosas”. El 13 de abril, Aznar-Cabañas convocó a su gabinete para analizar la situación. El presidente compartía la valoración del Marqués de Hoyos y aseguró a los periodistas que cubrían la reunión que “España se había acostado monárquica y levantado Republicano”, obviando la realidad de que los partidos realistas habían obtenido más de 16.000 concejales que los contrarios a la monarquía.

			El gobierno volvió hacer gala de la debilidad inconcebible que le caracterizaba desde la salida de Primo de Rivera, y se consideró vencido de antemano.

			El Conde de Romanones fue enviado por el rey para parlamentar con el comité revolucionario formado por los Republicanos. La reunión se celebró en una de las grandes salas del Palacio de Oriente en medio de una gran tensión. Mientras que el Ministro de Fomento, Juan de la Cierva, exigía resistir y “constituir un gobierno de fuerza”, el Conde de Romanones y el resto de miembros del gabinete caían en el desánimo y daban por hecho la instauración de un sistema Republicano en España. Con el ánimo de pulsar el “sentimiento “en el Ejército, Aznar-Cabañas pidió a su Ministro de la Guerra, el General Dámaso Berenguer, que enviase un telegrama a todos los capitanes generales. La respuesta de la mayoría de ellos fue titubeante y ninguno se mostró proclive a defender a la monarquía hasta las últimas consecuencias.

			Con las fuerzas monárquicas paralizadas y aterradas, los Republicanos movieron ficha y proclamaron la segunda república el mismo día 13 de abril en las ciudades de Éibar, Sahagún y Jaca ante la pasividad del Ejército y las fuerzas del orden. Alfonso XIII ordena al General Sanjurjo que contacte con los Republicanos y garantice su salida pacífica del país. Un general Sanjurjo, director general de la Guardia Civil, y que tampoco hizo nada por evitar la proclamación de la república, posiblemente, por el comportamiento que el monarca tuvo con el general Primo de Rivera. El general Sanjurjo, que más tarde, en 1932, protagonizaría una sublevación contra la república, la conocida como la Sanjurjada.

			Envalentonados, los Republicanos exigen al monarca que abandone España antes del final del día. Alcalá-Zamora se permite incluso lanzar una amenaza: “Si no se ha proclamado la república antes del anochecer, la violencia del pueblo puede provocar la catástrofe”. Temeroso de acabar como la familia real rusa, brutalmente asesinada por los bolcheviques de Lenin, Alfonso XIII y su familia abandonan el país antes de la medianoche, aunque el monarca no abdica de manera oficial. Alfonso XIII saldría de España, se dirigió a Cartagena, donde embarco en un buque de guerra rumbo a Marsella. Hay quien afirma, que en ese buque de guerra estaba el que más tarde sería Almirante, presidente de gobierno y asesinado por ETA en 1973, un joven Luis Carrero Blanco.

			 La segunda república ya es un hecho. Lo que muy pocos se imaginaron es que ese régimen se convertiría en el más criminal y genocida que ha gobernado España en su historia. Sin embargo, la constitución Republicana aprobada el 9 de diciembre de 1931 en el parlamento, constitución que nunca fue votada, ya dejaba claro cuál era la orientación izquierdista del nuevo sistema, decretando que España se constituía en una “república de trabajadores”, el laicismo era la nueva religión de estado persiguiéndose “la total eliminación de la religión en la vida política” y la “expropiación de cualquier tipo de propiedad para su utilización social”. Con su visión totalmente sectaria, la segunda república privaba de derechos a la mayoría social de los españoles y los ponía, directamente, camino del paredón si no claudicaban de sus ideas, creencias, valores y tradiciones.

			La proclamación de la República fue bien vista por la mayoría de la población española, por sectores relativamente amplios que la recibieron con ilusión y alegría. Pronto vendría la decepción. Una de las imágenes icónicas del día de la proclamación, es cuando un militar, rodeado de una ingente muchedumbre, eleva una gran bandera Republicana. Para hacernos una idea de lo que supuso la segunda república, ese mismo militar, apenas cinco años más tarde, se sublevaría contra la república y sería asesinado en el verano de 1936.

			La república fue proclamada dos días después de celebrados los comicios municipales. Los errores del gobierno y el impulso y la determinación de los Republicanos de derechas como Miguel Maura o Niceto Alcalá-Zamora, facilitaron la proclamación de la república, la tarde del 14 de abril de 1931.

			Alfonso XIII acepto el derrumbe de la monarquía sin oponer resistencia y dirigió un manifiesto a toda la nación en el que decía:

			“Las elecciones celebradas el domingo, me revelan claramente que no tengo el amor de mi pueblo. Mi conciencia me dice que ese desvío no será definitivo, porque procuré siempre servir a España, puesto el único afán en el interés público hasta en las más críticas coyunturas. Un Rey puede equivocarse y erré yo alguna vez, pero sé bien que nuestra patria se mostró siempre generosa ante las culpas sin malicia. Soy el Rey de todos los españoles y también un español. Hallaría medios sobrados para mantener mis regias prerrogativas en eficaz forcejeo contra los que combaten; pero resueltamente quiero apartarme de cuanto sea lanzar a un compatriota contra otro, en fratricida guerra civil. 

			No renuncio a ninguno de mis derechos, porque más que míos son depósitos acumulados por la Historia de cuya custodia me han de pedir un día cuenta rigurosa. Espero conocer la auténtica expresión de la conciencia colectiva. Mientras habla la nación suspendo deliberadamente el ejercicio del Poder Real reconociéndola como única señora de sus destinos.

			También quiero cumplir ahora el deber que me dicta el amor de la Patria. Pido a Dios que también como yo lo sientan y lo cumplan todos los españoles”.

			Desgraciadamente, los deseos del monarca no se cumplieron, y la guerra civil estallaría en julio de 1936.

			Como sabemos, el rey partió de forma inmediata al exilio, y todas las instituciones del estado, a pesar de las irregularidades y como consecuencia del vacío de poder y del abandono de la monarquía, aceptaron la proclamación de la república. Cabe destacar que hasta el director de la Academia General de Zaragoza, Francisco Franco, que había tenido como padrino de boda al mismísimo rey Alfonso XIII, redacto el 15 de abril de 1931, una orden del día que mando leer ante todos los cadetes en formación: “Proclamada la república en España y concentrados en el Gobierno Provisional los más altos poderes de la nación, a todos corresponde cooperar con su disciplina y sólidas virtudes a que la paz reine y la nación se oriente por los naturales cauces jurídicos. Si en todo momento ha existido en este centro elevada disciplina y exacto cumplimiento en el servicio, son aún más necesarios hoy, en que el ejército necesita estar sereno, unido y sacrificar todo pensamiento e ideología en bien de la nación y de la tranquilidad de la patria”. Después, fue izada en la Academia la nueva bandera tricolor.

		


		
			Primer Gobierno de la República

			La II República viene marcada de inicio por una profunda inestabilidad, por la radicalización de las ideas que fueron enturbiando la convivencia, por el auge de las doctrinas autoritarias y antidemocráticas y por una nefasta política económica y social. El sectarismo gubernamental con la que nace la república hace que media España se sienta marginada de origen. Para darnos cuenta de la inestabilidad de la II república, basta con contabilizar el número de cambios en la presidencia del Consejo de Ministros, en los cinco años y tres meses que dura la II república, con ocho titulares diferentes. Los jefes de gobierno fueron Niceto Alcalá-Zamora (abril a octubre de 1931), Manuel Azaña (octubre de 1931 a septiembre de 1933), Alejandro Lerrox (septiembre a octubre de 1933), Diego Martínez Barrios (octubre a diciembre de 1933), vuelve Alejandro Lerrox (diciembre de 1933 a abril de 1934), Ricardo Samper (abril a octubre de 1934), por tercera vez, otra vez Alejandro Lerroux (octubre de 1934 a septiembre de 1935), Joaquín Chapaprieta (septiembre a diciembre de 1935), Manuel Portela Valladares (diciembre de 1935 a febrero de 1936) y Santiago Casares Quiroga (mayo a julio de 1936). La duración media de los gobiernos de la II república, fueron de 5,7 meses.

			El 15 de abril de 1931, apenas 24 horas después de proclamada la república, el Gobierno Provisional publicó en la Gaceta de Madrid, lo que hoy sería el Boletín Oficial del Estado, un decreto por el que justificaba su pacifico acceso al poder: “El Gobierno Provisional de la República ha tomado el poder sin tramitación y sin resistencia ni oposición protocolaria alguna; es el pueblo quien le ha elevado a la posición en que se halla, y es él quien en toda España le rinde acatamiento y le inviste de autoridad”.

			Ante el vacío de poder, el que era el Comité Revolucionario de la República se convierte en el Gobierno Provisional del nuevo régimen. Los ministros eligen presidente de ese gobierno y, por tanto, presidente de la república, al católico y ex ministro de la monarquía, Niceto Alcalá-Zamora. El segundo ministro católico era Miguel Maura, también de reconocida familia de procedencia monárquica. De los doce miembros del nuevo Gobierno, seis eran masones. 

			El resto de ministros provenían de distintos partidos Republicanos, donde destaca el Partido Radical de Alejandro Lerroux, que era el más importante y numeroso y posiblemente también el más moderado. Tan fuerte como vacío de ideas y oportunista en cuanto a su táctica. Los partidos que se podían considerar auténticamente Republicanos eran la Alianza Republicana, que dirigía un intelectual igual de brillante que de soberbio, Manuel Azaña. Recomendable leer sus escritos y sus memorias donde retrata a los políticos de su época a los que considera, y posiblemente no sin razón, muy inferiores a él. Azaña era audaz y muy hábil. También está la Agrupación al Servicio de la República, integrada por catedráticos y escritores. Estas dos organizaciones, son la medula del nuevo régimen, aunque con muy escasos seguidores y de estructura frágil, en comparación con las otras organizaciones. En la derecha estaban Acción Popular y los agrarios. Dos grupos con más diferencias que semejanzas, como era la tónica habitual. En lo que podríamos considerar la ortodoxia Republicana, pero también situados en la derecha, los ya mencionados Progresistas de Alcalá-Zamora y Miguel Maura. En la izquierda las divisiones eran todavía más exageradas. Socialistas, anarquistas, independentistas como ERC, anarcosindicalistas, Trotskistas y comunistas. Las combinaciones se hacían casi imposible, dando lugar a hechos insólitos como nombrar a Manuel Azaña Ministro de la Guerra o al filósofo Nicolau d´olwer, Ministro de Economía.

			Pronto se vería, que el apoyo a los Republicanos por parte de muchas fuerzas políticas se debía más bien a una necesidad instrumental y oportunista y ni mucho menos obedecía a una cuestión de principios. Los Republicanos propiamente dichos, estaban sumamente divididos entre sí, y nada hacía prever la formalización de un régimen Republicano estable, como así sucedió, o una política Republicana de programa definido. La división del país se notaba en una creciente atomización y en la multitud de organizaciones políticas y sindicales, la mayoría de ellas mal avenidas y contrapuestas.

			Este primer gobierno provisional, emprendió inmediatamente la tarea de destruir sin discriminación, toda la obra legislativa y de gobierno realizada por el general Miguel Primo de Rivera. El gobierno provisional, arremetió durante sus primeros meses de vida contra dos instituciones vitales de la sociedad española: La Iglesia y el ejército. Pronto empezaron los desmanes y esta hostilidad injustificada, sembraría el odio y el rencor que se desatarían en el verano de 1936.

			Aquel primer gobierno provisional de la república se encontraba muy limitado por su propia división interna y sobre todo por los grupos no auténticamente Republicanos, que, siendo puristas, constituían los más numerosos del nuevo régimen. Por otro lado, la grave crisis económica, motivada entre otras cuestiones, por la inestabilidad política, empezaba ya a notarse con más virulencia, lo que de facto venía a significar, que por muy amplio y ambicioso que fuese el programa de nuevo régimen Republicano, apenas había margen para llevarlo a cabo. Los desórdenes no tardaron en llegar. La lealtad a la propia República quedaba en entre dicho de forma continua, incluso por aquellos que habían colaborado en su llegada. En Cataluña, Maciá proclamó la autonomía sin contar con el consentimiento del gobierno y en mayo, sin haber siquiera llegado a los dos meses de proclamada la república, empezaron a arder iglesias y conventos. El gobierno, ante el miedo de ser tildado de “reaccionario”, no quiso reprimir los desmanes y ante las protestas del católico Alcalá-Zamora, le hicieron presidente de la república, cargo honorifico y que le inmovilizaba políticamente. Sin lugar a dudas, el dueño de la situación, parecía ser Manuel Azaña.

			Niceto Alcalá-Zamora, en su condición de Jefe del estado, dictaría una serie de decretos para nombrar ministros y normas provisionales, hasta la aprobación de la nueva constitución. Estas normas tenían como denominador común la arbitrariedad, todos los derechos ciudadanos quedaban sujetos a los nuevos gobernantes. Siendo puristas, el nuevo régimen no significaba de forma automática la implantación de una democracia al uso. Se debía esperar a la convocatoria de unas cortes constituyentes y al redactado de una nueva constitución. Mientras, entre estas normas provisionales, estaba la limitación de la libertad individual y la censura en los medios de comunicación, los cuales no podían publicar información sobre conflictos o desórdenes públicos. Desordenes, que como he comentado, no tardaron en llegar, con varios muertos y heridos y sobre todo con la inacción del ministro de la gobernación Miguel Maura, que una y otra vez, se negaba a utilizar a la guardia civil para restablecer el orden. Como en ocasiones anteriores, la historia se repite, y el hecho de ser católico, de derechas y de haber coqueteado con la monarquía, le hacían susceptible de ser estigmatizado, por eso su comportamiento era tan pusilánime y comprensivo con los autores de los desórdenes. Ponía más empeño en perseguir a las víctimas que a los verdugos. El consejo de ministros llego a publicar una nota que difundió a la prensa en la que culpo a los monárquicos de “dar origen a los disturbios”, por “desafiar al pueblo”. Las víctimas de la violencia eran consideradas como los responsables de esta.

			Los días 11 y 12 de mayo, se quemaron iglesias y otros edificios religiosos, en Madrid, Málaga y otras provincias. La prensa de izquierda mentía y decía que, desde esos edificios, los religiosos disparaban al pueblo. Desde el primer momento, la República en busca de un enemigo que ofrecer, lo encontró en la iglesia católica.

		


		
			Cortes Constituyentes, 28 de junio de 1931. Bienio izquierdista (1931/1933)

			El 3 de Junio de 1931, se convocan elecciones para el 28 de junio y se establece que las Cortes Constituyentes estarían compuestas por una sola cámara elegida por sufragio masculino. Las Cortes se declaran investidas con el más amplio de los poderes constituyente y legislativo, y tan pronto como quedaran constituidas, quedarían reasignados sus poderes por el gobierno provisional. Las elecciones, deberían celebrarse según la ley electoral de 1907, aunque esta fue, ampliamente modificada por el decreto del 8 de mayo de 1931. Este decreto, sustituía la elección uninominal en pequeñas circunscripciones, por la elección por lista y provincia o ciudad mayor de 100.000 habitantes, como lo eran Madrid, Barcelona, Valencia, Bilbao, Sevilla, Zaragoza, Málaga, Córdoba, Granada y Murcia, mediante un sistema mixto entre mayoritario y proporcional, que concedía una amplia ventaja a la candidatura más votada, reservando un cierto número de escaños a la minoría. La candidatura más votada obtenía el 80% y la menos el 20% restante, siempre y cuando estas hubiesen obtenido el 20% de los votos emitidos. 

			Las mujeres y los sacerdotes podían ser elegidos y presentarse como candidatos, pero no podían votar, así mismo, se rebajaba la edad mínima para poder votar, de 25 a 23 años.

			Bajo la excusa de evitar una mezcolanza de fuerzas políticas que harían imposible la formación de gobierno, se estableció que una pequeña diferencia de votos provocaba una gran diferencia de escaños. Este sistema, favorecería en exceso a las izquierdas en 1931, a las derechas en 1933 y de nuevo a las izquierdas en 1936, pero aquí con el más que probado fraude electoral por parte del Frente Popular. Como veremos más adelante, incluso la arrolladora victoria de las derechas en 1933 no les sirvió para poder gobernar, pues la izquierda no entendía que pudiera perder unas elecciones.

			El domingo 28 de junio, se celebran las elecciones a Cortes Constituyentes que son ganadas por los partidos Republicanos y el PSOE. Sería la primera vuelta. La segunda vuelta se alargaría entre el 19 de julio y el 8 de noviembre. Se podía ya hablar de distintos bloques, en uno concurría la conjunción de Republicanos y socialistas, compuesta por el PSOE, los radical socialistas, la derecha liberal Republicana de Alcalá Zamora, la acción Republicana de Manuel Azaña y los radicales de Alejandro Lerroux, aunque cada partido concurría con sus propias siglas y programas.

			La derecha no Republicana se presentó dividida y no presentando candidaturas en muchas circunscripciones, dada la persecución que ya sufrían de origen. Como era de esperar, las elecciones dieron un contundente triunfo a la conjunción Republicana socialista que integraba el gobierno provisional. La derecha y el centro Republicano fueron barridos, quedando en un claro papel testimonial, a excepción de los radicales de Lerroux, también considerados de centro que obtuvieron el 2 puesto con 90 diputados, por detrás de los socialistas que obtienen 115 escaños. 

			La derecha monárquica conseguiría cerca de 50 diputados, muy repartidos entre los Agrarios, la Acción Nacional, la Comunión Tradicionalista, católicos independientes y otros diputados monárquicos y regionalistas de derechas.

			La constitución Republicana de 1931 y la Ley de Defensa de la República 

			Se comienza con el redactado de una constitución por parte de las organizaciones que habían salido victoriosas de las elecciones constituyentes, que en ningún momento buscaron acuerdos o alianzas con otros partidos o agentes sociales. El resultado sería una constitución sectaria y muy inclinada a la izquierda. La derecha queda marginada del nuevo régimen que se estaba formando. El debate en torno al artículo 26 de la nueva constitución, provocaría la dimisión del presidente del gobierno provisional, Niceto Alcalá-Zamora y de su ministro de la gobernación Miguel Maura, ambos católicos. El artículo 26 facultaba al gobierno a poder disolver las órdenes religiosas y les imponía unas serias limitaciones en materia educativa y económica. 

			Se forma un nuevo gobierno provisional, ahora presidido por Manuel Azaña, que solo seis días después de su constitución, presenta la ley del 21 de octubre, la conocida como Ley de Defensa de la República, para que esta sea discutida en las cortes constituyentes con carácter urgente, y esto sucede, una vez que se había aprobado el Título III de la Constitución, donde se engloba los “Derechos y deberes de los españoles”. Dada la mayoría aplastante que las izquierdas, favorecidas por la ley electoral, habían obtenido en las elecciones constituyentes, la ley sale adelante sin apenas discusión. El gobierno, de esta forma, se había dotado de un eficaz instrumento, al margen del sistema judicial para actuar contra todos aquellos, que ellos consideraran que cometían “actos de agresión contra la República”. Un instrumento de excepción, que se saltaba el ordenamiento jurídico para perseguir al discrepante con el modelo Republicano. El artículo 26, junto con “la ley Defensa de la República”, son un claro ataque directo a la libertad, que debe ser la base de cualquier democracia que se precie de tal.

			Se suponía que la ley solo estaría vigente durante el periodo constituyente y hasta la disolución de las cortes, cosa que no fue así, pues estas cortes se fueron prorrogando para poder aprobarse las leyes especiales previstas en la constitución. Esta ley de defensa de la república, era incompatible con el artículo 34 que reconocía la libertad de expresión, pues la ley de defensa de la república, consideraba actos de agresión a la república, “la incitación a resistir o a desobedecer las leyes o las disposiciones legitimas de la autoridad”, así como otras muchas disposiciones, como la de “apología del régimen monárquico y el uso del emblema, insignias o distintivos alusivos” que coartaban seriamente la libertad del individuo y su legítimo derecho a la discrepancia. No son pocos los autores e historiadores, que ven una similitud entre esta ley de defensa de la República de 1931 y la Ley de memoria histórica del 2007 impulsada por el socialista Jose Luis Rodríguez Zapatero. Expertos juristas, consideraban esta ley, no solo incompatible con el artículo 34, también lo era con el 38, que reconocía el derecho de reunión y manifestación, con el 39, donde se recogía el derecho de asociación , con el 33 que reconocía la libertad de industria y comercio, así como con el 41 que reconocía y garantizaba la “inamovilidad” de los funcionarios y el derecho de estos a no ser molestados ni perseguidos por sus opiniones políticas, sociales y religiosas, y por último, esta ley de defensa de la república, contravenía el artículo 28 que establecía que nadie será juzgado sino por un juez competente.

			El 8 de diciembre de 1931, Manuel Azaña idea un “método” para que la ley de defensa de la República sea compatible con la constitución, y lo que hace es incluir esta ley, dentro del redactado constitucional, junto con la Ley del 26 de agosto de 1931 sobre la comisión de responsabilidades. Azaña sostiene que esta ley de Defensa de la República es necesaria para gobernar y muestra su carácter autoritario y, sobre todo, marca el camino de lo que para él es un régimen de libertades. La Ley estaría vigente hasta su derogación el 29 de agosto de 1933, tras aprobarse “la ley de Orden Público de 28 de Julio de 1933”. Los juristas de la época ya advirtieron que la inclusión de esta ley dentro de la constitución suponía de facto “la derogación virtual” del Título III. 

			La ley de la defensa de la república provocaría que los derechos políticos reconocidos en el texto constitucional fueran papel mojado. La ley se aprobó en las cortes, sin discusión y sin poder realizar enmiendas. El texto fue leído por el propio Manuel Azaña y no se entregó versión escrita a los disputados, hasta después de su aprobación.

			La ley de orden público, que entraría en vigor el 30 de julio de 1933, establecía tres distintos estados de excepción: prevención, alarma y guerra, que suponían la suspensión de los derechos constitucionales. En los cinco años que dura la II república, el estado de prevención, se decretaría en 13 ocasiones, el de alarma en 17 y el de guerra en 15. Si hablamos de su duración, el estado de prevención estuvo vigente 374 días, el de alarma 422 días y el de guerra durante 314 días.

			La constitución Republicana nunca fue sometida a referéndum popular, para que esta fuera refrendada por el pueblo. Fue aprobada por las cortes constituyentes, de amplia mayoría izquierdista, sin apenas debate ni consenso, el 9 de diciembre de 1931. Queda claro que estas cortes constituyentes se apoderan de la república, se apoderan del modelo, que consideran exclusivamente suyo, teniendo sometida a la oposición como testigos molestos, pero sin darles ningún tipo de opción, como veremos más adelante, cuando las derechas ganan las elecciones y estas no gobiernan por miedo a ofender a la izquierda. La república es sectaria y no admite disidencias ni otra forma de desarrollo político, que no sea el impuesto por la izquierda.

			Reforma agraria

			Los auténticos Republicanos en España eran un grupo muy minoritario que necesitaban aliarse con alguien para tener opciones de gobierno. Manuel Azaña tenía entre sus preferencias, aliarse con los socialistas del PSOE, todo un riesgo y toda una “aventura”. El socialismo español era revolucionario y tenía una actitud obstruccionista y poco colaboradora. Si accedían al gobierno era para reclamar, pero nunca para ceder. Son tiempos en los que el socialismo y el anarquismo están duramente enfrentados por el control de las masas obreras. Manuel Azaña pone en marcha su paquete de medidas, que, si uno analiza con detenimiento, se ven pocas propuestas de futuro. Están más encaminadas a destruir el pasado, que a construir. Desmantelando todos los logros de régimen de Primo de Ribera y de la monarquía.

			Se procede a la humillación sistemática del Ejército y la Iglesia. Los Jesuitas serian expulsados de España. Azaña propone una reforma agraria que era más necesaria que nunca, con miles de trabajadores del campo que estaban en paro y desamparados. Se necesitaba modernizar el campo y acabar con el régimen latifundista en la propiedad heredado del siglo XIX y todavía vigente en el XX y que hacía que prácticamente ningún campesino pudiera libarse de la miseria. En un primer momento, el plan de Azaña consistía en el reparto de pequeñas parcelas entre modestos agricultores, pero los socialistas no estaban conformes y preferían el método soviético de las granjas colectivas. El plan fue un sonoro fracaso. Por un lado, por la férrea oposición anarquista, al ver que las tierras eran repartidas única y exclusivamente a los “amigos y afiliados” del PSOE y dejando fuera a la CNT, por otro, por la no adaptación del campesinado a la colectivización y, por último, por la falta de dinero y de recursos para que el gobierno pudiera en marcha su ambicioso plan. Una vez más, la tan necesaria y ansiada reforma agraria quedo sin realizarse y lo realizado, genero más perjuicio que beneficio.

			Persecución Religiosa. Ofensiva anti clerical

			Nada más proclamarse la República, comienza la ofensiva anti clerical. La gran mayoría de los católicos mantienen lealtad a las instituciones Republicanas, a pesar de que, a pocos días de su proclamación, se producen incendios de edificios religiosos que las autoridades se negaban a investigar. La persecución religiosa se inicia en 1931, se incrementaría de forma notable en 1934, con la intentona golpista de la izquierda y el separatismo y se desato de forma “incontrolable”, a partir de julio de 1936, con el objetivo claro de buscar la destrucción total de la iglesia católica española, tanto de sus edificios, como de las personas que la integran, ya sean religiosos o laicos. Practicar la fe católica, te estigmatizaba, hasta tal punto, que, a partir de 1936, sería motivo suficiente para ser ejecutado

			La persecución religiosa fue la tónica dominante durante los algo más de 5 años que duro la república. Esta se circunscribía única y exclusivamente contra la religión católica. La propia constitución, atacaba de forma deliberada a la iglesia católica con un marcado carácter anti clerical. La iglesia católica, acepto y reconoció en abril de 1931 la segunda república, pero eso no la libraría del ataque frontal, que, desde el primer momento, efectuaron las autoridades Republicanas, con una sectaria legislación anticlerical y antirreligiosa. La II república comenzaría su errática andadura con ataques a los católicos y la quema de iglesias y conventos, así como a los monárquicos. No habían pasado ni 30 días desde su proclamación, cuando el domingo 10 de mayo de 1931, los monárquicos intentaron inaugurar la sede del Centro Monárquico Independiente, y una turba de Republicanos empezó a quemar los coches aparcados en la puerta y que consideraban eran de los asistentes al acto. Hicieron correr el bulo, la mentira de que los monárquicos habían asesinado a un taxista y la turba Republicana, se dirigió al edificio del diario ABC con intención de asaltarlo. En ese intento, la Guardia Civil tuvo que intervenir, dejando un saldo de tres muertos. Como venganza, prendieron fuego a un kiosco cercano cuyo delito era la venta del diario El Debate y una librería especializada en textos religiosos. La república perseguía por igual católicos que monárquicos. Los incidentes no cesarían nunca en estos cinco años malditos. Fue la tónica habitual desde el primer momento por parte de los miembros y simpatizantes de las organizaciones y partidos políticos que formaban parte del gobierno provisional de la república. En estos primeros incidentes, recién proclamada la república, Miguel Maura representante en ese gobierno de la Derecha Liberal Republicana, propondría sacar a la Guardia Civil, para evitar nuevos incidentes, cosa a la que se negó con rotundidad el por entonces ministro de la Guerra, Manuel Azaña. Es en este contexto, cuando se le atribuye al propio Azaña, la famosa frase de “Todos los conventos de España no valen la vida de un Republicano. Si sale la Guardia Civil, yo dimito”. Entre la noche del 10 al 11 de mayo y la madrugada del 12, se multiplicaron los incendios, con decenas de centros religiosos atacados y pasto de las llamas. No hubo más remedio, ahora sí, que sacar a la Guardia Civil y declarar el estado de Guerra en Madrid. En esa orgía de llamas, arderían más de 90.000 libros en la residencia de profesores de los Jesuitas y en la capilla adyacente al edificio. No serían los únicos durante la II República, ni durante esos primeros días. Con posterioridad, se atacaría el Centro de Enseñanzas de Artes y Oficios, donde los Jesuitas daban formación a los hijos de la gente que no podía pagarse sus estudios y el instituto Católico de Artes e industrias y su biblioteca de más de 20.000 tomos. Ese mismo día, también ardería el Colegio de la Inmaculada, el del Sagrado Corazón, el de Nuestra Señora de las Maravillas y el de María Auxiliadora. Además de centros de enseñanza católicos, librerías y otro tipo de inmuebles, también serian pasto de las llamas, los Conventos de Las Mercedarias Descalzas y de las Bernardas de Vallecas. Otros muchos inmuebles se libraron gracias a la rápida actuación de los bomberos y de ciudadanos anónimos que se enfrentaron a la turba izquierdista.

			No solo la ciudad de Madrid sufrió la ira “descontrolada” de la izquierda, en ciudades como Málaga, se contabilizaron 42 iglesias y conventos quemados, más de 50 edificios afectados, 6 religiosos asesinados y 27 heridos de distinta consideración. En Valencia, el balance fue de 6 edificios quemados y otros 6 asaltados, en Sevilla, 5 Iglesias quemadas, el Colegio de los Jesuitas incendiado y otros varios edificios asaltados, En Granada, la izquierda opto por asaltar los diarios católicos y conservadores, además de dos colegios, una Iglesia y un Convento, en la provincia de Cádiz, se calcula que fueron 10 los edificios incendiados, entre Iglesias y Conventos. En Alicante se quemaron 15 edificios religiosos, en Murcia ardieron 2 conventos, una Iglesia y el Diario la Verdad de Murcia. En toda España, el número de muertos provocados por la izquierda ascendía a cerca de 30 personas y más de 100 heridos. La izquierda y sus medios de comunicación, así como las autoridades, que habían permanecido impasibles, lejos de condenar los sucesos, exculpaban a los culpables, a los criminales y culpabilizaban a los católicos reaccionarios. Después de estos “incidentes”, lejos de dar protección a los católicos, se procede a prohibir la actividad docente en centros católicos, se cierran miles de colegios religiosos, se expulsa nuevamente a los Jesuitas y se incautan todos sus bienes. También se procede a la limitación de la práctica del culto religioso en público, que queda seriamente restringido. 

			Esta sería la tarjeta de presentación de lo que vendría después, a partir de 1936. La cifra de muertos entre los miembros de la Iglesia Católica se eleva a 6.832 asesinados, de ellos 282 monjas, 13 obispos, 4.172 curas y párrocos y 2.364 monjes y frailes (entre ellos 259 claretianos, 226 franciscanos, 204 escolapios, 176maristas, 165 hermanos cristianos, 155 agustinos, 132 dominicos y 144 jesuitas). Solo en Barbastro se asesina al 88% del clero. Hubo distinto grado de ensañamiento, mientras los más afortunados fueron simplemente fusilados, otros muchos fueron salvajemente torturados antes de morir. Como ya digo en el libro “Franco en el Banquillo”, el historiador Hugh Thomas afirma “en ninguna época de la historia de Europa y posiblemente del mundo, se ha manifestado un odio tan apasionado contra la religión y cuanto con ella se encuentra relacionado”. Es conocido por todos, como hasta el Papa Pio XI, ante hechos tan evidentes como los que estaban sucediendo en España, y ante los que ya habían pasado, muestra su apoyo espiritual al bando sublevado y declara la guerra de España como “cruzada”, debido a la persecución religiosa sufrida por los fieles. 

			El PSOE revolucionario

			A nadie escapa que el PSOE, era un partido, que como poco, podría ser calificado de todo menos democrático. En la década de los años 30, en el partido socialista, conviven tres almas, pero ninguna de ellas, puramente democrática o lo que hoy podríamos calificar como socialdemócrata. Marxistas teóricos, socialistas de raíz obrera y puramente revolucionarios, pero ninguna de estas tres corrientes veía la democracia como algo necesario o fundamental para el buen desarrollo de la república. La democracia era respetada, porque los resultados salidos de las urnas eran positivos. Era un medio como otro cualquier para alcanzar el poder, pero en cuanto los resultados dejaron de acompañar, la democracia paso a ser un sistema prescindible, como así lo manifestaba el responsable de la principal de las corrientes socialistas, y ministro de trabajo, Francisco Largo Caballero, el Lenin Español, que sería el primero en colocarse al margen de la propia constitución, que tras más de dos años al frente del ministerio de trabajo, acabaría afirmando con rotundidad: “Yo, antes de la República, creí que no era posible hacer obra socialista en la democracia burguesa, y después de llevar veintitantos meses en el Gobierno de la República, si tenía alguna duda ha desaparecido. Hoy estoy convencido de que realizar obra socialista dentro de una democracia burguesa es imposible” También afirmaba la necesidad de un “periodo de transición” que no podía ser otro más que “la dictadura del proletariado”. Importante resaltar, que estas frases pronunciadas por el líder socialista, las decía como miembro del gobierno, estando él en el poder. 

			El marxismo teórico lo encarnaba Julián Besteiro, el socialismo obrero lo representaba Indalecio Prieto y sin lugar a dudas, Largo Caballero representaba al socialismo revolucionario. Julián Besteiro representaba el socialismo “moderado”, si es que un marxista puede ser considerado moderado. Antepuso su lealtad gubernamental como presidente de las cortes en 1931, a su ideario socialista, cuestión que le causaría más de un disgusto. Liberaba la tendencia más minoritaria dentro del partido y huía de toda confabulación revolucionaria. Posiblemente, fue el único dirigente socialista de cierto peso que estuvo al margen de la intentona golpista de 1934. Acuso a Largo Caballero de crear un clima violento y propicio para el enfrentamiento violento entre españoles, motivo por el cual, las Juventudes Socialistas pidieron su expulsión.

			Indalecio Prieto, es junto con Juan Negrín, los exponentes más relevantes del conocido como socialismo obrero Republicano. Prieto era ambiguo en los planteamientos, posibilista y siempre nadando a favor de obra. Mantenía las apariencias e intentaba llevarse bien con unos y otros. Prieto y Negrín eran inseparables, hasta que el primero consideraba que el PSOE, una vez iniciada la contienda civil, dependía mucho de las consignas de la Unión Soviética y del Partido Comunista de España. Este enfrentamiento continuaría en el exilio, donde ambos se disputaban lo robado en España. El primero fue acusado de conocer lo que realizaría su escolta personal, cuando estos asesinaron a José Calvo Sotelo, uno de los dirigentes más destacados de la oposición, el 13 de julio de 1936, además de estar al tanto y colaborar en los preparativos de la intentona golpista del 34, y el segundo, de ser el ideólogo de vaciar el banco de España y llevarse las reservas de oro del país a Moscú y convertir al PSOE en un satélite del PCE a las órdenes de la URRS. Indalecio Prieto fue ministro de Hacienda, Obras Públicas, Marina, Aire y Defensa Nacional, durante la República. Negrín fue ministro de Hacienda y responsable del “robo del oro de Moscú”. Ambos son considerados el “sector moderado” del PSOE. Con esto, nos podemos hacer una idea de cómo era el sector mayoritario del Socialismo Español, liderado por Largo Caballero.

			Francisco Largo Caballero, es sin duda el que representaba la línea más numerosa e importante del partido, la revolucionaria. La línea dura de la organización y el que marca los pasos del socialismo español durante la II república. La democracia es solo un instrumento, no un fin. La revolución socialista es lo que cuenta y la república burguesa debe ser sustituida por la república socialista. Entre las frases célebres de Largo Caballero, y para hacernos una idea del personaje, cabe destacar las siguientes: “Quiero decirles a las derechas, que, si triunfan, tendremos que ir a la guerra civil declarada”, “La democracia es incompatible con el socialismo”, “La transformación total del país no se puede hacer echando papeletas en las urnas”, “Que no digan que nosotros decimos las cosas por decirlas, que nosotros lo realizamos”

			Largo Caballero es el líder indiscutible del PSOE y la UGT. Fue ministro de trabajo de 1931 a 1933, cerebro de la intentona golpista del 1934, una vez que perdieron el poder en las urnas y obtener prácticamente la mitad de escaños de los obtenidos en 1931, y Presidente de Gobierno entre 1936 a 1937.

			Alzamiento contra la república. La Sanjurjada de 1932

			En la madrugada del 10 de agosto de 1932, el general Sanjurjo se subleva contra la segunda República española. Es lo que conocemos cómo la Sanjurjada. Liderada desde Sevilla por general José Sanjurjo, intento sin éxito, un golpe de timón, ante el cariz que estaba tomando la república. La demagogia del Gobierno, el descontento de la derecha y la amenaza de una completa secesión de Cataluña, fueron factores determinantes del alzamiento que dirigió el general Sanjurjo en agosto de 1932. La sublevación solo se produjo en Madrid y Sevilla, de forma improvisada y con defectuosa organización. El gobierno no tuvo problema en controlar la situación y restablecer el orden. 

			Franco jamás tuvo intención de sumarse a la sublevación, al igual que tampoco lo tuvieron las organizaciones políticas más discrepantes con el gobierno, a pesar de la clara deriva que desde un inicio mostraba la propia república. Desde el primer momento, quedo patente la falta de organización de la conjura y las deficiencias e improvisación de la misma. Solo intervinieron 145 oficiales y el ejército, en su casi totalidad, permaneció al margen de los planes del general Sanjurjo. Los efectos que produjo la sublevación fueron justo lo contrario de los que el general Sanjurjo deseaba evitar. Se acelero la aprobación del estatuto de autonomía de Cataluña y se puso en marcha la deficiente reforma agraria que no contento a nadie, como hemos analizado anteriormente. 

			El general Sanjurjo sería condenado a muerte, con posterioridad, le fue conmutada la condena por la de cadena perpetua- El propio Manuel Azaña escribiría en su diario “más ejemplar escarmiento es Sanjurjo fracasado, vivo en presidio, que Sanjurjo glorificado muerto”. Casares Quiroga, ministro de la gobernación, deseaba ver ejecutado al general, al igual que el presidente Mejicano, Plutarco Elías Calles, que recomendó a Azaña cumpliera la ejecución. Sanjurjo cumplía condena en el penal de El Duero, de donde huyo y se exilió a la localidad portuguesa de Estoril, la misma, donde años después, acabaría la familia real española. El resto de los 145 oficiales involucrados en el incidente, fueron deportados a Villa Cisneros, en el Sahara Occidental. También se decretó la expropiación de bienes rústicos de varios de los implicados en la intentona, entre los que se encontraba el líder Tradicionalista Fal Conde, algunos generales y otras personalidades acusadas de haber colaborado con Sanjurjo.

			José Sanjurjo era un prestigioso general que había ocupado puestos de relevancia en la dictadura de Primo de Ribera y al inicio de la república. Como hemos recordado, facilito la proclamación de la misma, al no asistir al rey Alfonso XIII cuando este le pidió, disolviera la muchedumbre concentrada en la puerta del Sol, justo antes de la proclamación de la república y en su calidad de Director General de la Guardia Civil. Sin embargo, poco tardaría en distanciarse de la República, desencantarse de la misma, e intentar la sublevación de la madrugada del 10 de agosto de 1932, la popularmente conocida como la Sanjurjada. El destino le jugaría una mala pasada el 20 de julio de 1936, que le costaría la vida, cuando las prisas por incorporarse al alzamiento nacional, donde estaba previsto fuera nombrado el Comandante en Jefe, hizo que su avioneta despegara con mal tiempo y se estrellara en el despegue, falleciendo en el accidente. 

			La sublevación de Sanjurjo, fue la excusa perfecta para que la república intensificara la represión contra los que consideraba desafectos al régimen y acelerara el desmantelamiento de todas las instituciones heredaras de la monarquía, aunque estas fueran positivas. La república estaba por encima de la democracia, que quedaría en un muy segundo plano, con un PSOE cada vez más radicalizado, que pretendía a apoderarse del régimen con su deriva revolucionaria y sovietizante. 

			Enemigos de la democracia, enemigos de la República

			Si hemos hablado de algunos de los principales líderes del PSOE, sus intereses y, sobre todo, cuáles eran sus intenciones, es importante ahora detenernos en las organizaciones políticas, que lejos de creer en una república convencional como modelo de estado, querían que ese modelo se ajustara a ellos, a los intereses de la organización que representaban, y que estaban muy lejos de un modelo convencional de democracia, tal y como lo entendemos ahora. En mi anterior libro, “Franco en el banquillo, la defensa toma la palabra”, dedicaba unos párrafos a las organizaciones a las que Franco derroto y que, si uno analiza con cierto rigor crítico, distan muy poco de aquellas que decían defender la república, cuando en el fondo, fueron precisamente esas organizaciones, las que precipitaron su desaparición, las que aceleraron su caída. Siendo puristas, podemos afirmar, que fueron los partidos de izquierda autocalificados de Republicanos, los mayores enemigos de la república y los que sin ninguna duda, más hicieron, para que esta se derrumbara.

			El historiador Pio Moa, en su libro “los mitos del franquismo” se pregunta acertadamente en uno de los capítulos “¿a quienes derroto Franco? Y a renglón seguido enumera las organizaciones a las que Franco derroto y el tipo de partidos que eran. Merece la pena detenerse brevemente aquí, y acompañar a Pio Moa en este viaje por la historia y el pasado de aquellos que formaban el Frente Popular. 

			En primer lugar, estaba el Partido Socialista y su sindicato UGT, de los que ya hemos hablado. El PSOE era la organización más poderosa dentro de la izquierda, entre otras cosas, gracias a la dictadura de Primo de Ribera con la que había colaborado. Abiertamente Marxista (el PSOE abandonaría el marxismo en 1979, en el XXVIII congreso celebrado en Madrid, y más que por convencimiento inicial, como nueva estrategia diseñada por Felipe González), y como nos sigue recordando Pio Moa “el marxismo pretende la destrucción del sistema burgués para construir el comunismo, con una etapa previa de dictadura del proletariado, es decir, del partido marxista”. El partido socialista gobernó de 31 al 33 con los Republicanos de izquierda. Con el triunfo de las derechas en 1933, al PSOE dejo de interesarle la democracia, la cual había sido útil, mientras los resultados les fueron favorables. En octubre de 1934, un partido socialista liderado por Largo Caballero, apodado “el Lenin español”, se alza en armas contra la república, dando lugar a los gravísimos incidentes, conocidos popularmente como la revolución de Asturias, pues fue allí donde más éxito tuvo. La revuelta pretendía dar un golpe de estado, a través de una revolución, teniendo como modelo la revolución rusa, e instaurar en España un modelo soviético. Los “altercados” provocados por los socialistas costaron más de 1.100 muertos, aunque son cifras muy aproximadas, siendo el número de heridos de más de 2.000. Nunca pidieron perdón por nada, ni por esto, ni por lo que estaba por llegar. Más adelante, nos detendremos en la mal llamada revolución de Asturias, sus motivaciones y las consecuencias de esta, que, sin lugar a dudas, marcan el inicio de la Guerra Civil Española.

			Otra de las organizaciones importantes a las que “Franco derrota” es Ezquerra Republicana de Cataluña, de marcado carácter racista, con intelectuales como Pompeu Fabra o Vandellos firmantes del manifiesto “para la preservación de la raza catalana”, donde se advierte del riesgo de la mezcla con otras razas peninsulares y promulgando la anexión de Valencia e islas baleares, conformando lo que serían los Países Catalanes. Luis Companys era presidente de la Generalidad, y el 6 de octubre de 1934, dos días después de iniciada la revuelta socialista, Companys se subleva, se adhiere a la revolución y proclama el estado independiente de Cataluña con escaso éxito. La república condeno a Luis Companys y sus colaboradores a 30 años de prisión. En febrero de 1936, Companys saldría de prisión, ocuparía de nuevo la presidencia de la generalidad y sería responsable de la persecución y asesinato masivo de todo lo que él consideraba burgués, con especial saña con los católicos catalanes, en lo que conocemos como las matanzas de Monjuit. Paradójicamente, hoy día, Luis Companys se encuentra enterrado en un mausoleo en el alto de Monjuit, muy cerca de donde miles de católicos, la gran mayoría catalanes, fueron asesinados bajo su presidencia. 

			Siguiendo la elaboración que Pio Moa nos realiza en su obra, los anarquistas de la CNT-FAI, serían los siguientes en importancia después de los socialistas. La CNT utiliza desde primeros del siglo XX una extremada violencia, propiciando huelgas salvajes, amenazas y matonismo brutal, con gran presencia en Cataluña y Andalucía. Desde la proclamación de la II República, los anarcosindicalistas la atacan de forma incesante con huelgas y revueltas. Los anarquistas también aspiran a una “sociedad comunista sin estado, ni clases sociales, ni religión y solo gobernada por la ciencia y la solidaridad”. Los socialistas piensan que para llegar a esta “panacea” solo puede alcanzarse después de una férrea dictadura del proletariado. La cuestión es que nuca llega a alcanzarse el paraíso prometido, y solo nos quedamos en el estadio de “férrea dictadura”, mientras que, para los anarquistas, lo que promueven para alcanzar su paraíso, es “un golpe definitivo y decisivo, que barrería toda forma de poder”. Socialistas y anarquistas discrepan muy a menudo y de forma muy violenta. En la unión soviética, los anarquistas son exterminados por considerarse enemigos del pueblo y demasiado “utópicos”. A pesar de sus notables diferencias, que luego quedaron de manifiesto y que fue uno de los factores decisivos para el derrumbe del bando Republicano, los anarquistas entraron a formar parte del Frente Popular, junto a comunistas, separatistas y socialistas. Los ácratas aspiraban a socavar todo poder menos el suyo propio. Sin embargo, uno de los rasgos característicos de socialistas, comunistas y anarquistas, es su profundo anti catolicismo y anti clericalismo, que quedó patente desde el mismo momento de la proclamación de la República, y que se haría mucho más visible, una vez iniciada la contienda. 

			Existe la creencia equivocada de que el Partido Comunista de España era una organización importante y potente durante el transcurso de la II República. No es cierto. El PCE adquiere relevancia e importancia, una vez iniciada la contienda y gracias a sus vínculos con la Unión Soviética, principal valedor del bando frente populista. Los comunistas estaban sujetos a una férrea disciplina, que no tenían las otras organizaciones encuadradas dentro del frente popular. Esta disciplina y organización hacen que se convierta en el partido del bloque de las izquierdas más importante una vez iniciada la guerra. Aunque parezca increíble, son los comunistas los que ponen orden en la zona controlada por las izquierdas, intentando acabar con el descontrol inicial de socialistas y anarquistas, en una clara estrategia de ganarse a las democracias occidentales. El PCE es una sucursal de Moscú, plagado de agentes enviados desde la Unión Soviética que lo controlan todo. Los comisarios políticos actúan de forma eficaz, aplicando el terror como medio para alcanzar la disciplina incluso entre sus propios correligionarios. Su objetivo es acabar con la democracia burguesa, y para ello, al igual que los socialistas, impondrán una dictadura del proletariado, pero que, en su caso, esta dictadura seria en sí misma la auténtica democracia, naturalmente comunista y adquiriendo el nombre de “democracias populares”.

			Dentro de la enumeración que Pio Moa nos hace al referirse “a quienes derroto Franco”, incluye también a Republicanos de izquierda como Manuel Azaña y al Partido Nacionalista Vasco. 

			Manuel Azaña ha gozado de “cierto” prestigio, con aire de intelectual y a menudo presentado como un gran estadista más teórico que practico. Es justo reconocer que algunos de sus escritos son brillantes, sobre todo los que hacen referencia al análisis que el propio Azaña hace sobre los políticos de su tiempo, a los que no deja bien parados, sobre todo cuando se refiere a sus más cercanos colaboradores dentro del frente popular a los que califica de “botarates”. De aquí, a presentarnos a Azaña como un” demócrata ejemplar” va un abismo. Azaña es un intelectual de su tiempo, se considera muy por encima de todos los que le rodean, con una inteligencia superior al resto, y subestimando a las clases populares que piensa que deben estar a su servicio. Azaña alimento a la bestia en el plano teórico pensado que ejercía cierto control sobre ellas a las que previamente “había calentado” y posteriormente armado.

			Azaña, además de detestar a las clases populares, entendía que la democracia era válida siempre que gobernara él y los suyos, y así lo demostró después de la victoria de las derechas en las elecciones de 1933. No soporto la idea de verse apartado del poder, y desde ese mismo instante se puso a conspirar. Entendía que la república era patrimonio de las izquierdas, y ese detalle, es posiblemente el mayor enemigo de que hoy en España, el modelo Republicano sea mayoritariamente rechazado. Azaña conspiro contra la propia república, cuando los resultados electorales le fueron adversos y considerarle un demócrata es un insulto a la inteligencia.

			Respecto al Partido Nacionalista Vasco (PNV), su condición de católico y derechista no le impidió aliarse con facilidad con el Frente Popular. Consideraban que, de esta manera, sería más fácil alcanzar su anhelo de independencia y separase de la república española. El Frente Popular alcanzo un acuerdo con el PNV a cambio concederles un estatuto de autonomía que sistemáticamente la izquierda les había negado. Como nos sigue recordando Pio Moa, en palabras del propio Indalecio Prieto “no deseaban tener un Gibraltar vaticanista en el norte”.

			La alianza del PNV con el Frente Popular era una estrategia del nacionalismo vasco para romper España. Sabino Arana había comentado en su momento “Si a esa nación latina (España) la viésemos despedazada por una conflagración intestina o guerra internacional, lo celebraríamos con fruición y verdadero jubilo”. Estremece leer los escritos del fundador del PNV, Sabino Arana, y la opinión que tiene de los españoles. Se consideran una raza única y superior al resto y su racismo es más extremo que el del separatismo catalán. 

			El historiador Jesús Ángel Rojo, en su libro “Grandes traidores a España”, dedica uno de sus capítulos a explicar porque el PNV debe ser considerado un gran traidor a España, organización de la que piensa es “un partido traidor por naturaleza”. Yo me atrevería a decir que el PNV se traiciona incluso a sí mismo. Jesús Ángel comenta “desde que comenzó la guerra, había sido aliado de los partidos marxistas leninista del frente popular, de los franquistas, de los fascistas italianos y para colmo de su perfidia, pretendió convertir las vascongadas en un protectorado británico”. Las agrupaciones de Vizcaya y Guipúzcoa se pusieron del lado del frente popular. Las de Navarra y Álava se alinearon con las tropas del bando nacional. Capítulo aparte merece la rendición de Santoña frente a las tropas italianas y la entrega de todas las fábricas de Bilbao intactas al ejército de Franco. Como he comentado, el PNV traiciono a todo el que pudo, incluyéndose a sí mismo.

			El frente popular fue un fraude, una farsa con multitud de actores y que ahora pretende ser reivindicado desde sectores progres como una suerte de defensores de la libertad y la democracia. La segunda república se estrenó con la quema de cerca de cien conventos e iglesias, con el asesinato de curas y opositores y a medida que avanzaba el desastre se acentuaba. La segunda república hizo de España un estado fallido. La propia república se devoró a sí misma y son los considerados partidos Republicanos los que acabaron con ella y socavaron su legitimidad y son precisamente los herederos políticos a los que Franco derroto, los que elaboraron la ley de memoria histórica actual de 26 de diciembre del 2007, en un alarde de cinismo envuelto en falsa reconciliación. Es complicado encontrar a lo largo de la reciente historia de España, un ejercicio de operación propagandística de la magnitud que supone el lavado de imagen de un desastre tal como el que representa la segunda república española. 

			El fascismo se pone de moda 

			Seria a finales de 1931, cuando José Ortega y Gasset, uno de los principales intelectuales de la época y una de las personas que más se había destacado por el advenimiento de la república, cuando siendo diputado de las Cortes, pronuncio su célebre frase de “no es esto, no es esto”. Frase que resumía de una forma clara y meridiana, el rápido descontento que ya en sus inicios estaba generando la II república. Hemos analizado con detenimiento, como los principales valedores de la república, serían los primeros en socavar su legitimidad y como la mayoría de los partidos que se consideraban Republicanos, negaban al resto la igualdad de oportunidades a la hora de competir en un proceso democrático equitativo y justo y como desde un primer momento, comenzó la represión contra los que los que eran considerados, podían ser desafectos al régimen.

			Después de la Sanjurjada, el gobierno de la República cometió un grave error que, en un futuro próximo, pagaría caro. Pensó que toda la nobleza en bloque habían sido cómplices de la sublevación capitaneada por el General Sanjurjo, lo cual era radicalmente falso, y procedió a expropiar todas las tierras de la Grandeza de España para integrarlas en La reforma agraria. Desde ese momento, la república se buscó un enemigo innecesario, con toda la influencia y medios económicos de los que disponía.

			En enero de 1933, Adolfo Hitler llega al poder en Alemania. Benito Mussolini era el Duce de Italia desde 1922. El auge de los totalitarismos desplaza a las decadentes democracias occidentales y liberales. Desde 1917 y después de la cruenta guerra civil Rusa, Stalin es el amo y señor de un nuevo estado, que incluye la antigua Rusia, la Unión de Repúblicas Socialistas Soviéticas (URSS). Aunque difícil de creer, la llegada de Hitler al poder, marcaria también la política española, entre otras cosas, hace pensar a las izquierdas, que la llegada de un régimen similar en España les aniquilaría por completo. Azaña y las izquierdas, cometen otro grave error, pensar que todo enemigo político que tenían, lo eran también de la república y que todos ellos, aunque de muy distinta y variada ideología, eran “fascistas”.

			El fascismo es la ideología de moda y representa una esperanza de futuro para muchos europeos, una ideología moderna y de progreso frente a las caducas democracias occidentales que no habían sabido hacer frente a los grandes retos del siglo XX. Partidos de corte fascista empiezan a surgir con más o menos existo en la mayoría de los países de mundo, sobre todo en Europa, donde en naciones como Austria, Bélgica, Francia, Polonia o Rumania nacen organizaciones fascistas con fuerza. En América, serian países como Argentina o Brasil, donde más éxito obtendría. España no permanecería ajena a esta “moda”, y su máximo exponente seria Ramiro Ledesma Ramos, colaborador de Ortega y Gasset en “la Revista de Occidente”, gran pensador e intelectual político, que en 1931 había fundado “La Conquista del Estado”, y que en 1932 se fusionarían con las Juntas Castellanas de Onésimo Redondo, dando lugar a las Juntas Ofensivas Nacional Sindicalistas (JONS).

			El fascismo, de forma muy genérica, podía ser considerando como un movimiento profundamente anticomunista, con un marcado nacionalismo, que aunaba distintas clases sociales, sobre todo ante la pretensión del comunismo de implantarse en el mundo a través de la III internacional comunista creada por Lenin en 1919.

			En febrero de 1909, un profesor llamado Benito Mussolini fue llamado a la ciudad de Trento para dirigir un periódico socialista llamado El Futuro del Trabajador y comenzaba una fulgurante carrera dentro del poderoso Partido Socialista Italiano. Tres años después, Mussolini era nombrado director del diario milanés Adelante, el órgano oficial nacional del socialismo.

			Con el estallido de la Primera Guerra Mundial en 1914, Mussolini apoyó la línea oficial del Partido Socialista favorable a la neutralidad del país. Sin embargo, el 18 de octubre de aquel año, Mussolini publicó un artículo en el que modificaba su postura y solicitaba que Italia pasase “de la neutralidad absoluta a la activa y operativa”. El 19 de octubre, era cesado de sus responsabilidades al frente de la publicación y un mes después expulsado del partido. A pesar del duro golpe que supuso esta medida para un socialista convencido como Benito Mussolini, el futuro Duce no se amilanó ante la dificultad y anunció el 10 de noviembre el próximo lanzamiento de El Pueblo Italiano, un nuevo periódico que plantearía una oposición socialista al principal partido del país en este ámbito ideológico.

			En abril de 1915, el gobierno de Roma anunció el fin de la neutralidad y la entrada en la Entente junto a Francia, el Reino Unido y sus aliados. Esta medida fue tomada con fuertes protestas por los partidos de izquierda y extrema izquierda que, rápidamente, movilizaron a sus afiliados y simpatizantes en contra del esfuerzo bélico. En las páginas de El Pueblo de Italia, Benito Mussolini se desmarcó del resto de la familia socialista y apoyo sin fisuras la participación italiana en la Gran Guerra. En agosto de 1915, el editor tendría la oportunidad de participar personalmente en las operaciones militares al ser reclutado.

			Allí, en las trincheras alpinas, Mussolini se percibió de una realidad irrebatible: a pesar de que entre los enemigos también combatían socialistas como él, anteponía la supervivencia de sus compatriotas a su ideología. Como escribió en sus diarios bélicos, la Primera Guerra Mundial adicionó el nacionalismo a su ideario socialista. A partir de ese momento, Benito Mussolini se presentaría como un socialista nacionalista y elaboraría una teoría política, muy influenciada por los estudios de Wilfredo Pareto y el socialismo revolucionario de Georges Sorel, que recibiría el nombre de fascismo. En menos de seis años, concretamente en 1922, la Revolución Fascista movilizó a la nación y Mussolini fue nombrado presidente del país.

			Siete años después, un intelectual vanguardista español llamado Ernesto Giménez Caballero publicó el 15 de febrero de 1929 una traducción de textos de Curzio Malaparte acompañado de un prólogo que tituló “Carta a un compañero de la Joven España”, el cual despertó una viva polémica ya que fue considerado por muchos como el primer manifiesto fascista que se redactaba en España.

			El texto influenció a un buen número de jóvenes idealistas españoles entre los que se encontraba el filósofo, periodista y funcionario de Correos Ramiro Ledesma Ramos. Ledesma contactó con Giménez Caballero y ambos idearon el lanzamiento de un semanario que recogiera sus ideas. Tras la publicación del manifiesto fundacional en febrero de 1931, apenas un mes después veía la luz La Conquista del Estado. Gracias a la difusión que consiguieron sus ideas a través del periódico, Ramiro Ledesma creó las Juntas de Ofensiva Nacionalsindicalista, popularmente conocidas como las JONS, junto a Onésimo Redondo, antiguo propagandista de Acción Católica y fundador de las Juntas Castellanas de Actuación Hispánica que se integraron en el nuevo grupo. Aunque miembro fundador de las JONS, Giménez Caballero dejó de colaborar con el semanario tras la publicación de los cuatro primeros números, aunque no se detuvo en sus tareas de agitación y propaganda del fascismo, publicando en 1932 su obra maestra Genio de España. Con la colaboración del embajador italiano Raffaele Guariglia y de Manuel Delgado Barreto, Ernesto Giménez Caballero lanzó otro semanario llamado El Fascio, del cual solo pudo publicarse un único número en marzo de 1933 debido a la brutal censura del gobierno Republicano. 

			Aunque fueron definidas por la prensa como un partido fascista, la realidad es que las JONS habían tomado algunos conceptos del ideario mussoliniano, en especial los más revolucionarios, aunque con aderezos propios del pensamiento patriótico y católico español. El genio de Ledesma, Onésimo y Giménez Caballero crearía algunos de los símbolos del movimiento, como las cinco flechas entrecruzadas en un yugo, y lemas como “Una, grande y libre”, que todavía hoy son usados en el patriotismo español.

			En 1930, un joven y brillante abogado de origen andaluz, llamado José Antonio Primo de Rivera recibía la invitación de la Unión Monárquica Nacional de ser su nuevo vicesecretario general del partido. Hijo del general Miguel Primo de Rivera, José Antonio no se había mostrado especialmente interesado por la política durante el gobierno ejercido por su padre a encargo de Alfonso XIII. Sin embargo, con el único propósito de limpiar la atacada figura de su padre, el joven letrado decidió aceptar la oferta de la Unión Monárquica Nacional.

			Ese mismo año, el doctor valenciano José María Albiñana fundaba el Partido Nacionalista Español que, si bien no era fascista, sí presentaba algunos rasgos corporativistas como la nacionalización de ciertos servicios públicos o un programa de financiación agraria. Sin embargo, Ramiro Ledesma tildó a Albiñana y sus seguidores de “reaccionarios” ya que su único objetivo era, en opinión del filósofo, una “gesticulación al servicio vergonzante de la aristocracia terrateniente y de los elementos más regresivos”. A pesar de sus intentos por hacer del Partido Nacionalista Español, una organización fascista, Falange Española y las JONS tenían copado ese espacio, optando Albiñana por reformular su movimiento dentro de parámetros neo-tradicionalistas. De hecho, en el testamento político del doctor valenciano, Albiñana pidió a sus seguidores que ingresaran en las filas de la Comunión Tradicionalista.

			A pesar de los empeños de José Antonio, su presencia en el partido monárquico no logró reivindicar la obra de Primo de Rivera. Para más inri, en las elecciones de 1931, José Antonio fracasó en su intento de obtener un escaño de diputado por Madrid ante el pedagogo izquierdista Manuel Bartolomé Cossío. Aunque nunca había mostrado un apego especial por el sistema democrático, José Antonio fue cayendo en la cuenta de que la democracia y la república llevarían a España a su destrucción. No se equivocaba.

			Decepcionado por el fracaso monárquico, José Antonio conoció a Giménez Caballero que, por aquel entonces, preparaba el lanzamiento del primer número de El Fascio. El intelectual invitó a José Antonio a publicar un artículo en la nueva publicación cuyo título sería “Orientaciones hacia un nuevo Estado”. La columna de José Antonio no era un mero artículo de opinión, sino una sentencia condenatoria contra el liberalismo. En opinión del abogado, “el Estado liberal no cree en nada, ni siquiera en sí mismo” y “permite que todo se ponga en duda, incluso la conveniencia de que él mismo exista”. Además, la pluma de José Antonio carga contra aquella libertad alejada “de un principio fuerte, permanente”. 

			El 29 de octubre de 1933, José Antonio Primo de Rivera y el aviador navarro Julio Ruiz de Alda presentaron en el Teatro de la Comedia su nuevo movimiento político que recibió el nombre de Falange Española. Las ideas-fuerza principales del partido eran la España unida por un destino universal, la concepción de un hombre nuevo pero portador de una serie de valores eternos y la justicia social, todo ello unido por el catolicismo y un sentido de milicia.

			Un año después, Falange Española se fusionó con las JONS dando lugar a la Falange Española de las JONS, movimiento que estaría liderado inicialmente por un triunvirato formado por José Antonio, Ruiz de Alda y Ramiro Ledesma. En 1935, José Antonio sería nombrado jefe único del partido y considerado como la principal figura del fascismo español.

			La identificación errónea por parte de las izquierdas, del conjunto de las derechas españolas como fascistas, se debe principalmente al éxito y auge arrollador que las teorías fascistas y nacional socialistas estaban teniendo en Italia y Alemania y en gran parte de Europa y sobre todo, a la persecución que tanto socialistas como comunistas estaban sufriendo allí donde el fascismo triunfaba, pues eran las organizaciones de izquierda, las culpables de los desórdenes públicos que se producían en la mayoría de los países, siguiendo las órdenes de Moscú. El fascismo triunfaba como elemento catalizador del orden y la vuelta a la tranquilidad. La izquierda española y su gobierno entraron en “pánico” ante el miedo de verse arrollada por unas derechas que ellos consideraban “fascistizadas” y los grupos anarquistas cada vez más violentos, que se convirtieron en la mayor amenaza del gobierno y de la república.

			La república había nacido en un ambiente de crispación, donde los socialistas, más veces de las deseables, sobre todo en los ambientes rurales, colaboraba con los anarquistas en los desmanes y desórdenes públicos. Los desórdenes se “cronificaron “desde mayo de 1931, continuaron a lo largo de 1932 y llegaron a su máximo apogeo en enero de 1933. 

			El incidente de Casas Viejas y el principio del fin del Gobierno Azaña

			A finales de 1932, el número de parados en España ascendía a más de medio millón. El 8 de enero de 1933, la convocatoria de huelga revolucionaria convocada por la FAI, llega a su máximo apogeo. Tanto Manuel Azaña en su calidad de Jefe de Gobierno, como el ministro de la Gobernación, Santiago Casares Quiroga, habían dado órdenes concretas al Director General de Seguridad, Arturo Menéndez, de reprimir a los huelguistas con dureza. La rebelión anarquista seria sofocada a un alto precio, con decenas de muertos y heridos, entre huelguistas revolucionarios y miembros de los cuerpos de seguridad. Cuando todo parecía tranquilo y controlado, en la madrugada del 11 de enero, los anarquistas habían tomado la pedanía de Casas Viejas, de unos dos mil habitantes, la mayoría de ellos en paro, perteneciente al municipio gaditano de Medina-Sidonia, donde proclamaron el comunismo libertario, se apoderaron del pueblo y pusieron cerco al cuartel de la Guardia Civil, con tres agentes en su interior. Dos de ellos serían heridos de gravedad, falleciendo con posterioridad, como consecuencia de las heridas recibidas por los asaltantes.

			Las ordenes de Madrid fueron tajantes, doce Guardia Civiles de Medina-Sidonia liberaron el cuartel y Guardias de Asalto, a las órdenes de Gregorio Fernández Artal, junto con civiles, recuperaron el pueblo. Los rebeldes, junto con su líder, el conocido como Seisdedos, se refugiaron en casa de este último. Un agente actuó de mediador, momento en el que fue herido y hecho prisionero. A las dos de la madrugada, vinieron refuerzos, Guardias de Asalto llegados desde Madrid a las órdenes del capitán Manuel Rojas, con órdenes expresas de arrasar a los sublevados. Incendiaron la casa de Seisdedos, muriendo abrasados todos rebeldes, menos un nieto y una nieta del líder anarquista que consiguieron huir, María Silva Cruz, conocida como “la libertaria”. El capitán Manuel Rojas, ordeno la búsqueda de todos los participantes en el levantamiento, encontraron a doce anarquistas más, que fueron fusilados inmediatamente.

			El gobierno reconocería la muerte de 19 sublevados, dos mujeres, un niño, dos Guardias Civiles, un Guardia de Asalto y varios heridos entre Guardias Civiles y Guardias de Asalto. Manuel Azaña admitiría que las órdenes dadas fueron implacables, justificando la represión, como método disuasorio para impedir futuros levantamientos. Lo que Azaña no fue capaz de prever, es que los “incidentes” de Casas Viejas, supondría el principio del fin de su mandato y del Bienio Izquierdista.

			En la comisión posterior de investigación, el capitán Manuel Rojas declararía: “como la situación era muy grave, yo estaba completamente nervioso y las ordenes que tenía eran muy severas, advertí que uno de los prisioneros miro al guardia que estaba en la puerta y le dijo otra cosa, y me miro de una forma…, que, en total no me pude contener de la insolencia, le dispare e inmediatamente dispararon todos y cayeron los que allí mirando al guardia que estaba quemado. Y luego hicimos lo mismo con los otros que no habían bajado a ver el guardia muerto que me parece que eran otros dos. Así cumplía lo que me habían mandado y defendía a España de la anarquía que se estaba levantando en todos lados de la República”.

			La matanza de Casas Viejas tardo poco en conocerse en el resto de España, causando un gran escándalo. Un revuelo parlamentario, periodístico y social, que señalaba directamente a Manuel Azaña, como presidente de Gobierno y como culpable de los hechos. Un grave problema para el gobierno socialista- Republicano, donde no solo las derechas se escandalizaron por la matanza, incluso algunos históricos Republicanos, con el partido radical al frente, arremetieron contra Azaña y su gobierno. El acoso tanto de la Derecha como también desde amplios sectores de la izquierda, motivaron diversas interpelaciones parlamentarias entre las que cabe destacar las del dirigente Diego Martínez Barrios, que era del Partido Republicano Radical, denominando al gobierno Azaña de “barro, sangre y lágrimas”. Diego Martínez Barrios, que era masón, al igual que lo era Azaña, no pudo contenerse, y concretamente le dijo esto a Azaña: “Hay algo peor que un régimen se pierda, y es que ese régimen caiga enlodado, maldecido por la Historia entre vergüenza, lágrimas y sangre”.

			Manuel Azaña, en su intervención en el congreso del 2 de febrero de 1933, elude toda responsabilidad y achaca los sucesos “al comunismo libertario”, afirmando que el gobierno hizo lo que tenía que hacer. El 24 de febrero, con 173 votos a favor y 130 en contra, las Cortes aprueban la creación de una comisión de investigación. El 15 de marzo, la comisión hace público un informe en el que reconoce la existencia de los fusilamientos, pero exculpando al gobierno de Manuel Azaña. La comisión también determino como bulo la frase atribuida a Manuel Azaña de “ni heridos ni prisioneros, tiros a la barriga” Esta acusación la mantiene el capitán Bartolomé Barba, que estaba a las órdenes directas del ministro de la Guerra, quien lo declaro a la comisión parlamentaria que las órdenes del propio ministro para Casas Viejas se resumían en la frase ya comentada de “ni heridos ni prisioneros, los tiros a la barriga”. Azaña superaría la comisión de investigación, dos mociones de confianza, pero lo que no evitaría, fue el descredito ante la opinión pública y la duda generada por su más que discutible papel en los sucesos de Casas Viejas.

			El Director General de Seguridad sería destituido y sustituido por Manuel Andrés Casaus, que sería asesinado en un atentado poco después, en San Sebastián en 1934. El que había sido antiguo Director de Seguridad, Arturo Menéndez, no tendría un final mucho mejor, sería detenido el 19 de julio de 1936 por los sublevados, en la estación de Calatayud, en el tren Barcelona-Madrid, trasladado a Pamplona donde seria fusilado. El capitán Rojas sería juzgado en mayo de 1934 y condenado a 21 años de prisión. En julio de ese mismo año, también serian juzgados 26 campesinos por la sublevación de Casas Viejas, de ellos 10 serían absueltos, uno condenado a 6 años de cárcel, cuatro a 5 años, dos a 3, seis a 2 y tres a 1.

			Me veo en la obligación de realizar un pequeño inciso en el relato que hace referencia a los sucesos de Casas Viejas ocurridos en 1933, y es que en el marco de la actual Ley de memoria histórica del 2007 del ex presidente del gobierno del socialista José Luis Rodríguez Zapatero y miembro destacado del PSOE, partido que gobernaba con los Republicanos de Azaña cuando sucede la matanza, insinúan de una forma velada, que el franquismo había tapado los hechos. Esta absurda teoría a la que llegan los memorialistas nos da la magnitud de la tergiversación y la farsa que supone esta ley, sobre todo, en la búsqueda del blanqueamiento del propio partido socialista. La matanza de Casas Viejas precipita no solo la caída del gobierno social Republicano y el descredito del PSOE, allanaría el triunfo arrollador de las derechas de la CEDA. Achacar al Franquismo algún interés en tapar esta matanza provocada por el gobierno de Azaña con el PSOE, no solo es absurdo, es que además no se ajusta a la realidad. Franco llegaría al poder en 1939 y son precisamente los sublevados, los que fusilan en julio de 1936, al responsable de seguridad durante los sucesos de Casas Viejas, por ser considerado, precisamente, uno de los principales responsables de la matanza. El afán de la izquierda por mentir lleva a situaciones dantescas, esperpénticas y poco creíbles.

			Los sucesos de Casas Viejas fueron un escándalo de tal magnitud, del que Azaña no se repondría. Su gobierno ya era conocido como el Gobierno de Casas Viejas, pero aun así, la estrategia de Manuel Azaña, ante la desunión provocada por la matanza, intento tirar de manual y buscar un elemento que sirviera de argamasa y reconciliación entre las izquierdas y los Republicanos y que mejor que acudir al anti clericalismo, y para ello, el 14 de abril de 1933, coincidiendo con el aniversario de la proclamación de la república, presento en las Cortes la Ley de Confesiones religiosas y Congregaciones. 

			De todos es sabido, que independiente del partido o tendencia a la que `pertenecían, la mayoría de los diputados eran masones. La ley no tuvo ningún problema en ser aprobada, una ley que virtualmente ponía a la Iglesia Católica fuera de la vida social española, fuera de la sociedad. Ya no podría ejercer la enseñanza y la masonería alcanzaba así su gran objetivo, de la secularización total. Al privar a la Iglesia Católica de ejercer la enseñanza, también la ahogaba económicamente, la condenaba a su desaparición, pues era su principal sustento. 

			El 17 de mayo de 1933, con el apoyo del Vaticano, la iglesia hizo un llamamiento de “cruzada” para oponerse a la abierta persecución iniciada por el gobierno de la República. En paralelo, en la primavera de ese mismo año, las derechas comienzan su fortalecimiento y su labor de reagrupamiento en torno al joven José María Gil Robles de Acción Popular, que, junto con la Derecha Regional Valenciana de Luis Lucia, forman el gran núcleo de Derecha Católica con las nuevas siglas de la CEDA, la Confederación Española de Derechas Autónomas. La mayoría de los miembros de la CEDA, además de ser católicos, se sentían monárquicos, aunque la excesiva moderación de Gil Robles y el no querer dar excusas al gobierno Republicano para no ser ilegalizados, el asunto de la monarquía no era un tema capital dentro de la organización. La CEDA pronto se convertiría en el principal partido español, en el más importante dentro del panorama social y político. 

			La CEDA consigue articular en muy pocos meses, una alternativa política creíble con unos mandos políticos de altura, con grandes profesionales, guiados por la magnífica oratoria de José María Gil Robles. La organización contaba con el apoyo del periódico fundado por la Asociación Católica de Propagandistas del jesuita Ángel Ayala y del que luego sería Cardenal, el abogado del Estado, Ángel Herrera Oria, “El Debate”. La Asociación Católica de propagandistas también aportaba a la CEDA un profundo sentido social.

			La derecha estaba dividida en dos grandes bloques, la derecha católica, en torno a José María Gil Robles y la derecha monárquica, pilotada por el ex ministro de la monarquía Antonio Goicoechea y su Renovación Española, fundada en 1932. Estos últimos contaban con el apoyo del diario ABC, dirigido por Juan Ignacio Luca de Tena. El intento de fusionar ambos bloques, fracaso en 1932, al no aceptar Gil Robles, las pretensiones de Renovación Española, con el asunto de la restauración monárquica. Renovación Española estaba muy ligada a la revista Razón Española que dirigía el gran pensador e intelectual, Ramiro de Maeztu, que sería asesinado en Aravaca el 29 de octubre de 1936 por milicianos al servicio del Frente Popular. El otro hombre fuerte de la derecha monárquica era el también ex ministro de la monarquía, José Calvo Sotelo, exiliado en Paris, de donde regresaría en 1934, en virtud de una animista. Regreso de que le costaría la vida el 13 de julio de 1936 y que, sin lugar a dudas, acelero la sublevación militar del 18 de julio, apenas cinco días después de su asesinato. 

			Monárquicos y católicos, rivalizaban por el mismo espacio político. Hoy conocemos de la existencia de la reunión secreta mantenida entre Alfonso XIII y José María Gil Robles en Paris, en 1932, donde el Monarca se habría mostrado sumamente comprensivo con la postura mantenida por Gil Robles de no comentar nada de la restauración, cuestión que suponemos no dejaba en buen lugar a los propiamente monárquicos de Renovación Española. Es decir, Renovación Española tenía una postura que iba más allá que la que el propio monarca en el exilio mantenía, lo que vulgarmente conocemos, como que eran “más papistas que el Papa”.

			Con la llegada de Calvo Sotelo del exilio y su ingreso en Renovación Española, este se hizo inmediatamente con las riendas del partido y fue transformando la organización hacia un nuevo conservadurismo o neo tradicionalismo, muy influenciado por Acción Francesa. La estrategia era influir culturalmente en la sociedad. El carisma de Calvo Sotelo haría que de inmediato fuera uno de los líderes más carismáticos de la derecha española.

			Elecciones municipales de abril de 1933 y el final del Bienio Izquierdista. 

			El año 1933 no fue un buen año electoral para las izquierdas. La mayoría de la población empezaba a estar más que harto de los desórdenes públicos y la inseguridad. El movimiento anarquista había protagonizado tres sublevaciones desde la proclamación de la república hasta 1933. En junio, poco antes de las celebraciones a cortes constituyentes, donde el sindicato anarquista C.N.T celebro un congreso extraordinario en Madrid, rechazando la convocatoria electoral y amenazando que seguían “en pie de guerra abierta contra el estado”. La C.N.T mantenía un enfrentamiento continuo contra el que era ministro de trabajo, Largo Caballero, al entender que los jurados mixtos beneficiaban única y exclusivamente a la U.G.T, el sindicato del PSOE. Los enfrentamientos entre anarquistas y socialistas fueron constantes, llegándose a saldar incluso con víctimas mortales. Ese mismo mes de junio se produce lo que se conocería como “la Semana Roja” de Sevilla, causando más de 20 muertos. Después vendría la ya comentada de Casas Viejas en enero de 1933 y en diciembre de ese mismo año, provocaron la muerte de 111 personas, entre ellas 24 fallecidos, por el atentado contra el tren en Puzol, en Valencia, además de innumerables sabotajes y crímenes en menor escala.

			El 23 de abril de 1933, se convocan elecciones en más de 2.478 municipios españoles, en unas elecciones parciales para decidir la designación de cerca de 20.000 concejales que habían obtenido su puesto antes del 12 de abril de 1931, en virtud del artículo 29 de la ley electoral en favor de las listas presentadas como únicas en cada ayuntamiento, es decir, no tenían rival alguno los elegidos, motivo por el cual habían obtenido las alcaldías y concejalías. Manuel Azaña consideraba estos ayuntamientos como “los burgos podridos”. Azaña fracasa de forma estrepitosa al obtener únicamente 5.000 concejales, frente al resto obtenidos por la oposición derechista y los Republicanos que no eran de izquierda. Lo cierto, es que estos resultados confirmaron de forma indirecta las elecciones municipales del año 1931, justo antes de la proclamación de la república, donde las listas más votadas fueron las candidaturas monárquicas. 1933 es un gran año para las derechas y muy malo para las izquierdas en general y muy especialmente para los Republicanos. 

			El artículo 29 de la ley electoral establecía que el escaño quedaría adjudicado de manera directa, es decir a dedo, como forma de mantener el sistema de turnaje de partidos durante la restauración, en aquellas circunscripciones donde solo se presentara una candidatura.

			La mayoría de los municipios donde se repitieron estas elecciones, eran pueblos pequeños y poco politizados. La repetición de las elecciones se produjo en 53 pueblos de Burgos, donde los Republicanos fueron barridos. Lo mismo sucedería en los casi 2.500 pueblos restantes. 

			La victoria de las derechas y de la oposición Republicana contraria a Manuel Azaña fue rotunda, y al igual que había pasado en las municipales del 31, se las considero plebiscitarias, y Manuel Azaña, que ya venía muy tocado por los desórdenes y sobre todo por la matanza de Casas Viejas, vio muy mermada su fuerza y su capacidad de maniobra. 

			Por si todo esto fuera poco, en septiembre de ese mismo año, se celebran elecciones para cubrir vocalías del Tribunal de Garantías constitucionales, lo que venía a ser el Tribunal Constitucional de la República. Contra todo pronóstico, la oposición, sobre todo la derechista, duplico en votos al gobierno. Con este panorama, Azaña pide al Jefe del Estado le confirme en el puesto, a lo que Niceto Alcalá-Zamora se niega y Azaña, a pesar de aferrarse al poder e intentar maniobrar, no tiene más alternativa que presentar la dimisión.

			El panorama político español, después de estas elecciones municipales y las celebradas para elegir las vocalías del Tribunal Constitucional, cambia radicalmente, hecho que provocase la dimisión del presidente de Gobierno, Manuel Azaña, el 8 de septiembre de 1933. 

			El Jefe del Estado, Alcalá-Zamora, nombra al líder del Partido Radical, Alejandro Lerroux, como nuevo Jefe de Gobierno, nombramiento que sería rechazado por las Cortes. La siguiente maniobra del Jefe del Estado, en virtud de la potestad que tiene como Presidente de la República, es disolver las Cortes Generales el 9 de octubre de 1933, dando por concluida de esta manera lo que hemos dado en conocer como bienio Izquierdista.

		


		
			Bienio radical: noviembre 1933 / febrero 1936

			El descontento económico, político y social, iba en aumento desde casi todos los sectores de la sociedad. La oleada de violencia desatada en toda España, más los separatismos vasco y catalán, habían provocado desconfianza hacia el régimen Republicano. La gran masa católica del país, hasta este momento desunida y muy desorganizada, toma cuerpo con la CEDA y el liderazgo de José María Gil Robles. Una masa de católicos, que hasta el momento habían permanecido pasivos, pasan a la acción, sobre todo, motivada por la persecución que sufre la religión católica y el creciente y cada vez más violento anticlericalismo. La CEDA pretendía una amalgama del amplísimo espectro de la derecha, desde los netamente conservadores, hasta la de aquellos sectores sociales que deseaban una reforma “sana” del país, sin cambios traumáticos o revolucionarios., pero todos ellos, bajo el denominador común del catolicismo.

			La izquierda, después de los sucesos de Casas Viejas, escenifica su división y sus enormes diferencias. Gil Robles, aparece como la segunda revelación de la república, el primero había sido Manuel Azaña. Socialistas y Republicanos se encuentran enfrentados entre sí, mientras que los anarquistas se encuentran enfrentados a ambos, a socialistas y a Republicanos Azañistas. Para los anarquistas lo mejor era no participar en política, no obstante, había como ya hemos comentado, protagonizado tres sublevaciones contra el gobierno Social Republicano de Azaña. Los anarquistas consideran que la “política corrompe”, aunque eso no sería impedimento para que, a medio plazo, apoyaran, aunque fuera de forma tangencial, la creación del Frente Popular, en febrero de 1936.

			En las elecciones de 1933, la Confederación Española de Derechas Autónomas, más conocida como la CEDA, fue, con diferencia, el partido más votado. Sin embargo, los complejos que ya se manifestaban en la derecha española por aquel entonces, su líder, José María Gil-Robles, un jovencísimo catedrático de Salamanca, optó por ceder el gobierno al Partido Radical de Alejandro Lerroux, cuyos militantes se habían destacado por su laicismo y anticlericalismo radical desde la Semana Trágica de Barcelona, con la idea de apaciguar a la izquierda. Para los izquierdistas, el conservador Gil-Robles era, poco menos, que la versión española de Adolf Hitler o Benito Mussolini, visión completamente delirante y alejada de la realidad pues ni la CEDA ni su líder eran fascistas. La CEDA era un partido católico con matices corporativistas, tan de moda en aquella época, y que eran, incluso, tomados por partidos como el Demócrata estadounidense, tan alejado del fascismo italiano o del nacionalsocialismo alemán. Los dirigentes izquierdistas eran conscientes de que Gil-Robles y la CEDA no eran fascistas, pero interesaba transmitir ese mensaje a sus siempre mal informadas y extraordinariamente sectarias bases. Desde la proclamación de la segunda república, el objetivo de la izquierda era monopolizar para sí el poder y no permitir que la supuesta alternancia democrática Republicana permitiera a la derecha gobernar.

			Tras un año de gobierno minoritario liderado por Lerroux y apoyado por la mayoría parlamentaria de la CEDA, Gil-Robles decidió que ya iba siendo hora de que su partido entrase al gobierno, siendo como era el más votado del país. Así, Lerroux informó a Niceto Alcalá-Zamora, a la sazón presidente de la República, de que la CEDA iba a entrar al ejecutivo ocupando tres carteras. Tras hacerse pública esta noticia, el PSOE en particular y la izquierda en general entraron en cólera ya que, presuponían, que Lerroux no aceptaría la entrada en su gabinete del partido más votado del país y que convocaría elecciones anticipadas.

			Durante el primer bienio de la segunda república dominado por las izquierdas, el PSOE se había presentado como uno de los mayores garantes de las esencias democráticas. Sin embargo, la derrota electoral de 1933 sacó a la luz el verdadero rostro de los socialistas. Una vez se anunció que tres dirigentes de la CEDA se incorporaban al gabinete ministerial, el PSOE comenzó a aullar contra la “vía parlamentaria”, aseguraron que la república parlamentaria “ya no servían” y exigieron una revolución. Al frente de los insurrectos, se encontraba Francisco Largo Caballero que modificó la historia en función de sus intereses partidistas al afirmar que los socialistas “hicieron una revolución” con la proclamación de la segunda república y que la CEDA iba a destruir “lo que hicieron”, a pesar de que el partido de Gil-Robles era estrictamente legalista y, aunque preferían la monarquía frente a la república, no tenía ninguna intención de cambiar de sistema de gobierno a corto y medio plazo.

			Con el objetivo de presentarse como víctima y no como el destructor de la segunda república, el PSOE aseguró que la revolución era legítima ya que el nombramiento de tres ministros de la CEDA suponía “una provocación reaccionaria” a la que había que responder con la instauración de una dictadura socialista marxista. Avivado el fuego del odio contra la derecha y todo lo que representara la idea de la España tradicional, los izquierdistas comenzaron a hostigar y a atacar a cedistas y falangistas, a pesar de que las diferencias entre la CEDA y la Falange eran abismales. En el transcurso de aquellos incidentes, fue asesinado por militantes socialistas el estudiante falangista Matías Montero, cuyo terrible delito fue vender el periódico de su partido en una calle de Madrid.

			Gracias a su verbo incendiario, Largo Caballero logró convertirse en presidente del PSOE a la vez que secretario general del sindicato del partido, la UGT. Las Juventudes Socialistas tildaban a Largo Caballero de ser el Lenin español, quien afirmó que “la suerte estaba echada” y que tanto el PSOE como su sindicato estaban organizando “un movimiento revolucionario” que expulsaría del poder a los supuestos “reaccionarios” de la CEDA. Adoptando una dialéctica extremista y cercana a los planteamientos bolcheviques, Francisco Largo Caballero exigió a su partido que fuera “revolucionario con toda la intensidad posible y utilizando todos los medios de que se pueda disponer” con el objetivo de instaurar en España una dictadura del proletariado que destruyese el capitalismo siguiendo el criminal y genocida modelo soviético y en la que, por supuesto, él ocuparía la principal posición dirigente.

			Francisco Largo Caballero encargó al vizcaíno Indalecio Prieto que preparase militarmente a las milicias socialistas y grupos izquierdistas afines, así como el avituallamiento de armas y la captación de militares, en especial oficiales, que simpatizasen con el PSOE. Prieto aprovechó los contactos creados durante su etapa como ministro durante el primer bienio de la segunda república para obtener armamento de contrabando y recursos financieros que permitirían el desarrollo de la revolución socialista. Sin embargo, Prieto no tuvo tanto éxito en sus tareas de captación de militares, que rechazaron tomar parte en un alzamiento marxista y suscitó las dudas de los comités revolucionarios más radicales, que consideraban a Prieto como un político profesional carente del ardor proletario necesario.

			Sintiéndose fuertes, el PSOE y la UGT declararon la huelga general en Madrid en la medianoche del 4 al 5 de octubre. El éxito del paro fue relativo ya que los anarcosindicalistas de la CNT decidieron no sumarse al mismo y el gobierno logró detener el golpe de Estado socialista. El apoyo recibido por los revolucionarios fue dispar en el resto del país al no contar en muchas provincias con el apoyo de los obreros industriales en general y de la CNT en particular. En las Vascongadas, incluso, el sindicato del Partido Nacionalista Vasco, Solidaridad de Obreros Vascos, ordenó a sus afiliados que se abstuviera de participar en cualquier movimiento revolucionario.

			Sin embargo, la intentona golpista socialista fue exitosa en Asturias, donde las relaciones entre la CNT y el PSOE eran más estrechas. Ambos grupos, junto a otras formaciones de extrema izquierda como el Bloque Obrero y Campesino, la Izquierda Comunista y el entonces minoritario Partido Comunista, formaron una alianza obrera de carácter marxista y anarco comunista denominada Uníos Hermanos Proletarios que respondía a las siglas UHP, que se convirtieron en el santo y seña de los revolucionarios en Asturias.

			Tras apropiarse de armas y explosivos empleados en las minas del carbón, la UHP proclamó en Oviedo la República Socialista Asturiana, en imitación a sus homólogos soviéticos rusos. Por primera y, lamentablemente, no última vez en la historia de España, el terror rojo se desató con toda su intensidad. Los comunistas atacaron los cuarteles de la Guardia Civil, los edificios públicos y, con especial saña, los lugares de culto. La República Socialista Asturiana logró movilizar a unos 30.000 obreros en torno al denominado Ejército Rojo Asturiano que se hizo con el control de la mayor parte de la región y amenazó con marchar hacia Madrid. La violencia desatada por los socialistas y sus acólitos fue indiscriminada, resultando asesinados 34 sacerdotes y religiosos, cientos de personas que no simpatizaban con el marxismo ejecutados, torturados o golpeados brutalmente y decenas de edificios, muchos de ellos de gran valor histórico, saqueados e incendiados por la turba roja. El nivel de destrucción de los revolucionarios fue tal que llegaron a dinamitar la Cámara Santa de la Catedral de Oviedo que contenía reliquias milenarias, el teatro Campoamor o la Universidad, cuya biblioteca conservaba uno de los mayores fondos bibliográficos del país y que no se salvó del odio y del sectarismo nihilista izquierdista. En términos generales, la ciudad de Oviedo, antaño corte real, fue destruida por los socialistas y sus adláteres. En La Felguera, se proclamó el comunismo libertario aboliéndose el dinero y los lujos, entre los que se incluían la carne o el vino mientras que en Grado los alzados instauraron “un régimen soviético”. En el valle de Turón, donde también se instauró la república campesina y obrera “basada en la dictadura proletaria”, siete frailes fueron brutalmente asesinados acusados del delito de enseñar a los niños de obreros en su escuela.

			Aprovechando la situación y dispuestos a pescar en río revuelto, los traidores separatistas catalanes, encabezados por Lluís Companys, presidente del gobierno regional en manos de la Esquerra Republicana de Cataluña, proclamó el Estado catalán dentro de la república federal española en la noche del 6 al 7 de octubre. En su discurso, Companys aseguró que “monárquicos y fascistas que predican el odio contra y la guerra contra Cataluña han asaltado el poder” y que era imprescindible la independencia de la región. Sobrepasado por los acontecimientos en Asturias, el gobierno nacional tardó en reaccionar. Sin embargo, un patriota, el General Domingo Batet decidió proclamar el estado de guerra en la región e hizo intervenir al ejército a fin de evitar que la secesión se consumase. Las tropas de Batet lograron detener con eficacia la intentona separatista, deteniendo al sedicioso Companys, que fue puesto a buen recaudo, y a sus principales colaboradores. Prueba de su valor es que los separatistas intentaron escapar a través de las cloacas de la capital catalana, consiguiéndolo algunos como Dencás, que logró esconderse en Francia. Tras el restablecimiento de la situación gracias a la rápida y certera intervención de Batet, el gobierno procedió a suspender la autonomía catalana.

			Mientras tanto, la situación en Asturias se tornaba crítica y los revolucionarios lograban hacerse fuertes en las principales ciudades y cuencas mineras. Aunque en un primer momento se eligió al jefe del Estado Mayor, el General Masquelet, para poner fin por medios militares a la intentona golpista revolucionaria, Gil-Robles logró convencer a Lerroux de que los Generales Goded y Franco eran mejores opciones. Como pudo comprobarse, el líder de la CEDA no se equivocó en su valoración.

			Forjado en las guerras coloniales en Marruecos, Francisco Franco era un joven General, muy apreciado por los soldados y por sus compañeros oficiales, que se había destacado por su pericia, astucia, inteligencia y valor en el campo de batalla. Al mando del Estado Mayor designado para terminar con la revolución, Franco recomendó transportar desde África a unidades de la Legión y de los Regulares, dos de las instituciones castrenses más respetadas y temidas, y cuya valía y lealtad nadie ponía en cuestión.

			Con la llegada de las primeras unidades militares, el valor de los revolucionarios quedó en la más absoluta evidencia. Valientes a la hora de torturar, violar, asesinar e incendiar sin nadie en frente, la mera presencia de los legionarios y los regulares les hizo poner pies en polvorosa, huyendo, como cobardes, la mayoría de ellos a los montes para rendirse poco después a fin de intentar salvar sus miserables vidas. El ardor revolucionario, marxista, soviético, comunista o anarquista quedaba por los suelos cuando se encontraban cara a cara ante un enemigo en condiciones. Quince días después de que estallase la revolución, un verdadero golpe de Estado organizado por las izquierdas, contra la segunda república, desaparecían los últimos reductos. 

			A pesar de lo terrible de sus delitos y crímenes, el gobierno de Lerroux y Gil-Robles optó por contemporizar, por ponerse de perfil. El PSOE, la CNT, el Partido Comunista y el resto de organizaciones de extrema izquierda golpistas no fueron ilegalizadas y sus dirigentes permanecieron en sus puestos o en sus escaños. Para la derecha sociológica de la época, la tibieza de la CEDA era incomprensible y les reafirmó en su convicción de que el Ejército era la “columna vertebral de la patria”, según palabras de Calvo Sotelo, el último valladar y defensa frente a la izquierda antiespañola. A partir de ese momento, una parte muy importante de la derecha española consideró que las instituciones democráticas y Republicanas eran inservibles e ineficaces a la hora de proteger a la nación. Prueba de ello fue que, poco a poco, las juventudes de la CEDA, que habían sido una de las mayores organizaciones del país en lo que a número de militantes se refiere, comenzó a disolverse en favor de otras organizaciones como la Falange o la corporativista y monárquica Renovación Española. Pero no adelantemos acontecimientos, el 19 de noviembre de 1933 se celebra la primera vuelta de las segundas elecciones generales de la segunda república, el 3 de diciembre la segunda vuelta y las nuevas cortes quedarían constituidas el 8 de diciembre, dando comienzo el Bienio Derechista.

			Elecciones Generales. Noviembre y Diciembre de 1933

			La concentración y la unión de la derecha en torno a la CEDA, la división de la izquierda y la abstención de la masa obrera anarquista, provoco un vuelco electoral espectacular, en las elecciones generales de 1933. Las fuerzas de derecha ganaron 207 escaños, el centro 167 puestos y la amalgama de partidos de izquierda y Republicanos 93. Gil Robles era sin lugar a dudas, el gran triunfador, un vencedor sin paliativos que había concitado muchas esperanzas en la sociedad, harta del desgobierno y la violencia reinante, desde la proclamación de la república. Lo que no imaginaban, es que las ilusiones en Gil Robles tardaron poco en desvanecerse. Media España, esperaba de él, una política diametralmente distinta a la desarrollada hasta el momento, pero lo cierto, es que por muy poderosa que fuera la CEDA, estaba muy lejos de la mayoría absoluta, lo que les obligo a pactar con los radicales, con los centristas. Con esta unión, en ningún momento llego a producirse la implementación de un auténtico programa cedista.

			Gil Robles, en parte por táctica, en parte por convencimiento y posiblemente también, en parte por un mal “sentido de estado”, muy común en la derecha de todos los tiempos, consintió que, en los primeros gobiernos, la CEDA no tuviera representación en el consejo de gobierno, a pesar de ser la fuerza más votada y haber ganado las elecciones. Estos gobiernos, estaban única y exclusivamente formados por radicales, mientras que la CEDA conservaba la mayoría en el parlamento. Lo que en un principio fue considerada una buena táctica, no dio el resultado deseado, pues los errores de los gobiernos radicales salpicaban una y otra vez, aunque de forma indirecta a la derecha.

			La primera vuelta de las elecciones se celebraría el 19 de noviembre de 1933 y serían las primeras en que las mujeres ejercieron el derecho al voto, a pesar de la oposición de la izquierda, que pensaban que las mujeres no deberían votar, pues estaban muy influenciadas por sus maridos o por su “confesores”, la segunda vuelta, el 3 de diciembre. Como comentamos, la derecha católica se presentó unida con la derecha monárquica en primera vuelta y con los radicales también en segunda vuelta. El resultado fue una victoria aplastante de las derechas. Intelectuales como Miguel de Unamuno o José Ortega y Gasset, se quedarían si su acta de diputado.

			El Presidente de la república Alcalá-Zamora disuelve las cortes y convoca elecciones, al entender que el parlamento surgido de las elecciones generales de junio de 1931, ya no representan el sentir general de la población. La ley electoral aprobada el 27 de julio de 1933, introduce algunas modificaciones respecto a lo aplicado en las elecciones de junio del 31, elevándose al 40% la cantidad de votos requerida por una candidatura para triunfar en la primera vuelta, mientras que, en la segunda, se debería celebrar, siempre y cuando ningún candidato llegaba a esa cifra, pero solo pudiéndose presentar quienes hubiesen alcanzado el 8% de los votos. El modelo, a pesar de las reformas introducidas, era un sistema electoral mayoritario de listas abiertas que premiaba a las candidaturas que obtuvieran más votos, lo que beneficiaba a los partidos que consiguiesen presentarse en coalición, que conseguían un mayor número de diputados que si se presentaban solos.

			Las mujeres censadas con derecho a voto ascendían a 6.800.000. La derecha, coaligada en torno a Gil Robles y la CEDA, obtienen un éxito indiscutible, igual de indiscutible que la derrota de la izquierda y los Republicanos de Manuel Azaña, que se presentaron divididos y mal avenidos. El partido socialista perdería 56 escaños, obteniendo tan solo 59 diputados, de los 473 que formaba la cámara. Pierden prácticamente la mitad de su apoyo electoral, lo que motivo que, de forma casi simultánea, Francisco Largo Caballero, impusiese ya, sin ningún tipo de ambages ni tapujos, la vía revolucionaria, que culminaría con la intentona golpista de octubre de 1934 organizada por el PSOE, y de la que hablaremos extensamente más adelante. El Partido Comunista de España (PCE) es prácticamente irrelevante, consiguiendo tan solo un acta de diputado. 

			Nada más conocerse el resultado de las elecciones y ante el pésimo resultado obtenido, Manuel Azaña presiono sobre manera para que estas se repitieran al Presidente de la república, Niceto Alcalá-Zamora, para convocar un nuevo proceso electoral, es decir, repitiera las elecciones, antes de dar por comenzada una nueva legislatura. Alcalá-Zamora no cedió a las presiones, lo que sin lugar a dudas hubiera provocado un gran escándalo, y las nuevas cortes se celebraron con normalidad el 8 de diciembre de 1933. La postura de Azaña muestra muy a las claras que tanto la Izquierda como los Republicanos de Azaña, no reconocían el resultado electoral, y no se lo pondrían fácil al nuevo gobierno, hecho que sin lugar a dudas influyo en Gil Robles y motivaría el no forzar para entrar en el gobierno, a pesar de haber ganado las elecciones. La tibieza o la cobardía del líder conservador, la pagarían muy cara todos los españoles no faltando mucho.

			Son muchos los historiadores que han especulado sobre la victoria de las derechas y la derrota de la izquierda, y todos ellos coinciden en ver como uno de los principales motivos, que no el único, la unión de las primeras, frente a la división de las izquierdas, todo lo contrario de lo sucedido en las elecciones de junio de 1931. Como hemos visto, la ley electoral reforzaba la mayoría del partido, coalición o candidatura más votada, al igual que había sucedido en 1931. Las abstención no fue decisiva para decantar la balanza, y el voto de la mujer, estuvo muy igualado en ambos bloques, aunque quizás más favorable a las derechas que el apoyo femenino mostrado a las izquierda. Simplemente, España empezaba a estar harta del “experimento Republicano”.

			Gobiernos Radicales: Diciembre de 1933 / Octubre de 1934

			En menos de un año, lo que va de diciembre de 1933 a octubre de 1934, se forman tres gobiernos radicales. La ansiada estabilidad no acababa de llegar. José María Gil Robles, que exagero en exceso la prudencia para que la derecha (CEDA) no entrase en el gobierno de Alejandro Lerroux, pacto con este su apoyo parlamentario, a cambio de ir desmantelando las reformas introducidas por el gobierno socialista Republicano de Azaña, sobre todo los puntos más agresivos, los que hacían referencia al desmantelamiento de las órdenes religiosas, la denominada Ley de Confesiones y congregaciones Religiosas, se deberían devolver todas las tierras y pertenencias incautadas al clero, y se aplicaría una amnistía para todos los delitos políticos. Lo que significó la puesta en libertad del General Sanjurjo, preso desde el 10 de agosto de 1932, después de la sublevación militar, vulgarmente conocida como “la Sanjurjada”, lo que le permitió recuperar su libertad y partir al exilio camino de Portugal. Mientras que Sanjurjo marchaba al exilio, José Calvo Sotelo, volvía del suyo en Paris, y además lo hacía como diputado, pues había obtenido un escaño en las elecciones generales del 33. Calvo Sotelo, que como ya sabemos, fue ministro monárquico en el gobierno del General Miguel Primo de Rivera. Tanto Sanjurjo como Calvo Sotelo, se beneficiarían de la amnistía de 1934 y la fatalidad quiso que ambos murieran en julio de 1936, Sanjurjo en accidente de avioneta, al intentar incorporarse al alzamiento nacional, y Calvo Sotelo, a ser asesinado, lo que precisamente precipitaría el alzamiento. Es curioso observar como uno y otro tenían los destinos entrelazados. En 1934, ambos se benefician de una medida de gracia, uno va camino del exilio, otro vuelve del suyo, y en 1936, uno es asesinado, lo que precipita el regreso del otro que muere en accidente.

			La derecha monárquica liderada precisamente por Calvo Sotelo criticaba abiertamente la alianza entre la CEDA y los “masones” de Lerroux, pero en honor a la verdad, nunca pusieron en peligro la estabilidad parlamentaria. 

			Mientras esto sucedía en España, en Europa, como hemos recordado, Hitler alcanza en poder en Alemania y Benito Mussolini lo ostenta desde hace 11 años, desde 1922. Europa está polarizada, y aunque la CEDA está muy alejada de ser considerada un partido fascista, su triunfo en las elecciones del 33 inquieta sobremanera al PSOE de Largo Caballero, que desde el primer momento se pone a conspirar y a optar por la vía revolucionaria. Lo cierto es que la República para el PSOE era solo un instrumento, nunca un fin. La II República española es considerada una democracia burguesa, mientras que los socialistas aspiran a la dictadura del proletariado, teniendo como modelo a imitar a la Unión Soviética de Stalin. Podemos afirmar, que al igual que la guerra civil española fue la antesala, los prolegómenos de la II Guerra Mundial, lo que sucedía en España, era reflejo de los fuertes enfrentamientos callejeros que también se estaban viviendo en distintos países europeos, entre socialistas, aliados de los comunistas de la Unión Soviética, contra una amalgama de movimientos conservadores, fascistas y Nacional Socialistas, dependiendo del país donde estos enfrentamientos se produjeran. Europa se polarizaba y España no estaba al margen de esta polarización. Las democracias burguesas languidecían, al no haber sabido dar respuesta a los nuevos problemas sociales, políticos y económicos, surgidos después de la finalización de la Gran Guerra Europea. 

			La izquierda española estaba inquieta, por los “ecos” que llegaban de Europa y por el nacimiento de partidos o movimientos políticos de estética más o menos fascista y la creciente simpatía que empezaban a generar entre gran parte de la juventud y que triunfaban en Europa y “barrían” a socialistas y comunistas, más atractivos que los anteriores y con una gran carga social. Incluso las Juventudes de la CEDA, las JAP, las Juventudes de Acción Popular, organizaban mítines con estética “aparentemente fascista”, que es visto como una amenaza y una provocación por parte de los socialistas de Largo Caballero. El PSOE, igual que sucede en la actualidad, se erigen en guardianes no se sabe muy bien “de que”, creyéndose con capacidad de repartir credenciales de quien debe o no estar en la vida política española, aunque ellos, en gran parte de su historia, han estado muy alejados, de lo que hoy entendemos como democracias occidentales o liberales. 

			La izquierda considera el primer bienio de la II República, como el bienio de la estabilidad, frente al bienio derechista. Si la estabilidad se midiera únicamente por la duración de los gobiernos, es posible que tuvieran razón, pues es innegable que, en el bienio presidido por los radicales, durando poco, con un promedio de tres meses de vida, formándose ocho gobiernos distintos en dos años, con tres presidentes distintos, Alejandro Lerroux, Ricardo Samper y Joaquín Chapaprieta, y por si esto fuera poco, aun durarían menos, los dos últimos gobiernos del bienio, los presididos por Pórtela Valladares. Durante toda la república, la inestabilidad, fue la nota dominante, inestabilidad en todos los ámbitos, social, político y gubernamental. En el primer bienio, si bien es cierto que los gobiernos duraban más, pero eso no dio en ningún momento estabilidad a la república, es más, viene a demostrar que el comportamiento de la derecha en los tiempos en que la izquierda gobernaba, fue mucho más leal y cívico, que el que ellos tuvieron desde el momento que perdieron las elecciones y el poder. La izquierda elude su cuota de responsabilidad, pues gran parte de la inestabilidad de los gobiernos presididos por el Partido Radical se debe precisamente al comportamiento desleal de la izquierda y de los Republicanos de Manuel Azaña y otra a su propia ineptitud. 

			También tendemos a denominar este bienio, como bienio derechista, cuando a pesar de haber ganado las elecciones y de ser el partido más votado, ningún gobierno de los múltiples que se dieron fue presidido por ningún dirigente de la CEDA, es más, la izquierda vio inadmisible la incorporación de tres ministros al consejo de gobierno en un momento determinado, lo que aprovecharon como excusa para la intentona golpista y revolucionaria de 1934 que explicaremos más adelante.

			Tanto el PSOE como los Republicanos de Izquierda, conspiraron una y otra vez para derrotar los gobiernos del partido radical, no aceptaron nunca el resultado electoral de las elecciones de 1933 y desde el primer momento trabajaron para desestabilizar al nuevo gobierno. Las urnas solo eran validas si los resultados les eran favorables. Si a todo esto se le suma la “prudencia”, que algunos lo calificaron como “cobardía”, de José María Gil Robles y la CEDA, de aceptar no presidir el consejo de ministros, y darles todo el poder a los centristas del Partido Radical, el “coctel” estaba servido. 

			El Partido Radical accede al poder y se compromete a realizar “una república para todos”, con la intención de neutralizar la polarización del régimen. Al final, como suele suceder en estas ocasiones, su comportamiento no gusto ni a unos a otros, sobre todo no gusto a la izquierda, que seguía sin asumir que habían perdido las elecciones, aunque tampoco convenció a la derecha. La izquierda pretendía que el partido radical actuara como un apéndice de ella, puesto que muchos de sus miembros y dirigentes, estaban más cercanos a los Republicanos de Azaña que a la CEDA que eran los que les daban apoyo y estabilidad parlamentaria. Pero la derecha tampoco estaba contenta, sobre todo gran parte del electorado, que no entendía como el partido que había ganado las elecciones, no estuvieran ni siquiera presentes en el gobierno y habían cedido todo el poder a los radicales, que había sigo los segundos, además de no ver con muy buenos ojos una organización plagada de masones. 

			El partido radical pretendió hacer una política de centro y dar estabilidad, y al final acabo convirtiéndose en otro factor más del fracaso de la Segunda República y de su inestabilidad.

			Los radicales llegan al poder después de las elecciones de noviembre/diciembre de 1933. La catastrófica derrota de las izquierdas y de los Republicanos de Azaña, que pasaron de 250 escaños a menos de 100, cambio para siempre el curso de la república. No esperaban semejante batacazo, a pesar de tener todo a favor, leyes, constitución, organismos, instituciones, sindicatos. La aparición de una derecha rejuvenecida y unida, creo expectativas y ganas de cambio, después de dos años desastrosos de gobierno de izquierdas, mal coordinados y peor avenidos. La derecha por el contrario pasa de 50 escaños a algo más de 200 diputados, pero sin conseguir la ansiada mayoría absoluta. El partido radical, que fue aliado en primera vuelta de otras organizaciones centristas, en segundo vuelta apoya a la derecha, a pesar de tener entre algunos dirigentes, una gran oposición interna. El partido radical obtiene 11 escaños más que los obtenidos en las elecciones de 1931, pero a nadie escapa que ese éxito se debió fundamentalmente a su alianza con la CEDA. 

			Niceto Alcalá-Zamora, pide a los Radicales de Lerroux la formación de gobierno, a pesar de ser la segunda fuerza electoral, a lo que Lerroux accede sin la oposición de Gil Robles, que de esta manera comete lo que podíamos considerar como un error estratégico. El 16 de diciembre de 1933 se forma el primer gobierno centrista del Partido Radical, con apoyo parlamentario de la CEDA. Se establecería un programa de mínimos y poco tardo en evidenciarse las grandes diferencias entre ambas formaciones. A la más pura tradición política española, el centrismo es navegar entre dos aguas, estar en terreno de nadie, querer contentar a todos, para solo contentar a unos pocos. Los radicales no serían una excepción. En este “programa de mínimos”, además de lo ya comentado, se incluiría la firma de un concordato con la Iglesia Católica, cuestión que molestaba sobre manera a la izquierda y una reforma laboral, agraria y social.

			El partido radical ahora en el poder pondría en marcha este proyecto de mínimos y de reformas, siempre y cuando la CEDA permitiera que el partido radical copara la mayoría de los puestos dentro de la administración pública, para de esta manera contentar a todas sus redes clientelares. Otro error estratégico de la CEDA. El partido radical utilizo gran parte de los puestos de la administración, para enriquecimiento propio y generación de tramas de corruptelas, que acabarían salpicando a la derecha, aunque estas nada tuvieran que ver con ellas.

			Entre esas grandes y notables diferencias existentes entre la CEDA y el partido radical, estaba su visión de la economía. Si bien ambas formaciones estaban compuestas mayoritariamente por clases medias, comerciantes, pequeños empresarios, agricultores y algunos terratenientes y gente rural, los radicales pretendían promover una economía de talante liberal, libre cambista que contemplara reducciones del gasto público, rebajas de impuestos, menor intervención del estado en la economía y en la administración. La visión de la CEDA podría ser considerada como mucho más social y diametralmente distinta a la del partido radical. Propugnan una economía proteccionista, mucho más corporativista. Incluso dentro del partido radical, no todos tienen esa visión liberal de la economía, lo que generaba no pocas tensiones dentro de la propia organización, entre aquellos que apostaban por unas políticas librecambistas, frente a los que solicitaban una protección mayor por parte del estado. El partido radical permaneció mucho más unido en la oposición, que cuando tuvieron responsabilidades de gobierno. 

			El partido radical, en este bienio donde gobernaban, hicieron lo mismo que llevaba haciendo el PSOE y Largo Caballero, desde la dictadura de Primo de Rivera, favorecer a los suyos y sus redes clientelares. Cambiar altos cargos del antiguo bienio, por los propios. Fue Largo Caballero el que “institucionalizaría el clientelismo”, motivo por el cual, la CNT tuvo siempre grandes enfrentamientos con los socialistas y especialmente con la UGT, llamando a la abstención activa en las elecciones del 33.

			El clientelismo del partido radical ocupaba toda la vida pública, y se diferenciaba de la de los socialistas, en que los radicales tenían una visión mucho más municipalista y poco de estado en su conjunto. Cambo llego a decir “la ideología del partido radical era “su exagerado municipalismo”. Esta dedicación al clientelismo, afecto de manera notable, a la vida parlamentaria y a su relación con sus aliados de la CEDA, que acusaban a los centristas de “falta de energía y eficiencia en los gobiernos radicales”. La CEDA se quejaba de la casi “indolencia” de los diputados radicales que asistían a comisiones y a los plenos de las Cortes y de su mediocridad y falta de interés. De esta forma, la división entre ambas formaciones era más que evidente, los parlamentarios de la CEDA se dedicaban a labores legislativas, mientras que los radicales estaban mucho más volcados en seguir manteniendo su red clientelar y en el ejercicio cotidiano del poder. 

			Merece la pena recordar, que los radicales ya habían formado parte del gobierno de España, dentro del primer bienio, en septiembre de 1933, y ya eran visibles sus “ansias” de imponer un modelo de liberalismo más o menos salvaje, que perjudicaría notablemente a las clases más desfavorecidas.

			En 1934, las condiciones laborales seguían empeorando y aunque los radicales llevaban poco tiempo en el poder, cuando estos rompen con los Republicanos de izquierdas en diciembre del 33 y se alían con la derecha, la ofensiva mediática de esta amplifica todas las desigualdades sociales, que verdaderamente existían, pero que el PSOE muy hábilmente hace ver que son otros los culpables y no herencia suya.

			El 19 de diciembre de 1933, Alejandro Lerroux presenta su primer gobierno a Alcalá-Zamora, compuesto por siete ministros del partido radical, dos Republicanos independientes, un liberal demócrata y un agrario. Ya por entonces, el PSOE amenazaba con una revolución si la CEDA, que había ganado las elecciones, entraba en el poder, y así lo hizo público en el primer debate de investidura, el diputado socialista Indalecio Prieto el 20 de diciembre de 1933 “desde aquí, al país entero que públicamente contrae el partido socialista el compromiso de desencadenar, en ese caso, la revolución”. No cabe duda, de que Lerroux quería una república donde todos deberían tener cabida, y se marcó como objetivo incorporar a la “derecha accidentalista”.

			Martínez Barrios, sería el primer ministro radical en criticar los acuerdos alcanzados con la CEDA. A finales de febrero de 1934, dimite como ministro, lo que obliga a Lerroux a realizar la primera remodelación y conformar el segundo gobierno radical. Con Diego Martínez Barrios saldrían también Antonio Lara, Ministro de Hacienda, José Pareja Yébenes, Ministro de Educación, que serían sustituidos por Salvador de Madariaga, Manuel Marroco en Hacienda y Rafael Salazar en Gobernación.

			El 20 de abril se aprueba la Ley de Amnistía, uno de los puntos básicos que figuraban en el programa electoral de la CEDA, y que curiosamente, también figuraba en el programa del Partido Radical. El presidente de la república, Niceto Alcalá-Zamora, extralimitándose en sus poderes y funciones, intento una maniobra para vetar la ley, pero no fue refrendado por ningún ministro, por lo que tuvo que firmarla, aunque lo acompañaría de un largo escrito explicativo de dudosa constitucionalidad. Ante este hecho, el presidente del gobierno, Alejandro Lerroux, entiende que ha perdido la confianza del presidente de la república y presenta su dimisión. Sería sustituido por el valenciano Ricardo Semper, miembro destacado del partido radical, que formaría el tercer gobierno radical el 28 de abril de 1934.

			Semper se mantendría en el poder hasta primeros de octubre, cuando la CEDA, a petición del Partido Radical, exige la entrada de tres de sus miembros en el gobierno de España. La CEDA entendía que Semper era extremadamente débil con la Generalidad Catalana, con motivo de la aprobación por parte del parlamento catalán, de la Ley de Contratos de Cultivos y la posterior declaración de inconstitucionalidad por el Tribunal de Garantías Constitucionales. 

			La coalición con la CEDA provoca que el partido radical se desangre con dos escisiones que pusieron en jaque a la organización, la de mayo de 1934, con Martínez Barrios a la cabeza y fundando el Partido Radical Democrático y la de julio de ese mismo año, con la fundación de la Unión Republicana Autonomista de Valencia. El PURA representaba la más importante de las federaciones provinciales del Partido Radical. La organización quedo muy tocada con ambos cismas, que además provoco la marcha de varios diputados y muchos cargos públicos.

			Estas escisiones evidenciaron que el Partido Radical ya no sería alternativa frente a la derecha o la izquierda. Su tiempo había pasado y el centro había muerto. El partido se mantenía en pie por el culto a la personalidad de Alejandro Lerroux, pero vacío de contenido ideológico. Un mal extendido y endémico, siempre que en España se ha querido poner en marcha un proyecto ideológico denominado centrista. Quizá sea, porque el centro en política no existe y cuando tienes posibilidad de gobernar, no permaneces equidistante de una u otra visión política, lo que te hace escorar a uno u otro lado, perdiendo la centralidad. Sea lo que fuese, la crisis del Partido Radical rompió toda posibilidad de que el partido se convirtiese en alternativa real de gobierno por sí sola. La salida de Martínez Barrios fue un golpe fatídico para la organización y rompió toda posibilidad de tender puentes con la izquierda Republicana. 

			El contencioso mantenido entre el Presidente Semper y la Generalidad Catalana, escenifico de forma abrupta, las enormes diferencias que la CEDA mantenía con una parte del ejecutivo. La Generalidad catalana quería legislar sobre temas agrarios. El gobierno autónomo de Ezquerra Republicana había aprobado una ley de contratos de cultivos en abril de 1934, pero la misma fue anulada por el Tribunal de Garantías Constitucionales el 8 de junio, pero a pesar de ello, el día 12 de junio, el gobierno de la Generalidad, en clara provocación al gobierno central, ratifica la ley, hecho que es inadmisible para la mayoría parlamentaria de la CEDA que sustenta al gobierno, por considerar que se pone en riesgo, con esta desobediencia al máximo órgano judicial, la unidad de España. 

			Ciertamente, la Generalidad quería ir más “allá” de lo que la constitución y el propio estatuto le reconocían. Estaban “probando” al gobierno de España. Lo curioso del asunto, es que toda la izquierda española se posiciono al lado del gobierno de la Generalidad, como rechazo a la derecha y su unión con el Partido Radical. La izquierda y muy especialmente el PSOE, preferían una España rota, antes que gobernada por aquellos que habían ganado las elecciones. 

			El Presidente Semper, excesivamente conciliador con el separatismo Catalán, procuro alcanzar un acuerdo aceptable tanto para el gobierno de España que el presidia, como para la Generalidad. Esta postura “titubeante” de Semper, provoco la desconfianza de la CEDA, que se veía ninguneada, a pesar de ser ellos los que mantenían al gobierno en el parlamento. 

			Se producen disturbios callejeros y huelgas múltiples provocadas por la izquierda, en apoyo a los separatistas catalanes y como muestra de rechazo al gobierno de Semper, mientras que la CEDA, también muy insatisfecha con el gobierno, organiza grandes concentraciones en Madrid y Covadonga. La conducta de Semper, como suele pasar en estas circunstancias, no contento a nadie, lo que motivo una grave crisis a finales del verano de 1934. El 26 de septiembre, la CEDA se declaró oficialmente en contra del gobierno, mientras que, en el parlamento, de forma muy significativa, la mayoría de los diputados del Partido Radical, tampoco apoyaron a Semper. Con este panorama, los diputados Radicales, en reuniones mantenidas los días 28 y 29 de septiembre, acuerdan que la CEDA debería formar parte del gobierno de España.

			La izquierda ve inaceptable esta posibilidad, pues consideran que la derecha no puede entrar en el gobierno, a pesar de haber ganado las elecciones, por no aceptar de manera formal, la constitución de 1931. Para Lerroux, esto es solo una excusa, pues considera que la CEDA “son Republicanos, si apoyan a los gobiernos Republicanos”. La izquierda entra en pánico, están convencidos que la derecha establecería en España un estado corporativo y autoritario, o al menos, esa es la excusa que esgrimen para la permanente oposición a la CEDA y a su entrada en el gobierno.

			El apoyo del Partido Radical a la entrada de la CEDA en el gobierno, suponen un punto de inflexión y viene motivado, porque cada vez más, la masa electoral del partido se aleja de los postulados revolucionarios y violentos de la izquierda. Están más “cómodos” con la CEDA, que con aquellos que llaman a la revolución armada y a la dictadura del proletariado.

			La CEDA entra en el Gobierno de España, el 4 de octubre de 1934, después de que, en la sesión del 1 de octubre, Semper intentara defender su gestión y al no encontrar apoyos, decide presentar su dimisión. El presidente de la república, Niceto Alcalá-Zamora, se siente muy presionado para que convoque elecciones, lo que hubiese supuesto un grave quebranto democrático, y ante las protestas de la izquierda, decide encargar un nuevo gobierno a Alejandro Lerroux, el cual, como presidente, incluiría a tres ministros de la CEDA. Manuel Giménez Fernández en Agricultura, José Oriol Anguera de Sojo en la Cartera de Trabajo y, por último, Rafael Aizpún en el Ministerio de Justicia. La composición de este gobierno, de nuevo con la presidencia de Alejandro Lerroux, se hizo público el 4 de octubre.

			Revolución de Octubre 1934: Intentona golpista del PSOE

			Durante el primer bienio de la segunda república dominado por las izquierdas, el PSOE se había presentado como uno de los mayores garantes de las esencias democráticas. Sin embargo, la derrota electoral de 1933 sacó a la luz el verdadero rostro de los socialistas. Una vez se anunció que tres dirigentes de la CEDA se incorporaban al gabinete ministerial, el PSOE comenzó a aullar contra la “vía parlamentaria”, lo cierto es que lo venían haciendo desde que perdieron las elecciones, aseguraron que la república parlamentaria “ya no servían” y exigieron una revolución, que, para ser justos, llevaban meses preparando. Al frente de los insurrectos, se encontraba Francisco Largo Caballero que modificó la historia en función de sus intereses partidistas al afirmar que los socialistas “hicieron una revolución” con la proclamación de la segunda república y que la CEDA iba a destruir “lo que hicieron”, a pesar de que el partido de Gil-Robles era estrictamente legalista y, aunque preferían la monarquía frente a la república, no tenía ninguna intención de cambiar de sistema de gobierno a corto o medio plazo.

			Con el objetivo de presentarse como víctima y no como el destructor de la segunda república, el PSOE aseguró que la revolución era legítima ya que el nombramiento de tres ministros de la CEDA suponía “una provocación reaccionaria” a la que había que responder con la instauración de una dictadura socialista marxista. Avivado el fuego del odio contra la derecha y todo lo que representara la idea de la España tradicional, los izquierdistas comenzaron a hostigar y a atacar a cedistas, falangistas o simplemente católicos. Falange Española empecería a ser conocida como Funeraria Española por la cantidad de muertes que entre sus militantes provocaban los continuos ataques de la izquierda. 

			Gracias a su verbo incendiario, Largo Caballero logró convertirse en presidente del PSOE a la vez que secretario general del sindicato del partido, la UGT. Las Juventudes Socialistas tildaban a Largo Caballero de ser el Lenin español, quien afirmó que “la suerte estaba echada” y que tanto el PSOE como su sindicato estaban organizando “un movimiento revolucionario” que expulsaría del poder a los supuestos “reaccionarios” de la CEDA. Adoptando una dialéctica extremista y cercana a los planteamientos bolcheviques, Francisco Largo Caballero exigió a su partido que fuera “revolucionario con toda la intensidad posible y utilizando todos los medios de que se pueda disponer” con el objetivo de instaurar en España una dictadura del proletariado que destruyese el capitalismo siguiendo el criminal y genocida modelo soviético y en la que, por supuesto, él ocuparía la principal posición dirigente.

			Francisco Largo Caballero encargó al vizcaíno Indalecio Prieto que preparase militarmente a las milicias socialistas y grupos izquierdistas afines, así como el avituallamiento de armas y la captación de militares, en especial oficiales, que simpatizasen con el PSOE. Prieto aprovechó los contactos creados durante su etapa como ministro durante el primer bienio de la segunda república para obtener armamento de contrabando y recursos financieros que permitirían el desarrollo de la revolución socialista. Sin embargo, Prieto no tuvo tanto éxito en sus tareas de captación de militares, que rechazaron tomar parte en un alzamiento marxista y suscitó las dudas de los comités revolucionarios más radicales, que consideraban a Prieto como un político profesional carente del ardor proletario necesario.

			Sintiéndose fuertes, el PSOE y la UGT declararon la huelga general en Madrid en la medianoche del 4 al 5 de octubre. El éxito del paro fue relativo ya que los anarcosindicalistas de la CNT decidieron no sumarse al mismo y el gobierno logró detener el golpe de Estado socialista. El apoyo recibido por los revolucionarios fue dispar en el resto del país al no contar en muchas provincias con el apoyo de los obreros industriales en general y de la CNT en particular. En las provincias vascas, incluso el sindicato del Partido Nacionalista Vasco, Solidaridad de Obreros Vascos, ordenó a sus afiliados que se abstuviera de participar en cualquier movimiento revolucionario.

			Sin embargo, la intentona golpista socialista fue exitosa en Asturias, donde las relaciones entre la CNT y el PSOE eran más estrechas. Ambos grupos, junto a otras formaciones de extrema izquierda como el Bloque Obrero y Campesino, la Izquierda Comunista y el entonces minoritario Partido Comunista, formaron una alianza obrera de carácter marxista y anarco comunista denominada Uníos Hermanos Proletarios que respondía a las siglas UHP, que se convirtieron en el santo y seña de los revolucionarios en Asturias.

			Tras apropiarse de armas y explosivos empleados en las minas del carbón, la UHP proclamó en Oviedo la República Socialista Asturiana, en imitación a sus homólogos soviéticos rusos. Por primera y, lamentablemente, no última vez en la historia de España, el terror rojo se desató con toda su intensidad. Los comunistas atacaron los cuarteles de la Guardia Civil, los edificios públicos y, con especial saña, los lugares de culto. La República Socialista Asturiana logró movilizar a unos 30.000 obreros en torno al denominado Ejército Rojo Asturiano que se hizo con el control de la mayor parte de la región y amenazó con marchar hacia Madrid. La violencia desatada por los socialistas y sus acólitos fue indiscriminada, resultando asesinados 33 sacerdotes y religiosos, decenas de personas que no simpatizaban con el marxismo ejecutados, torturados o golpeados brutalmente y decenas de edificios, muchos de ellos de gran valor histórico, saqueados e incendiados por la turba. El nivel de destrucción de los revolucionarios fue tal que llegaron a dinamitar la Cámara Santa de la Catedral de Oviedo que contenía reliquias milenarias, el teatro Campoamor o la Universidad, cuya biblioteca conservaba uno de los mayores fondos bibliográficos del país y que no se salvó del odio y del sectarismo nihilista izquierdista. En términos generales, la ciudad de Oviedo, antaño corte real, fue destruida por los socialistas y sus adláteres. En La Felguera, se proclamó el comunismo libertario aboliéndose el dinero y los lujos, entre los que se incluían la carne o el vino mientras que, en Grado, los alzados instauraron “un régimen soviético”. En el valle de Turón, donde también se instauró la república campesina y obrera “basada en la dictadura proletaria”, siete frailes fueron brutalmente asesinados acusados del delito de enseñar a los niños de obreros en su escuela.

			Aprovechando la situación y dispuestos a pescar en río revuelto, los separatistas catalanes, encabezados por Lluís Companys, presidente del gobierno regional en manos de la Esquerra Republicana de Cataluña, proclamó el Estado catalán dentro de la república federal española en la noche del 6 al 7 de octubre. En su discurso, Companys aseguró que “monárquicos y fascistas que predican el odio y la guerra contra Cataluña han asaltado el poder” y que era imprescindible la independencia de la región. Sobrepasado por los acontecimientos en Asturias, el gobierno de la nación tardó en reaccionar. Sin embargo, el General Domingo Batet decidió proclamar el estado de guerra en la región e hizo intervenir al ejército a fin de evitar que la secesión se consumase. Las tropas de Batet lograron detener con eficacia la intentona separatista, deteniendo al sedicioso Companys, que fue puesto a disposición judicial, al igual que sus principales colaboradores. Prueba de su valor, es que los separatistas intentaron escapar a través de las cloacas de la capital catalana, consiguiéndolo algunos como Dencás, que logró esconderse en Francia. Tras el restablecimiento de la normalidad, gracias a la rápida y certera intervención de Batet, el gobierno procedió a suspender la autonomía catalana.

			Mientras tanto, la situación en Asturias se tornaba crítica y los revolucionarios lograban hacerse fuertes en las principales ciudades y cuencas mineras. Aunque en un primer momento se eligió al jefe del Estado Mayor, el General Masquelet, para poner fin por medios militares a la intentona golpista revolucionaria, Gil-Robles logró convencer a Lerroux de que los Generales Goded y Franco eran mejores opciones. Como pudo comprobarse, el líder de la CEDA no se equivocó en su valoración.

			Forjado en las guerras coloniales en Marruecos, Francisco Franco era un joven General, muy apreciado por los soldados y por sus compañeros oficiales, que se había destacado por su pericia, astucia, inteligencia y valor en el campo de batalla. Al mando del Estado Mayor designado para terminar con la revolución, Franco recomendó transportar desde África a unidades de la Legión y de los Regulares, dos de las instituciones castrenses más respetadas y temidas, y cuya valía y lealtad nadie ponía en cuestión.

			Con la llegada de las primeras unidades militares, el valor de los revolucionarios quedó en la más absoluta evidencia. Valientes a la hora de torturar, violar, asesinar e incendiar sin nadie en frente, pero la mera presencia de los legionarios y los regulares les hizo ponerse muy nerviosos e iniciar una huida desordenada, huyendo la mayoría de ellos a los montes para rendirse poco después a fin de intentar salvar sus vidas. El ardor revolucionario, marxista, soviético, comunista o anarquista quedaba por los suelos cuando se encontraban cara a cara ante un enemigo en condiciones. Quince días después de que estallase la revolución, un verdadero golpe de Estado organizado por las izquierdas, contra la segunda república, desaparecían los últimos reductos. 

			A pesar de lo terrible de sus delitos y crímenes, el gobierno de Lerroux optó por contemporizar, por ponerse de perfil. El PSOE, la CNT, el Partido Comunista y el resto de organizaciones de izquierda golpistas no fueron ilegalizadas y sus dirigentes permanecieron en sus puestos o en sus escaños, con penas para los culpables, que en ningún caso se cumplirían como veremos más adelante. Para la derecha sociológica de la época, la tibieza de la CEDA era incomprensible y les reafirmó en su convicción de que el Ejército era la “columna vertebral de la patria”, según palabras de Calvo Sotelo, el último valladar y defensa frente a la izquierda antiespañola. A partir de ese momento, una parte muy importante de la derecha española consideró que las instituciones democráticas y Republicanas eran inservibles e ineficaces a la hora de proteger a la nación. Prueba de ello fue que, poco a poco, las juventudes de la CEDA, que habían sido una de las mayores organizaciones del país en lo que a número de militantes se refiere, comenzó a disolverse en favor de otras organizaciones como la Falange o la corporativista y monárquica Renovación Española.

			La intentona golpista orquestada por el PSOE es un punto de inflexión en el desarrollo de la II República, que la dejaría tocada de “muerte”. La tibieza de la derecha incluso en el nombramiento de tres ministros que se incorporarían al gobierno, no era suficiente para la izquierda, que veía a la CEDA como una amenaza y posiblemente el principal obstáculo para implantar su modelo soviético, su “dictadura del proletariado”. El PSOE y la UGT, una vez confirmada la incorporación de los ministros de la CEDA al gobierno de Lerroux, dieron la orden de huelga general revolucionaria. El 5 de octubre se inició la revolución en Asturias, único lugar donde tuvo un éxito relativo, con descargas de dinamita, tomándose por asalto 23 casas cuartel de la Guardia Civil, en las cuencas mineras, produciéndose la muerte de muchos de los guardias que allí residían. Otro objetivo de la revolución, eran los sacerdotes y religiosos, siendo asesinados en apenas dos días, 33 de ellos. En paralelo y ese mismo día, Izquierda Republicana, el partido de Manuel Azaña, saca un comunicado durísimo, al que se adhieren otros partidos Republicanos de izquierda, que dice así: “Izquierda Republicana declara que el hecho monstruoso de entregar el gobierno de la República a sus enemigos es una traición, rompe toda solidaridad con las actuales instituciones del régimen y afirma su decisión de acudir a todos los medios en defensa de la República”.

			Mientras en Asturias se sucedían estos graves incidentes, el 6 de octubre en Cataluña, el Presidente de la Generalidad, Luis Companys, proclamaba desde el balcón de la Plaza de San Jaime “el estado catalán de la República Federal Española”, calificando a las fuerzas leales a la república, como “las fuerzas monarquizantes y fascistas”. Como es sabido, en Cataluña, las fuerzas del orden dependían de forma directa de la Generalidad, pero excepto la policía autonómica que eran los Mozos de Escuadra, el resto no obedeció las instrucciones de Companys, sino al General Domingo Batet, que no se sumó a la sublevación y permaneció fiel al gobierno de la república, al gobierno de España. Batet que era el responsable de la Cuarta División Orgánica, declaro el estado de guerra y envió a varias unidades, para que los sublevados depusieran su actitud. Batet también ordenaría un breve bombardeo sobre el edificio de la Generalidad, lo que provocó el pánico generalizado de los rebeldes y que estos se rindieran a primera hora de la mañana del día 7 de octubre. Manuel Azaña también seria detenido, hallado por el ejército en un escondite, pues se sospechaba que también había colaborado con los sublevados.

			El general Batet seria condecorado con la Laureada de San Fernando por su actuación en Cataluña, “por el uso de la mínima violencia posible, por la templanza y el dominio de la situación”. El general Batet también es otro de los personajes que representa la España de la época y lo irreconciliable de la situación. A pesar de ser católico, Batet no apoyaría el alzamiento nacional del 18 de julio, motivo por el cual sería detenido y fusilado después de ser condenado en consejo de guerra, el 18 de febrero de 1937. Los generales Queipo de Llano y Cabanellas, intercedieron por Batet, pero fue inútil. A nadie escapa que Batet hubiese sido fusilado por cualquiera de los dos bandos, pues el Frente Popular, tampoco le hubiese perdonado la vida, pues pasaría a la historia como el general que acabo con la sublevación separatista en Cataluña. 

			Luis Companys sería detenido junto con Tarradellas, Estanislao Rui, Antonio Xirau, Juan Casanellas y Juan Casanovas, a la sazón presidente del parlamento catalán. El alcalde de Barcelona, Pi y Sunyer y los concejales de ERC, también serian detenidos. Todos ellos conducidos al buque Uruguay, en el puerto de Barcelona. Los sucesos de Cataluña han costado la vida a más de 70 personas con 250 heridos. Además del buque Uruguay, otras embarcaciones hacen de prisiones provisionales. Cerca de 3.000 personas son detenidas, entre ellas Manuel Azaña, que, aunque justificaba su presencia en Barcelona para acudir al funeral de su antiguo Jefe de Gabinete, lo cierto es que fue sorprendido en el Hotel Colon reunido con varios dirigentes de ERC. El estado de guerra en Cataluña estaría vigente hasta abril de 1935.

			Respecto a las penas impuestas a los sublevados, aun siendo delitos muy graves y las condenas muy severas, lo cierto es que ninguno de los condenas se llegó a cumplir. Companys fue condenado a 30 años de prisión junto a los miembros de su gabinete el 6 de junio del 35, no obstante, después de la victoria del frente popular en febrero del 36, todos serían liberados y Companys rehabilitado en su puesto el 1 de marzo de 1936. Bajo la presidencia de Luis Companys se producen las grandes matanzas de catalanes y católicos en Monjuit, motivo por el cual sería fusilado en 1941, en un lugar muy cercano, donde se produjeron las matanzas y a pesar de haber huido a Francia, las autoridades galas lo entregaron al gobierno de España después de nuestra guerra civil.

			Los líderes militares de la insurrección Ricart, Escorfet y Pérez Ferras, serán condenados a muerte, pena que sería conmutada por el Presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora. Después de esto, el autogobierno quedaría suspendido y 129 municipios intervenidos.

			En Madrid, el ministro de la Guerra Diego Hidalgo nombra al general Francisco Franco, la jefatura virtual del Estado Mayor. Franco se encontraba en Madrid de forma ocasional, por el fallecimiento de su madre, a la vez que también ordena al general Eduardo López Ochoa que parta con una columna desde León hasta Asturias. El 6 de octubre son sofocados todos los brotes revolucionarios en España, el 7 lo seria en Cataluña y ya solo quedaría Asturias.

			Franco ordena enviar un destacamento a Barcelona, el cual no hace falta que intervenga, pues Batet tiene la situación controlada y a Asturias una columna de choque formada por regulares y destacamentos de la Legión. Los revolucionarios Asturianos, autodenominados ejército rojo, se apoderan de las cuencas mineras y de la fábrica de armas de Turbia, asediando a las guarniciones de Gijón y Oviedo, muy inferiores numéricamente a los sublevados. El general Ochoa penetra en Asturias a través del puerto de Pajares, consiguiendo romper el cerco minero sobre Oviedo. Mientras la columna africana al mando del general Juan Yagüe, enlazo en Oviedo con las fuerzas de Ochoa, derrotando a los sitiadores. La rendición de los revolucionarios tuvo lugar el 18 de octubre. La revolución de Asturias quedaría sofocada apenas dos semanas después de su comienzo. Los daños materiales fueron incalculables, las escenas de saqueo fueron dantescas.

			El balance final de la mal llamada revolución de Asturias queda recogido en el trabajo publicado por Aurelio de Llano y Roza de Ampudia “Pequeños anales de quince días”, al poco de producirse la huelga revolucionaria, donde se nos ofrece la cifra de “256 muertos y 639 heridos para las fuerzas del Ejército, mientras que las víctimas de la población civil fueron 940 muertos, de ellos 662 en Oviedo y 1.449 heridos, de estos 1.003 también en Oviedo. La mayor parte de los muertos y heridos civiles fueron del autodenominado Ejército Rojo, siendo la represión del bando revolucionario de más de 200 muertos, de ellos los 33 ya citados religiosos o sacerdotes.

			Si hemos comentado el trágico final del general Batet, no correrían mejor suerte los generales Goded y López Ochoa, encargados de liberar Asturias en el 34. El primero sería fusilado el 12 de agosto de 1936 por el bando Republicano en Barcelona, por apoyar el alzamiento nacional y el segundo asesinado por la izquierda, a pesar de que el general López Ochoa, en ningún momento apoyo la sublevación militar del 18 de julio. La excusa de su crimen fue el ser uno de los “represores” de la intentona golpista socialista en Asturias. López Ochoa, que estaba encarcelado desde marzo del 36, después de la “victoria” del Frente Popular en el mes de febrero, por tanto, no participo en la sublevación militar, fue sacado el 17 de agosto del hospital militar de Carabanchel, actual Gómez Ulla, donde se recuperaba de una operación por una turba de izquierdistas, asesinándole y cortándole la cabeza, que pasearon por Madrid, clavada en una pica.

			Adamas de las penas comentadas, también serian condenados a muerte e indultados, el diputado socialista Ramón González Peña junto a algunos compañeros, pero solo se ejecutó la pena capital contra cuatro personajes secundarios. Muchos revolucionarios sufrieron pena de cárcel y la izquierda mediática exagero en exceso los acontecimientos de la represión gubernamental, hablaban de más de 15.000 prisioneros que estaban colapsando el sistema judicial español, sea lo que fuese, todos serian amnistiados por el Frente Popular, después de las elecciones fraudulentas de febrero del 36.

			Consecuencias de la revolución de octubre

			La huelga revolucionaria de octubre de 1934, instigada por el PSOE, es sin lugar a dudas el preludio de la Guerra Civil Española. El punto de inflexión y el fin de la república, cuando esta es atacada por aquellos que decían defenderla.

			Para el historiador Pio Moa, la intentona golpista del PSOE en 1934, marca el verdadero inicio de la guerra Civil Española. Es el pistoletazo de salida del principio del fin de la República. Pio Moa sostiene “Hoy ningún historiador serio ni ningún político honesto puede dudar de que en 1934 los principales partidos de izquierda, PSOE y Ezquerra Catalana en primer plano quisieron, planificaron y llevaron a cabo una guerra civil, con ese nombre, alzándose contra el Gobierno legítimo; y de que, con excepciones como la del socialista Besteiro, el resto de la izquierda colaboró con el PSOE política y moralmente. Los documentos probatorios son simplemente abrumadores”.

			En la línea de Pio Moa, se encuentran otros grandes historiadores como Ricardo de la Cierva: “la revolución de Octubre fue el clarísimo e irreversible antecedente de esa guerra civil. Durante la revolución las Fuerzas Armadas y las de Orden Público permanecieron, salvo contadas excepciones, fieles al gobierno; por eso la revolución no se prolongó inmediatamente en guerra civil formal. En julio de 1936 las Fuerzas Armadas y las de Orden Público actuaron profundamente divididas; por eso se planteó el conflicto como guerra civil prolongada”.

			En 1942, el que fuera responsable logístico de la revolución en Asturias, el socialista Indalecio Prieto, afirmaba: “Me declaro culpable ante mi conciencia, ante el Partido Socialista y ante España, de mi participación en el movimiento revolucionario de Octubre. Lo declaro como culpa, como pecado, no como gloria”.

			No cabe duda alguna, que después de los sucesos revolucionarios de octubre de 1934, nada volvería a ser igual. Los incidentes se cerraron en falso y no se zanjaron correctamente, ni se depuraron las responsabilidades que hubiesen sido las deseadas, ni en el parlamento ni en el campo judicial. La derecha, siempre timorata, se acobardo más de lo habitual y tampoco fue capaz de cerrar el asunto. Los socialistas, desconcertados por el fracaso, se radicalizaron todavía más, y los comunistas empiezan a irrumpir con fuerza. Lo que vendría a continuación, seria consecuencia de la revolución de octubre, incluida la guerra civil española.

			La constitución de 1931 era ya papel mojado, pues aquellos que la elaboraron, fueron los principales instigadores para acabar con ella y con la propia república. Los Socialistas de Largo Caballero, los separatistas de Luis Companys acompañados por el gobierno de la Generalidad Catalana, el propio Manuel Azaña, todos estaban deslegitimados para defender una república, contra la que se habían sublevado. Paradójicamente, la legalidad Republicana es defendida por los centristas de Lerroux y la derecha católica y monárquica.

			La suerte de la república estaba echada desde el momento que los Republicanos de izquierda y los partidos revolucionarios, entienden que el modelo que habían diseñado, donde solo ellos cabían, se les ha quedado pequeño. Nunca creyeron en la democracia y nunca pensaron que podían perder unas elecciones en un sistema que ellos mismos “inventaron”. La rebelión de 1934 quita toda autoridad moral a la izquierda para defender un régimen de libertades y mucho menos para defender la república contra la que conspiraron. 

			El propio Salvador de Madariaga sostendría “con la rebelión de 1934, la izquierda española perdió hasta la sombra de autoridad moral para condenar la rebelión de 1936”. “El alzamiento de 1934 fue imperdonable. La decisión presidencial de llamar al poder a la CEDA era inatacable, inevitable y hasta debida desde hacía ya tiempo. El argumento de que el señor Gil Robles intentaba destruir la Constitución para instaurar el fascismo era a la vez hipócrita y falso. Hipócrita porque todo el mundo sabía que los socialistas del señor largo caballero estaban arrastrando a los demás a la rebelión contra la constitución de 1931, sin consideración alguna para lo que se proponía o no el señor Gil Robles; y por otra, a la vista de que el señor Companys y la Generalidad entera violaron también la constitución.”

			Salvador de Madariaga, que había sido embajador de España en los Estados Unidos en 1931, Diputado en las Cortes Republicanas de 1931 a 1933, de nuevo embajador de España en Francia en 1932, ministro de Justicia en 1933 y de Educación, Cultura y Deportes en 1934, se exilió en el Reino Unido al inicio de la guerra civil y no volvería a España hasta la muerte de Franco. 

			La opinión pública estaba ya más que harta, y el régimen Republicano daba señales de estar agotado. A la violencia de la izquierda empezaba a responder, aunque en sectores todavía muy minoritarios y en mucho menor medida, la de la conocida como de extrema derecha. La concordia parecía imposible y lo que es peor, a nadie parecía ya importarle, y las más que legítimas aspiraciones sociales, quedaban enturbiadas por una violencia pasional y fanática que no beneficiaba a nadie, sumiendo a España en la más absoluta anarquía y en la catástrofe colectiva. José María Gil Robles, jugó muy mal sus cartas, no quiso aumentar su poder gubernamental, que legítimamente le correspondía por haber sido el claro triunfador de las elecciones de 1933, prefiriendo esperar a que todos le reclamasen, para de esta forma hacerse imprescindible, ocurriendo todo lo contrario, al entender muchos elementos de la derecha que sus planteamientos y contemporizaciones con la izquierda Republicana y los socialistas, no conducían a nada, a ninguna parte. Se generalizo en la mayoría de la sociedad, de una y otra tendencia, de que el remedio a la situación no estaba en la república, o por decirlo de otra manera, la solución estaba en algo distinto de la república.

			Lo que quedó claro después de la sublevación socialista de octubre del 34, es que el valor de la democracia, tal y como la conocemos ahora, estaba muy devaluada. La democracia como tal, pasó a ocupar un segundo plano y, además, teniendo en cuenta que era vista más como un problema que como una solución, pues se había manifestado claramente incapaz de poner orden.

			Nadie creía ya en la democracia, la izquierda tenía como modelo a la Unión Soviética y su dictadura del proletariado. Desde la salida del gobierno de los socialistas en septiembre de 1933 y la inicial ruptura con los Republicanos de Azaña, y, sobre todo, después de su derrota electoral de 1933, el PSOE cambia de estrategia para alcanzar lo que ellos denominaban “el socialismo”, abandonan la vía parlamentaria y apuestan por la vía revolucionaria o insurreccional para tomar el poder. Largo Caballero atesora todo el poder dentro del partido y del sindicato socialista, la UGT, desplazando al líder moderado, Julián Besteiro que no aceptaba el abandono de la vía parlamentaria. Largo Caballero también es aclamado por las Juventudes Socialistas, también muy radicalizadas. Largo Caballero no esconderá su “anhelo revolucionario”. Lo curioso, es que la izquierda española del siglo XXI, en contra de lo que hace el centro derecha, es plenamente solidaria con la izquierda de la II república, haciendo malabarismos para llamarse demócratas y a la vez asumir toda su historia e incluso defender al PSOE de esos convulsos años 30, que nada tenían que ver con la democracia y si con su visión revolucionaria e insurreccional.

			Por otro lado, la derecha se vio abocada a radicalizar sus posiciones, después de que a pesar de ganar elecciones, la izquierda no respetaba los resultados electorales si estos no les eran favorables, gran parte de la derecha miraba ya al ejército, como medio para alcanzar el orden y la paz, añoraban los primeros años de los gobiernos autoritarios presididos por el ya desaparecido Miguel Primo de Rivera, ni siquiera la monarquía era algo importante que preocupara a los españoles, lo crucial era el restablecimiento del orden y acabar con la anarquía y la violencia. La democracia, al igual que el régimen de la segunda república, había muerto. El líder conservador, José Calvo Sotelo, definía a la patria como “algo más que un territorio, algo más que una comunidad idiomática”, entendiendo los sucesos de Asturias como un “agravio inferido a España”, como una “traición a la Patria”. Calvo Sotelo une la idea de Patria con el Ejército al decir “el Ejército es el mismo honor de España”, palabras similares a las pronunciadas por Ramiro de Maeztu el 16 de octubre cuando escribió para ABC “El Ejercito nos salva siempre, porque es la unidad en torno a una bandera, porque es la jerarquía, porque es la disciplina, porque es el poder en su manifestación más eminente. En resumen, porque es la civilización, porque el Ejercito es España, quiere destruirlo la revolución”.

			Para el historiador Julio Gil Pecharromán, “octubre reafirmo en la derecha, y especialmente en los monárquicos, la convicción de que, si el Estado había reaccionado esta vez a tiempo, no había sido por la eficacia de las instituciones políticas (democráticas/ Republicanas), sino por la determinación de las Fuerzas Armadas de actuar rápida y contundentemente. El Ejercito, columna vertebral de la Patria, le llamo entonces José Calvo Sotelo, constituía así la última garantía, la reserva de las fuerzas tradicionales frente al cambio revolucionario, que el régimen parlamentario parecía incapaz de conjurar”.

			De octubre del 34 a mayo del 35

			Los sucesos provocados por la izquierda en octubre del 34 sobrecogieron a la toda la población, especialmente a la conservadora, que desde este momento desconfió de la intenciones del PSOE y de la izquierda Republicana. La derecha interpreto los hechos de octubre, como una provocación hacia su propia existencia, como una amenaza hacia sus propias vidas. La prensa conservadora como el ABC o el Debate, calificaron a los revolucionarios “como fieras, como seres no humanos cuyo único instinto es solo matar y destruir, por lo que su destino final es estar muertos o presos”. Honorio Maura, de “esas mujeres y esos niños degollados y ultrajados bárbaramente por unos chacales repugnantes que no merecen ser ni españoles ni seres humanos”, los hechos también fueron calificados como “macabra explosión marxista”. Surge el concepto de España y la Anti-España, los revolucionarios y los separatistas, no son España, son la anti-España que busca la desaparición de la nación tal y como la conocemos.

			Mientras que la derecha permanecía horrorizada, según se iban conociendo detalles de lo sucedido en Asturias, la izquierda estaba orgullosa de su actuación, sin un ápice de arrepentimiento. No solo no condenarían con rotundidad la insurrección, sino que además la justificaban alegando que se había permitido la llegada de los enemigos de la república al gobierno de España. 

			La sociedad española en su conjunto se polarizo y como hemos comentado, eran ya pocos los que creían en la democracia. La izquierda justificaba los sucesos de octubre como de legítima defensa, sin una pizca de autocrítica, fracaso o equivocación, dando a entender que, en la República, solo ellos cabían. Un modelo por y para ellos, donde no era posible una manera de entender la política, la economía o la sociedad, que no fuera su visión.

			La revolución de octubre hizo aumentar entre las derechas el temor a que la próxima vez conseguirían su objetivo de implantar en España una revolución bolchevique, a imagen y semejanza de la revolución Rusa, que había provocado el nacimiento de la Unión Soviética, apenas poco más de 15 años atrás, lo que provocó que la CEDA presionara a Lerroux para que llevara a cabo una política más activa anti revolucionaria o contra revolucionaria. Gil Robles y la CEDA no contentaban a nadie, con continuos enfrentamientos con los radicales de Lerroux, con los que compartían gobierno, y tampoco contentaba a la derecha monárquica, encabezada por José Calvo Sotelo, por no contentar, no contentaba a sus propios seguidores, pues tampoco se postulaba para presidir el gobierno. 

			La tensión dentro del gobierno era máxima, sobre todo al no apostar el presidente Lerroux y su ministros, por una política más contundente contra los revolucionarios de octubre, tal y como les exigían su socios de gobierno de la CEDA. A pesar de esa política de contención y moderación contra los insurrectos de octubre, la prensa de izquierda magnificaba la represión contra los revolucionarios, inventándose toda suerte de tergiversaciones, engaños, exageraciones y patrañas, que conseguían entre los simpatizantes de las formaciones de izquierda el objetivo deseado de criminalización del Ejercito, la Iglesia y de las formaciones derechistas, así como de sus afiliados y simpatizantes, que eran atacados de forma continua. La izquierda fomentaba el odio contra sus rivales políticos y no dudaban en acudir a la propaganda más burda…

			El 7 de noviembre de 1934, José María Gil Robles exige a Lerroux, destituya al ministro de la Guerra Diego Hidalgo y al ministro de Estado Ricardo Samper. La CEDA hace responsables a estos dos ministros de no haber sabido evitar los sucesos de Octubre, no haber sabido frenar a tiempo el golpe revolucionario. Un mes más tarde, en diciembre del 34, la derecha exige ahora el cese del ministro de Educación Filiberto Villalobos, por considerar que las políticas de este ministerio eran continuistas con las del primer bienio y estar contaminadas por el “marxismo”. La estrategia de la CEDA de no exigir de una forma directa la presidencia del gobierno, a la que sin duda tenía derecho, pero sí en cambio ir provocando continúas crisis de gabinete, tenía muchos riesgos, que como veremos, al final se demostró como una estrategia equivocada, pues los continuos cambios de gobierno daban a su vez, una continua sensación de provisionalidad. En abril de 1935, los tres ministros designados por la CEDA se niegan a firmar la conmutación de la pena de muerte a dos de los dirigentes socialistas, los diputados Ramón González Peña y Teodomiro Menéndez, involucrados en la Revolución de Octubre del 34, produciéndose una nueva e importante crisis de gobierno.

			La estrategia de Alejandro Lerroux para mantenerse como Presidente de Gobierno y deshacerse de los ministros de la CEDA, tampoco fue acertada. La estabilidad parlamentaria al gobierno de Lerroux, se la daban las derechas. Lerroux, en complicidad con el Presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, le pide a este suspenda las sesiones de las cortes por un mes, en aplicación de una prerrogativa exclusiva del Presidente de la República. Alejandro Lerroux formo un nuevo gobierno sin ministros de la CEDA, pero cuando las Cortes se reabrieron en mayo del 35, Lerroux y el Partido Radical tuvieron un baño de realidad, al no conseguir los apoyos parlamentarios para gobernar, por la oposición de las derechas.

			La CEDA solicita ahora al Presidente del Gobierno, el control de cinco ministerios en lugar de los tres que tenía, a cambio de su apoyo parlamentario. Lerroux no tiene más remedio que aceptar. Uno de estos nuevos cinco ministros, sería el propio José María Gil Robles, que se reserva la cartera de la Guerra. El 6 de mayo se forma el nuevo gobierno presidido por Alejandro Lerroux, pero con una novedad importante, los centristas del Partido Radical pierden la mayoría en el gabinete, que ahora pasaría a manos de los ministros de la CEDA y el Partido Agrario. Poco más de un año de haber ganado las elecciones, la CEDA decide imponer su criterio y aunque sigue sin presidir el gobierno de España, su posición es ahora más visible que nunca. La tibieza mostrada por la CEDA y por Gil Robles, no habiendo querido imponerse inmediatamente después de ganadas las elecciones, lo pagarían caro. Demasiado tarde para dar sensación de firmeza. Las relaciones entre los partidos principales que formaban el gobierno de España eran manifiestamente mejorables y la desconfianza mutua era ya un hecho insalvable. Era la primera vez desde la proclamación de la república en 1931, que el gobierno estaba compuesto de forma mayoritaria por ministros considerados no Republicanos, y eso era algo que la izquierda en general, revolucionarios o Republicanos, no pensaban dejar pasar por alto. Se hablo entonces de la derechización del gobierno y de las políticas rectificadoras del primer bienio, a pesar de que no se produjese ninguna reforma constitucional, y ni si quiera se aplicara las reformas prometidas por la CEDA en su programa electoral. Las únicas y “timoratas” reformas aplicadas por la CEDA se circunscribieron al ámbito Laboral, Militar y Agrario. 

			Fin del bienio radical: mayo de 1935 a febrero de 1936

			En mayo de 1935 se forma un nuevo gobierno presidido por Alejandro Lerroux y con la participación de cuatro partidos, la CEDA, Partido Agrario, Partido Republicano Demócrata Liberal y el Partido Republicano Radical. El principal objetivo de este nuevo gobierno era el de realizar reformas constitucionales, a la constitución Republicana de 1931, constitución sectaria y redactada única y exclusivamente por los Republicanos de izquierda que en ningún momento buscaron consenso alguno que no fuera con ellos mismo. La CEDA gano las elecciones del 33 con la principal promesa electoral de afrontar serias y profundas reformas constitucionales que hasta el momento no se habían producido. En mayo del 35 y con la formación de este nuevo gobierno, Gil Robles entendió que ese momento había llegado. Una vez más, Gil Robles erraría en su estrategia y en sus predicciones.

			El 23 de Junio de 1935 tuvo lugar lo que se conocería como el Pacto de Salamanca, un intento entre Alejandro Lerroux y José María Gil Robles de tender puentes y mejorar la relación entre la CEDA y el Partido Radical, que no pasaban precisamente por sus mejores momentos. Ambos intentaron reforzar su colaboración y solucionar sus conflictos, ante el creciente auge de la izquierda y de la derecha monárquica encabezada por José Calvo Sotelo. Lo cierto es que esta tentativa de restablecer equilibrios entre los radicales y los cedistas, fue muy tímida y, sobre todo, muy tardía. Sin duda, los radicales eran víctimas de su propia indecisión y ambigüedad.

			Alejandro Lerroux y José María Gil Robles, si bien estaban de acuerdo en la necesidad de una reforma constitucional, ambos discrepaban del alcance de esta. A pesar de ello, en Julio llegarían a un acuerdo de mínimos y el Presidente Lerroux presento en las Cortes un ante proyecto donde se incluía la supresión o cambio de 41 artículos, entre los que destacaba el “recorte a la autonomía de las regiones, con un aumento del control por parte del gobierno central”, eliminación de los artículos 26 y 27 que son los que hacían referencia a la persecución de la Iglesia Católica y el establecimiento de un Senado, como segunda cámara de las Cortes.

			El 17 de setiembre, el gobierno tuvo que hacer frente a una nueva crisis, provocada por la dimisión del Ministro de Marina, Antonio Royo Villanova, miembro del Partido Agrario, por estar en total desacuerdo con la devolución a la Generalidad Catalana de parte de las competencias que habían quedado suspendidas con motivo de la Revolución de Octubre, a la que siguió la dimisión del Ministro de Agricultura, también del Partido Agrario, Nicasio Velayos. Alejandro Lerroux aprovecho la dimisión de Royo Villanova y de Nicasio Velayos, para presentar su propia renuncia como Presidente de Gobierno, aunque sin abandonar el gabinete, solo dejaba la Presidencia. La formación del nuevo gobierno se produce el 25 de septiembre, cuando el Presidente de la República, Niceto Alcalá-Zamora, nombra para sustituir a Alejandro Lerroux al frente del gobierno de España, a una persona de su entera confianza, a Joaquín Chapaprieta, con políticas continuistas y manteniendo el acuerdo entre el Partido Radical y la CEDA, y con la inclusión de un Ministro de La Lliga Regionalista, con el objetivo de tener una base parlamentaria más amplia.

			Este gobierno, siguiendo la tónica general del segundo bienio, duraría poco. Alejandro Lerroux se ve obligado a abandonar el gabinete ya de forma definitiva, el 29 de octubre, al verse involucrado en un caso de corrupción, en el denominado “escándalo del estraperlo”, junto a Lerroux, saldrían también todos los Ministros radicales. A este escándalo le seguiría el del “Caso Nombela”, dejando al Partido Radical tocado de muerte y sumido en una profunda crisis de la que ya no se recuperaría.

			La desintegración total del Partido Radical, se precipito por el escándalo del estraperlo, al aceptar políticos radicales sobornos para autorizar en España la introducción de un nuevo juego de apuestas. El 28 de octubre las Cortes inculpan a cinco altos cargos del Partido Radical y el día 29, Alejandro Lerroux abandona, junto a su íntimo amigo Juan Rocha, sus puestos en el gabinete. El escándalo del estraperlo podría ser considerado como una cuestión menor, en comparación con las corruptelas de la época, en comparación con los “parámetros habituales de conducta” que se dieron durante la II República e incluso durante la monarquía. Lo extraño del asunto, es que un escándalo que podríamos considerar como menor, llegara hasta la fiscalía y le acabara costando el puesto a Lerroux, incluso se llevara por delante a toda su organización. La clave debemos buscarla en el enfrentamiento y la antipatía que el Presidente de la República, Alcalá-Zamora, sentía por Alejandro Lerroux. El Partido Radical llevaba meses desmoronándose, con multitud de “cuitas” internas y con una desorganización generalizada en toda su estructura provincial. No había espacio para un partido de centro en la España de los años 30, como posiblemente, sigue sin haberlo en la España del siglo XXI. 

			Alejandro Lerroux, que ya pasaba de los 70 años, dio la sensación de derrotado y de no quererse defender. Gil Robles dijo de él, “que había perdido todo ánimo y voluntad para seguir”. El efecto del “escándalo del estraperlo” fue inmediato en el Partido Radical, con todas las reuniones políticas suspendidas, las secciones locales disueltas y una oleada de deserciones y abandonos, tanto de cargos públicos como de afiliados sin precedentes.

			El 29 de noviembre, prácticamente un mes después del “escándalo del estraperlo” y cuando el Partido Radical lucha por su propia supervivencia, le estalla otro caso que ya seria definitivo, el conocido como “caso Nombela”, consistente en el desvío de fondos públicos para un tema de indemnizaciones oficiales. Este nuevo escándalo acabaría con la poca credibilidad que le podría quedar al Partido Radical. Ante la sucesión de escándalos producidos en el Partido Radical, y ante lo insostenible de la situación, la CEDA provoca una nueva crisis de gobierno el 9 de diciembre, para esta vez sí, hacerse con el control definitivo del ejecutivo. De nuevo Gil Robles llegaba tarde, sobre todo porque Alcalá-Zamora no tenía más mínima intención de posibilitar un gobierno de la CEDA, no estaba dispuesto a ponérselo fácil a Gil Robles.

			El 14 de diciembre, el Presidente de la República Niceto Alcalá-Zamora, hace un nuevo quiebro a la voluntad popular y en contra de lo que hubiese sido su obligación, nombra un gobierno provisional presidido por Portela Valladares, excluyendo a la CEDA, un nuevo gobierno que como era de esperar, no cuenta con los apoyos parlamentarios necesarios para poder gobernar. El Presidente de la República Niceto Alcalá-Zamora, disuelve el parlamento el 7 de enero de 1936, convocando nuevas elecciones generales anticipadas para el 16 de febrero en primera vuelta y en segunda el día 1 de marzo de 1936, dando así por concluido lo que conocemos como el segundo bienio de la II República Española

			El Presidente de la República nunca se lo puso fácil al partido ganador en la elecciones de 1933, más bien todo lo contrario, aunque esto no exime de responsabilidad al propio José María Gil Robles y su errática estrategia. Pensaría Gil Robles que con la izquierda se podría contemporizar, al no asumir desde un primer momento la gobernabilidad de España, por miedo a provocar a la izquierda, otorgando a esta cierta superioridad moral, a pesar de que la CEDA había ganado ampliamente las elecciones. La derecha tardo mucho en comprender que la democracia para las izquierdas era solo un instrumento como otro cualquiera para alcanzar el poder. En cuanto los resultados les eran desfavorables, la izquierda deja de creer en la democracia, esta ya no sirve. A todo ello se debe añadir como la izquierda “patrimonializa” la república desde el primer momento, no permitiendo que otros que no sean los suyos “participen” de las labores de gobierno o incluso en el redactado de la Constitución, al no considerarles suficientemente Republicanos, y a pesar de que fueran la opción más apoyada y votada por parte de la mayoría del pueblo español. Todo esto hace que la II República convierta a España en un estado fallido.

			Creación del Frente Popular

			Existe una creencia bastante extendida que piensa que la creación del Frente Popular es una idea del PSOE con el apoyo de un Partido Comunista que empezaba a despuntar. Lo cierto es que la idea de un Frente Popular Republicano surge de Manuel Azaña, aunque originariamente no era ese el nombre de la coalición. 

			Manuel Azaña que había sido uno de los firmantes del Pacto de San Sebastiano en 1930, destacaba por su sectarismo y su profundo anticlericalismo, y como gran parte de la clase política de la época, era masón, de hecho, está considerado el primer Presidente de Gobierno que ingresa en la masonería en el ejercicio de su cargo. Azaña fue cuatro veces Presidente de Gobierno, del 16 de diciembre de 1931 al 12 de junio de 1933, del 12 de junio de ese mismo año al 12 de septiembre también del 33, del 19 de febrero al 7 de abril de 1936 y del 7 de abril al 13 de mayo del 36, para luego pasar a ser Presidente de la República del 11 de mayo del 36 al 27 de febrero de 1939.

			Manuel Azaña había colaborado en la sublevación socialista de Octubre de 1934, acusado por el delito de rebelión militar, la misma acusación que pesaba contra Lluis Companys, pero mientras que Companys fue condenado a 30 años de prisión, pena que no llego a cumplir al beneficiarse de la amnistía de 1936, Manuel Azaña nunca llegaría a ser condenado, a pesar de las muchas evidencias que contra el pesaban. No cabe duda de que Azaña había colaborado en la preparación de la huelga revolucionaria, con los socialistas en Madrid y con los separatistas catalanes en Barcelona, como así lo ha documentado sobradamente el historiador Pio Moa en varias de sus obras, sin que, a día de hoy, ningún estudio medianamente serio le haya replicado o negado. Cosa bien distinta, es que no se investigara lo suficiente, un delito tan sumamente grave, a pesar del convencimiento que la derecha tenia de su culpabilidad. Ricardo de la Cierva también está convencido del apoyo de Azaña a la sublevación, a pesar “de que intentara disuadir tibiamente a Lluis Companys, su correligionario en la masonería, para evitar la rebelión de la Generalidad. Es cierto que los antecedentes y las apariencias condenaban a Azaña y la nota subversiva publicada por su partido en la mañana del 5 de octubre de 1934 era una clara prueba de actitud subversiva”. Continua Ricardo de la Cierva “Azaña era un jurista sobresaliente y durante su proceso por rebelión se defendió tan adecuadamente que forzó su absolución y obtuvo un amplio éxito editorial con su libro de 1935, Mi rebelión en Barcelona, que constituye toda una reivindicación. Las derechas no consiguieron presentar de forma convincente la culpabilidad de Azaña tal y como ahora la conocemos. Diego Martínez Barrios ha concluido que el exagerado acoso de las derechas a Manuel Azaña fue el factor determinante para la creación del Frente Popular con Azaña al frente y no le falta razón; aunque Azaña inicio sus trabajos para restablecer la Conjunción Republicano-socialista y conseguir lo que llamaba la recuperación de la República antes de terminar el año 1934”.

			Manuel Azaña sale de prisión el 23 de febrero de 1935 y desde ese mismo instante comenzaría una campaña que se podría calificar de “ajuste de cuentas”. Recorre España con grandes mítines multitudinarios, entre los que destaca el realizado en Valencia en mayo del 35 en el campo de Mestalla, primer acto de declaración de intenciones del Frente Popular. Azaña tiene en mente la vuelta a una alianza Republicano-socialista como la realizada en el primer bienio. Aprovecha su popularidad y las tensiones dentro del ejecutivo entre el Partido Radical y la CEDA, así como la cada vez más creciente desunión de las derechas en general, para materializar su proyecto. Azaña se acaba de convertir en un “mártir” de la política española, juega muy bien sus cartas y aprovecha el momento. Azaña es ya un “símbolo” para la izquierda en general. Es recomendable leer sus memorias para darse cuenta de la visión que tiene de sus correligionarios y el alto concepto que tiene de sí mismo.

			Manuel Azaña ha gozado de “cierto” prestigio, con aire de intelectual y a menudo presentado como un gran estadista más teórico que practico. Es justo reconocer que algunos de sus escritos son brillantes, sobre todo los que hacen referencia al análisis que el propio Azaña hace sobre los políticos de su tiempo, a los que no deja bien parados, sobre todo cuando se refiere a sus más cercanos colaboradores dentro del Frente Popular a los que califica de “botarates”. De aquí, a presentarnos a Azaña como un “demócrata ejemplar” va un abismo. Azaña es un intelectual de su tiempo, se considera muy por encima de todos los que le rodean, con una inteligencia superior al resto, y subestimando a las clases populares que piensa que deben estar a su servicio. Azaña alimento a la bestia en el plano teórico pensado que ejercía cierto control sobre ellas a las que previamente “había calentado” y posteriormente armado.

			Azaña, además de detestar a las clases populares, entendía que la democracia era válida siempre que gobernara él y los suyos, y así lo demostró después de la victoria de las derechas en las elecciones de 1933. No soporto la idea de verse apartado del poder, y desde ese mismo instante se puso a conspirar. Entendía que la república era patrimonio de las izquierdas, y ese detalle, es posiblemente el mayor enemigo de que hoy en España el modelo Republicano sea mayoritariamente rechazado. Azaña conspiro contra la propia república, cuando los resultados electorales le fueron adversos y considerarle un demócrata es un insulto a la inteligencia.

			Al multitudinario mitin en el Campo de Mestalla en Valencia, se le deben sumar otros dos más, no menos importantes, el de Baracaldo el 14 de julio y el de Carabanchel en Madrid el 20 de octubre. En abril de 1935 ya se había alcanzado un pacto de “Conjunción Republicana”, con anterioridad, Manuel Azaña había fundado un nuevo partido al que llamaría Izquierda Republicana, como resultado de la alianza con varios partidos Republicanos menores. Por su parte, la escisión más importante del Partido Radical era la liderada por Diego Martínez Barrios, la denominada Unión Republicana. La excusa del nacimiento de esta organización política era la supuesta derechización del Partido Radical, por el acercamiento con la CEDA. Debió entender Martínez Barrios que ser de centro es aliarse con la izquierda, pero nunca con la derecha. 

			La organización comandada por Manuel Azaña (Izquierda Republicana), como la dirigida por Diego Martínez Barrios (Unión Republicana), forman ya en 1935, el embrión del Frente Popular. Ahora Azaña intentara lo mismos con los socialistas del PSOE, en lo que sería una “Conjunción Social- Republicana”. Las izquierdas, después de estrepitosa derrota de 1933, entienden la lección y progresan hacia su unión. Las derechas, después de su incontestable victoria electoral, tienden a disgregarse.

			Ya en 1934, Manuel Azaña había conseguido la adhesión a su futuro proyecto del Partido Radical-Socialista Independiente de Marcelino Domingo y de la ORGA de Santiago Casares Quiroga, ahora también tenía a la Unión Republicana de Diego Martínez Barrios y al Partido Nacional Republicano de Felipe Sánchez-Román.

			Para concluir su proyecto, Manuel Azaña ofrece en noviembre de 1935, la posibilidad de una coalición electoral al PSOE. Dentro de la organización socialista, una vez desaparecida toda influencia del moderado Julián Besteiro, se encuentran dos tendencias, la encabezada por Indalecio Prieto, favorable al acuerdo con los Republicanos de izquierda, y la encabezada por Largo Caballero, más reticente a llegar a acuerdos con los que considera pequeños burgueses. Largo Caballero accedería a formar parte de la coalición, siempre y cuando también participara el Partido Comunista de España, lo que motivo la salida de la Conjunción Republicana de Sánchez-Román. Entre el Partido Socialista y los comunistas del PCE, se había producido a su vez un acercamiento, toda vez que Moscú había cambiado de estrategia respecto a los socialistas y otro tipo de alianzas estratégicas como medio para alcanzar el poder.

			Esta cuestión de vital importancia, la explica sobradamente Pio Moa en su libro “por qué el Frente Popular perdió la Guerra Civil. Causas y consecuencias histórica”, cuando nos dice “en aquel año de 1935, entre julio y agosto, tuvo lugar en Moscú el VII Congreso de la Internacional Comunista, que decidió un cambio general de estrategia con vistas a la revolución mundial. Anteriormente la línea de la Komintern había buscado el choque del proletariado con todos los burgueses, incluidos sus agentes socialistas (social fascistas). Pero a raíz de la toma del poder por Hitler en Alemania, la nueva orientación buscó reunir fuerzas más amplias posibles, con partidos pequeñoburgueses y socialdemócratas, sobre la base unitaria de oposición radical al fascismo, especialmente al alemán. Ese cambio fue la política de frentes populares. En ellos los comunistas mantendrían acción flexible, sin declarar finalidad socialista, para atraer a toda clase de partidos. Pero en dichos frentes los comunistas desempeñarían el papel más activo e irían conquistando la dirección, para orientarlo progresivamente o por fases hacia el socialismo, concebido como un régimen similar o afín al soviético”.

			Esta nueva consigna de Stalin de formar “frentes antifascistas”, es lo que conduce a los socialistas del PSOE a firmar el pacto de coalición electoral con los Republicanos de izquierda, el 15 de enero de 1936. El PSOE firmo este acuerdo también en nombre del PCE y de otras formaciones obreras menores como el POUM de Andrés Nin o el Partido Sindicalista de Ángel Pestaña. A pesar de que, en el documento de acuerdo electoral, en ningún momento se mencionaba el nombre de Frente Popular, sin embargo, este fue rápidamente acuñado, como muestra de la creciente influencia marxista dentro de la coalición, y en contra del criterio de Manuel Azaña, que nunca le gusto el nombre. A la mayoría de las organizaciones firmantes, solo les unía el deseo de despojar a la derecha del poder, una visión cortoplacista, con intereses divergentes o incluso opuestos. Posiblemente fuera el Partido Comunista el que tenía la estrategia más clara de cuáles eran sus verdaderos intereses, motivo por el cual, a partir de la sublevación de julio del 36, serían los que llevarían la voz cantante y el peso de la guerra.

			El acuerdo contenía un programa de coalición genérico, que en resumen era el programa electoral de los Republicanos de izquierda, solo mencionando las aspiraciones de las fuerzas obreras que eran discrepantes con los Republicanos de izquierda. Entre los puntos fundamentales del acuerdo, destaca la concesión de una amnistía generalizada para los delitos “políticos y sociales”, incluyendo la liberación de todos los detenidos y condenados en la “Revolución de Octubre”, muchos de ellos con gravísimos delitos de sangre, otro de los principales puntos es el que hacía mención a la continuidad de las reformas emprendías durante el primer bienio, y como no, la reanudación de todos los procesos de autonomía de las regiones que habían quedado en suspenso, y que además llevaba aparejada la reforma del Tribunal de Garantías Constitucionales. Este punto concito las simpatías de los separatistas, que rápidamente, darían su visto bueno al acuerdo.

			Como nos recuerda Pio Moa “de hecho o de derecho, el Frente Popular llego a aglutinar a toda la izquierda y los separatistas, incluidos los muy derechistas y católicos vascos del PNV. Solo el PCE pudo conseguir esa unidad, por precaria que fuese, durante casi tres años. Con cualquier otro partido se habría deshecho enseguida, con toda probabilidad, y la lucha habría terminado mucho antes y de la misma forma en lo esencial. Y por eso puede hablarse del Frente Popular como un nuevo régimen, aunque finalmente no llegara a consolidarse”.

			La idea inicial del acuerdo es que, en caso de ganar las elecciones, el gobierno estaría formado única y exclusivamente por Republicanos de izquierda, siendo los partidos obreristas o marxistas los que darían estabilidad parlamentaria en las Cortes. Con lo cual, el acuerdo sería circunstancial y limitado en el tiempo, no teniendo voluntad las partes de ir más allá del objetivo primario de desalojar a la derecha del poder.

		


		
			Gobierno del Frente Popular: febrero a julio 1936

			Como ya hemos adelantado, las Cortes españolas quedaron disueltas el 7 de enero de 1936, después de que el Presidente de la República Niceto Alcalá-Zamora, se negara a que José María Gil Robles formara un nuevo gobierno. Se convocaron elecciones generales anticipadas que deberían celebrarse en primera vuelta el 16 de febrero y en segunda vuelta el 1 de marzo. La campaña electoral se desarrolla en un ambiente de gran tensión y extremadamente polarizada. 

			Con la situación política del país completamente enrarecida y en una situación de no retorno, se celebraron las terceras elecciones generales desde la proclamación de la segunda república. Las fuerzas políticas que se presentarían, en realidad no eran muy distintas a las de dos años antes. Como hemos tenido la ocasión de ver, la izquierda se unió tácticamente en un frente común ideado por Manuel Azaña, para emular al acierto de la CEDA en 1933. La izquierda concurre en bloque mediante la coalición de Frente Popular, en la que participaban desde el PSOE hasta la Unión Republicana y desde el Partido Comunista hasta los separatistas catalanes de ERC. Lo de menos era, el mutuo entendimiento, y lo importante, el apoyo para el triunfo electoral. Su programa podía resumirse en la destrucción de España: amnistía para los golpistas y asesinos de la revolución de octubre, la derogación de todas las medidas aplicadas por el anterior gobierno de radicales y cedistas, reanudación del proceso autonómico e imposición cultural, social, económica y política de su ideario socialista y marxista. La CNT optó por no integrarse en el Frente Popular y aunque solicitó la abstención a sus bases, estas mayoritariamente optarían por apoyar al Frente Popular. Por el contrario, la derecha fue incapaz de agruparse en un bloque sólido y se presentaría dividida por la táctica dilatoria de la CEDA, que tendía a perder sus elementos monárquicos a favor de otras formaciones. Las derechas solo conseguirían cuajar algunos acuerdos y alianzas locales, pero no llegando nunca a un gran pacto nacional. El Partido Radical estaba desaparecido, después de sus innumerables escándalos. Varios partidos organizaron el Frente Nacional Contrarrevolucionario, pero no consiguieron dar la imagen de cohesión, que sin embargo habían ofrecido en las generales de 1933. Empezaban a cobrar fuerza otras organizaciones políticas, algunas tan antiguas como el tradicionalismo, organizados en torno al Requeté y otros movimientos de nuevo cuño, juveniles y activistas, como la Falange Española, fundada en 1933 por José Antonio Primo de Rivera, hijo del militar Miguel Primo de Rivera, jefe de gobierno con Alfonso XIII y que sería ejecutado, después de una pantomima de juicio, el 20 de noviembre de 1936, a la edad de 33 años, o las JONS de Onésimo Redondo, con un amplio sentido social y que se fusionarían poco después dando lugar a Falange Española de la JONS. Lo cierto, es que todos los fundadores primigenios de ambas formaciones serian asesinados en los primeros días de la guerra civil. Incluso hubo una intentona de que dirigentes Falangistas se integraran en las listas de la CEDA, pero al final no se llegaría a ningún acuerdo, pues la CEDA considerable inaceptables las condiciones de Falange de incluir a ocho de sus miembros entre los puestos de salida, así de esta manera haber obtenido inmunidad parlamentaria, cuestión fundamental, pues meses después, la Falange seria ilegalizada y José Antonio Primo de Rivera encarcelado, de donde no volvería a salir con vida.

			Campaña electoral

			José María Gil Robles, ante la expectativa de un triunfo electoral del Frente Popular, sondeo a varios militares, sobre todo a Francisco Franco, que en ese momento era el Jefe del Estado Mayor Central, para comunicarles “que no deseaba promover un pronunciamiento dadas sus convicciones democráticas”, pero que no se opondría a un pronunciamiento del ejercito si “agrupado en torno a mandos naturales” opinara “que debe ocupar transitoriamente el poder con objeto de que se salve el espíritu de la Constitución y se evite un fraude gigantesco de signo revolucionario”. Nos cuenta el historiador Ricardo de la Cierva, como es el líder del Bloque Nacional, José Calvo Sotelo, quien “conmino entonces a los generales Franco, Fanjul y Goded, para que diesen ese golpe de Estado que sugería el jefe de la CEDA. A la reunión mantenida por estos generales, se sumaría el recién ascendido general Varela. Al final se impondría el criterio del general Franco, que se negaría en rotundo en participar en cualquier intentona golpista, convenciendo al resto de sus compañeros y así se lo comunicaron al propio Gil Robles, los generales Fanjul y Varela. Franco, de forma acertada, consideraba que el Ejército no estaba lo suficientemente unido para afrontar semejante reto. Curiosamente, sería el asesinato de José Calvo Sotelo, el 13 de julio del 36, la principal motivación que impulsaría a Franco a sumarse al alzamiento del 18 de julio, apenas cinco días después del crimen de Calvo Sotelo.

			El 14 de diciembre de 1935, el Presidente de la República Niceto Alcalá-Zamora, nombra como Presidente de Gobierno al ex ministro de Alfonso XIII y miembro destacado de la masonería, Manuel Pórtela Valladares, cargo que ocuparía hasta el 19 de febrero de 1936. Tanto Pórtela Valladares como Alcalá-Zamora, intentaron la creación de un partido de centro, el Partido Centrista Democrático, que viniera a ocupar el espacio del desacreditado Partido Radical, partido que como ya sabemos, no contaba con el respaldo parlamentario de la derecha. A pesar de ello y de la negativa de Alcalá Zamora de que Gil Robles forme gobierno, el 31 de diciembre se produce una nueva crisis ministerial, pero el Presidente de la República, vuelve a encargar la formación de gobierno otra vez, a Pórtela Valladares, el cual, de mutuo acuerdo con el Presidente de la República, el 7 de enero de 1936, firma la disolución de la cortes y la convocatoria electoral. Valladares y Alcalá-Zamora provocan el adelanto electoral, con la vaga ilusión de sacar rédito político, sin ser plenamente conscientes de que no gozaban de prestigio alguno entre la ciudadanía, de un lado, las izquierdas les despreciaban, y de otro, las derechas les consideraba culpables de la situación de ingobernabilidad que reinaba en el país. Pensaban que podían convertirse en los árbitros de la situación política, aunque preferían un triunfo de la izquierda. No tenían ninguna duda de que, en esta ocasión, las derechas les despojarían del poder, mientras que las izquierdas les estarían agradecidas, pues de producirse un triunfo, seria gracias a ellos que habían convocado las elecciones en el momento más favorable para el Frente Popular.

			Pórtela Valladares en sus memorias, nos recuerda como Alcalá-Zamora “Temía sobre todo a las derechas y trataba de favorecer a las izquierdas”. El propio Alcalá-Zamora reconocería con posterioridad como voto a algunos candidatos del Frente Popular, para lo que él consideraba equilibrar la balanza.

			La campaña electoral fue cualquier cosa menos una exposición de ideas a los electores, además, siendo puristas la campaña electoral ya llevaba varios meses en curso, mucho antes de la propia disolución de las cortes. Desde el primer momento, los matones simpatizantes con la coalición de izquierdas se dedicaron a intimidar y agredir a los partidos de la derecha y de corte patriótico que concurrían a las elecciones. En esas condiciones, la CEDA, Renovación Española o la Falange no pudieron realizar su propaganda y actos con normalidad. Quienes sí disfrutaron de ese derecho fueron los miembros del Frente Popular, que desplegaron toda su fuerza de propaganda y coacción. 

			Aun siendo visibles los desacuerdos dentro del pacto del Frente Popular, estos actuaron en campaña de forma unitaria, guardando sus graves diferencias para más adelante. El propio Manuel Azaña reconocería posteriormente que aquello era “un pacto explosivo y destinado fatalmente a la explosión”, sobre todo, teniendo en cuenta que en lo único que se habían puesto de acuerdo es en formar un gobierno exclusivamente de miembros Republicanos, con el apoyo parlamentario de los grupos marxistas, grupos que, por otro lado, lo que reclamaban, chocaba frontalmente contra los Republicanos de izquierda. Entre las exigencias del PSOE y PCE, así como de las otras organizaciones revolucionarias, estaba la nacionalización de la Banca, la nacionalización de la tierra y el control obrero de la industria, en definitiva, era la implantación en España del modelo soviético.

			La ruptura entre las derechas se agrava por momentos. Los Carlistas están partidos en dos, los partidarios de Fal Conde, que quieren un carlismo independiente y los de aquellos que desean concurrir integrados dentro del Bloque Nacional de Calvo Sotelo, imponiéndose al final las tesis del primero. La Falange se siente traicionada y sobre todo abandonada, y concurre únicamente en algunas circunscripciones aisladas, el PNV, que en las elecciones de 31 había votado junto con las derechas, en las elecciones del 33 se presentaría de forma independiente, pero apoyando a la CEDA, en estas últimas del 36, de forma incomprensible, se acercan al Frente Popular. Peso más su carácter nacionalista, su separatismo, que su catolicismo y su mentalidad burguesa. Aunque no se integrarían dentro del Frente Popular, ayudarían a estos en los recuentos de las actas, además, debieron de ver más claro, para su anhelos de independencia, la izquierda se lo pondría más fácil. Su líder José Antonio Aguirre afirmaría en debate parlamentario del 5 de diciembre de 1935 “Dije en las Cortes Constituyentes y repito ahora que soy nacionalista vasco y por tanto proclamo la nacionalidad vasca, Euskadi, con soberanía sobre sus propios destinos”. Mientras que el líder de Renovación Española, que representaba la derecha monárquica, había proclamado en San Sebastián el 5 de noviembre de 1935 “Yo digo, entre una España roja y una España rota, prefiero la primera”.

			Los continuos enfrentamientos y atentados hicieron imposible que la campaña se desarrollara con normalidad. Largo Caballero presagiaba ya el 25 de enero en Alicante, en un mitin en plena campaña electoral “Si triunfan las derechas no habrá más remisión; tendremos que ir a la guerra civil declarada. No se hagan ilusiones las derechas, ni digan que esto son amenazas: son advertencias. Ya saben que nosotros no decimos las cosas por decirlas; lo decimos porque llevamos dentro del corazón y el cerebro el propósito de hacerlo”. No era la primera vez que Largo Caballero se manifestaba en esos términos, también había afirmado “Prometemos, ante el proletariado español y del mundo entero, reivindicar la memoria de los que cayeron (revolución del 34), vengarlos”, también “llamo a la clase obrera a adueñarse del poder político, convencida de que la democracia liberal es incompatible con el socialismo”, igualmente amenazo con llenar nuevamente las cárceles, pero esta vez de derechistas.

			En la misma línea se manifestó el PCE en innumerables ocasiones, en boca de Jesús Hernández, delegado en la VII congreso de la Internacional Comunista: “Nosotros siempre hemos aspirado a formar un partido único, que no tenga nada que ver directa o indirectamente con las fuerzas de la burguesía, un partido que adopte como norma en su lucha la insurrección armada para la conquista del poder y la instauración de la dictadura del proletariado”. Por su parte, los anarquistas amenazaban “La suerte del pueblo Español no se decidirá en las urnas sino en la calle. La calle es lo vivo y lo palpitante”, aunque sentían un enorme desprecio por la democracia, y en contra de la opinión de sus jefes, las masas obreras anarquistas, votarían mayoritariamente a la coalición de Izquierdas. Por su parte, Manuel Azaña líder de la coalición de izquierda, también mantenía una actitud política poco democrática y en ocasiones ambigua. Consideraba a la República como algo suyo, donde no cabía la derecha, a la que calificaba de reaccionaria y fascista. Azaña identificaba siempre a sus enemigos políticos, como enemigos de la República, como “enemigos del pueblo y la libertad”. Sin tener en cuenta que “esos enemigos de la República” a los que se refiere Azaña, son en realidad los que habían acudido en su auxilio y se habían mantenido leales a la misma.

			En Cataluña, Ezquerra Republicana atacaba sin compasión a la derecha regionalista dirigida por Cambo, que mostraba un tono inusualmente moderado, centrando toda su campaña alrededor de la figura del encarcelado Luis Companys y solicitando la vuelta a la “normalidad o restablecimiento constitucional”. Es curioso observar como para los separatistas catalanes, volver a la normalidad constitucional, consistía en ensalzar y liberar a aquel que había puesto en riesgo la misma constitución y la propia unidad de España.

			Toda la campaña electoral de la izquierda, giro en torno a la idea de una amnistía para los culpables de la sublevación de 34, que tantos centenares de vidas había costado, dando la sensación, de premiar a los culpables e incluso a los asesinos, a los cuales se nos presentaba como una suerte de aventureros y luchadores por los derechos de los más desfavorecidos. Manuel Azaña no quiso o no pudo ver, la creciente influencia del Partido Comunista dentro de la coalición que el lideraba y su paulatina bolchevización. Dentro de la coalición, Azaña era su principal dirigente y cabeza visible, pero carecía de una organización fuerte y organizada que le respaldase, lo contrario que sucedía con el PSOE. A todas luces, sería una “quimera” un gobierno exclusivamente formado por Republicanos, con el apoyo externo de los marxistas socialistas y comunistas. Poco tardarían en cobrarse su pieza y solicitar su parte del botín e incluso de imponer sus deseos. Los socialistas entendían el acuerdo con los Republicanos de izquierda como una estrategia, un tema coyuntural más como un medio, que como una finalidad en sí misma. Largo Caballero lo dejaba muy claro el 12 de enero, en el primer mitin que ofreció, “Antes de la República, nuestro deber era traer la República; pero, establecido este régimen, nuestro deber es traer el socialismo. Y cuando hablamos de socialismo, hay que hablar de socialismo marxista, de socialismo revolucionario con todas sus consecuencias. El programa común con los Republicanos no nos satisface. Después del triunfo, y libres de toda clase de compromisos, nosotros seguiremos nuestro camino”. A nadie escapa que Manuel Azaña seria la marioneta de Largo Caballero, que sería realmente el que manejaría los hilos de la coalición y del futuro gobierno. La coalición de izquierdas, ya conocida como Frente Popular, se formalizaría el 15 de enero. 

			En las derechas y como ya hemos analizado, aun considerando como imprescindible una gran alianza, esta no fue posible. El enfrentamiento cada vez más abierto entre José María Gil Robles y José Calvo Sotelo, así como las discrepancias entre las formaciones que ambos lideraban, no hicieron posible un gran acuerdo, aunque si llegaron a pactos superficiales, pero sin proyección de futuro. Tampoco era posible en esta ocasión un acuerdo con el centro, en concreto con la nueva formación fundada por Pórtela Valladares. Gil Robles entendía la creación de este nuevo partido como un ataque directo a la CEDA para “robarles” electores y favorecer de esta manera a la izquierda. En definitiva, no llego a consolidarse un gran bloque conservador, excepto en Cataluña, donde las derechas se presentaron bajo el Frente Catalán de Orden. 

			Con este violento panorama, y tras una cadena de amenazas y abusos, nada tiene de extraño que líderes como José Antonio Primo de Rivera o el propio José Calvo Sotelo, cada vez se sintieran más alejados del modelo democrático, al entender que la izquierda les estaba excluyendo de facto de la vida política española. El tiempo les daría la razón a ambos. La República ya no era una cosa de todos, seguramente, nunca lo había sido. La izquierda se apoderaría del régimen para acabar finiquitándolo, para darle su golpe mortal definitivo.

			José Calvo Sotelo en su discurso del 12 de febrero, a cuatro días de los comicios, afirma “Ya no existe la legalidad Republicana y por eso la insurrección contra el régimen es lícita”.

			Una España profundamente dividida y que ha dado señales de no respetar el resultado electoral, sea este el que fuera, acude a las elecciones el domingo 16 de febrero de 1936. Como bien nos dice de nuevo el historiador Ricardo de la Cierva, “Eran unas elecciones para una guerra civil; ninguno de los dos bloques enfrentados declaraba formalmente que respetaría el resultado electoral, el centro capaz de amortiguar el choque se había desvanecido en los escándalos o en la inoperancia y los líderes más característicos o bien declaraban que no acatarían el resultado de las elecciones o bien se proclamaban demócratas, pero de hecho estaban dispuestos a no aceptar la victoria del enemiga”.

			Jornada y resultado electoral: La fraudulenta victoria del Frente Popular

			El domingo 16 de febrero, la práctica totalidad de las fuerzas de Orden Público habían tomado las calles para evitar incidentes. La jornada trascurriría con relativa calma, el incidente más grave se produciría en Asturias con el asesinato de un militante falangista acuchillado. En la noche se empezaron a conocer los primeros resultados, que por el momento, indicaban una ventaja de las candidaturas de izquierda, y al igual que había sucedido el 14 de Abril de 1931, con la proclamación de la República, la muchedumbre empezó a tomar las calles de Madrid y de otras capitales, sin esperar resultados definitivos y solicitando la inmediata liberación de los presos involucrados en los sucesos de octubre del 34 y la reposición de aquellos ayuntamientos que habían colaborado con la intentona revolucionaria. Se atacaron las sedes políticas de los partidos de derechas, y empezó el hostigamiento a los líderes y militantes de las formaciones conservadoras. La jornada concluiría con gravísimos altercados y con la inhibición de las autoridades gubernamentales, entre ella, la de los gobernadores civiles.

			Las izquierdas, temerosas de que el resultado electoral no fuera el esperado, habían diseñado un plan de alteración del resultado electoral, y una de las cuestiones fundamentales de su estrategia, estaba el de adelantarse a los acontecimientos y el de ejecutar una política de hechos consumados.

			Las primeras impresiones que se tenía, es que las izquierdas podrían haber obtenido cerca de 200 escaños, frete a los 150 de la derecha. El parlamento estaba constituido por 473 diputados, lo que venía a significar que la izquierda necesitaba al menos 40 escaños para alcanzar la mayoría absoluta.

			En la madrugada del 16 al 17 de febrero, Gil-Robles, temeroso del cariz que estaban tomando los acontecimientos por parte de la izquierda, apoderándose de las calles y provocando muy serios incidentes, donde incluso en algunos lugares, la muchedumbre descontrolada, estaba apoderándose de las actas y de las urnas, como reconocería el propio Manuel Azaña en carta enviada a su cuñado Rivas Cherif que le decía: “Los gobernadores de Pórtela habían huido casi todos. Nadie mandaba en ninguna parte y empezaron los motines”, visito al Jefe del Gobierno Pórtela Valladares, y le pidió tomar medidas para controlar la situación. Gil Robles se encontró a un Pórtela Valladares “noqueado”, paralizado y sin querer tomar ninguna medida efectiva. A reglón seguido, se comunicó con el general Franco, responsable del Estado Mayor Central, el cual pediría al Consejo de Ministros del día siguiente, la declaración del estado de guerra. El Presidente de la República, se negó a declarar el estado de guerra, pero si aceptase el estado de alarma. Esa misma noche del 16 de febrero, y sin más datos que los provisionales que se tenían, Pórtela Valladares, por su cuenta y riesgo, entendió que la victoria del Frente Popular era incontestable, cosa que estaba muy lejos de ser cierta. Pórtela Valladares estaba hundido y derrumbado, política y anímicamente. Lo único que estaba claro en esa larga y oscura noche electoral, es que su partido había fracasado.

			El propio Alcalá-Zamora reconocería más adelante: “Algunos Gobernadores Civiles dimitieron. A instigación de dirigentes irresponsables, la muchedumbre se apodero de los documentos electorales: en muchas localidades los resultados pudieron ser falsificados”.

			Los incidentes se intensificaron y de lo que ya no cabe ninguna duda, es que la muchedumbre del Frente Popular, secuestraria infinidad de urnas y luego amañarían las actas como les vino en gana. Gil Robles reconocería los 200 diputados del Frente Popular, a costa de robarles por coacciones y amenazas, unas 35 actas. El Frente Popular estaba lejos de la mayoría, motivo por el cual, en segunda vuelta, intensificarían los ataques y las agresiones, en alguna circunscripción, o bien se amaño la votación, o ni siquiera llegaría a celebrarse. En el debate de la comisión de actas se consumó el fraude, donde la mayoría “ficticia “obtenida por el Frente Popular, impondría su criterio. En cualquier caso, la CEDA aceptaría con demasiada prontitud su derrota, a pesar de que todas las evidencias indicaban lo contrario, lo que en palabras de Pio Moa “Daria a los comentaristas de izquierda un arma poderosa para sostener la legitimidad de aquellas urnas. Sea como fuese, el empate en votos se tradujo en una fuerte mayoría izquierdista en diputados. Esto también pone en duda la validez de los comicios, pero en principio lo hacía posible la ley electoral: como bastaba una ventaja insignificante en votos para lograr una ventaja aplastante en diputados, si un partido obtenía gran superioridad en algunas circunscripciones, pero perdía por poco en la mayoría de ellas, podía quedar en las cortes muy por debajo de sus contrarios, incluso si en el cómputo general del país los ganadores resultaban menos votados”.

			A pesar de que las evidencias de fraude eran más que notables, no fue hasta hace relativamente poco, cuando esas evidencias quedaron sobradamente demostradas en el trabajo realizado por los historiadores Manuel Álvarez Tardío y Roberto Villa, en su libro 1936, Fraude y violencia en las elecciones del Frente Popular (ediciones Espasa). Los autores explican cómo se trató de un fraude localizado, no un pucherazo, en el que hicieron bascular unos pocos miles de votos en ciertas provincias para aumentar la mayoría. Si a eso se le añadimos los despojos realizados por la Comisión de Actas, más los robos de Granada y Cuenca, obtenemos la abrumadora mayoría absoluta del Frente Popular que nunca se produjo. Es cierto que el Frente Popular pudo ganar las elecciones, es decir, ser la opción más votada y posiblemente con más escaños, debido entre otros factores, a la movilización del voto anarquista en varias provincias como Zaragoza, Sevilla y sobre todo Barcelona, donde las izquierdas se impusieron de manera rotunda a la coalición liderada por Cambo, a pesar del moderado y conciliador lenguaje que Cambo había utilizado en la campaña y que al final se mostró de todo punto inútil, pero con toda seguridad, no habría obtenido ni mucho menos, una ventaja tan amplia sobre las derechas y en centro, sino hubieran llevado a cabo esas fraudulentas maniobras.

			Tanto Manuel Álvarez Tardío como Roberto Villa, encuentran las actas manipuladas que determinaron el número de escaños en los comicios ganados por el Frente Popular, también reconocen que el número de votos fueron pocos los manipulados, pero muy determinantes. En su obra nos dicen que “Aquel 16 de febrero se prolongó durante cuatro días. Los españoles consideraron las Elecciones Generales que determinaron la victoria del Frente Popular como unos comicios a vida o muerte”. En su trabajo reconstruyen “minuto a minuto” lo que paso en esos cuatro días, entre la votación y el recuento. Si en el trabajo realizado por Javier Tusell a finales de los sesenta hablaba de 263 escaños para la izquierda, 156 para la derecha y 54 para el centro en primera vuelta, ese estudio estaba muy limitado por las fuentes a las que Tusel había tenido acceso, como así reconocen los autores de la obra. Ellos sin embargo acudieron a fuentes primarias y datos digitalizados, accedieron al Archivo del Congreso, al de la Fundación Pablo Iglesias y al Archivo de Salamanca. Los autores denuncian el clima de radicalización política durante la campaña electoral, los diferentes tipos de discurso, la formación de candidaturas y reconstruyen la votación y el escrutinio. Tenemos que recordar que la importancia de los trabajos elaborados por Manuel Álvarez Tardío y Roberto Villa, radica precisamente en que los resultados oficiales a nivel nacional, no se han conocido hasta ahora y es gracias a su obra. En entrevista concedida a “El Español”, los autores afirman que la motivación de su investigación viene después de analizar el dietario de Alcalá-Zamora, el cual habla de fraude. Es cierto que ya se sabía del fraude en ciudades como La Coruña y Cáceres, “pero con solo esos votos la mayoría no cambiaba”. También aparecieron casos en Tenerife, Las Palmas, Lugo, Pontevedra, Valencia, Jaén, Murcia y Málaga “donde no hay duda de que ganan las izquierdas, pero el escaño de las minorías debería haber pertenecido a la CEDA y no al PSOE”. No hablan de pucherazo, pues no fue una cuestión generalizada, hablan de fraude, de una falsificación poselectoral, “sobre la documentación hecha sobre las mesas”. “Hay una falsificación electoral urdida la noche anterior a la reunión de la Junta Provincial en algunas provincias”. Por tanto, estaríamos hablando de un fraude localizado, más que generalizado, pero lo suficientemente importante, para que se produjera el vuelco electoral.

			Los autores demuestran cómo el 19 de febrero, en cuatro provincias como son La Coruña, Lugo, Tenerife y Cáceres, se arrebata el poder a las derechas, siendo lo importante no el número de votos, si no el reparto de escaños. Ambos historiadores nos hablan de que la manipulación de forma aproximada afectaría a unos 150.000 votos, sobre los más de 8.000.000 de sufragios emitidos, pero que fueros suficientes y determinantes, pues el resultado estaba muy igualado. En Cáceres el fraude fue de 10.000 votos, en Jaén, si resultabas ser el partido más votado te llevabas 10 escaños y si perdías te asignaban 3, lo que venía a significar que, manipulando unas cuantas actas, eran suficientes para otorgarte una mayoría que no habías obtenido, y, por último, reconocen que el fraude no se debió a una cuestión espontanea, este venia impulsado desde las provincias. Es una dinámica que se repitió en muchos sitios: “Empezaron celebrando y acabaron asaltando gobernación civil. Son las 26 primeras horas de Azaña antes de la reunión de la Junta del Censo. La iniciativa la llevan las autoridades provinciales. El día 19, cuando Manuel Azaña accede al poder, el Frente Popular y las derechas no tienen mayoría parlamentaria, la cosa está muy abierta. Si el Frente Popular consigue la mayoría final fue gracias a la manipulación”.

			Los días 17 y 18 de febrero, la violencia y la intimidación por parte de la izquierda se intensifican, los disturbios continúan, y los dirigentes del Frente Popular alientan estas revueltas y esas movilizaciones con carácter intimidatorio. La dirigente comunista, Dolores Ibárruri, “La Pasionaria”, se presenta en Oviedo con la intención de liberar a los presos de 34 “Con la bandera de la libertad de los presos nos han votado Asturias y tenemos la obligación, con normas jurídicas o sin ellas, de devolver la libertad a los presos”. Y por supuesto, esa liberación se produjo sin las normas jurídicas. Los responsables de la prisión abrieron las cárceles, liberando tanto a presos comunes, como a los involucrados en los sucesos de octubre del 34, una imagen que además se repetiría en varias ciudades de España.

			Por si faltaba algo, al caos reinante, se le suma ahora la dimisión del Presidente del Gobierno, Pórtela Valladares, que ni siquiera espero a la celebración de la segunda vuelta electoral para presentar su dimisión ante el Presidente de la República Niceto Alcalá-Zamora el día 19 de febrero. Ese mismo día y en una improvisada ceremonia, Valladares entrega el poder a Manuel Azaña en presencia de Martínez Barrios y los generales Pozas y Núñez de Prados. Como nos dice Pio Moa, seria este último general, Núñez de Prados quien le indicaría al dirigente socialista Juan Simeón Vidarte “Parecía una ceremonia masónica. El Gran Maestre de la Gran Logia da posesión a su sucesor delante del Gran Oriente español y en presencia de dos generales masones: el gobierno parece haber nacido bajo nuestros auspicios”.

			Pórtela Valladares abandona el poder, asustado por las revueltas callejeras y en pleno recuento, cediendo el poder a Manuel Azaña que de esta manera se convertiría en juez y parte, pues supervisaría el recuento final de actas, además de presidir el gobierno de cara a la segunda vuelta que se deberá celebrar el 1 de marzo. Una segunda vuelta presidida por la incertidumbre y la inseguridad jurídica. Sin esperar a la celebración de la segunda vuelta, Manuel Azaña, líder de la coalición de izquierdas, anunció el triunfo del Frente Popular y declaró que iba a formar gobierno, aplicando una estrategia de hechos consumados ante la que nadie se opuso con firmeza. No había vuelta atrás, el Frente Popular no estaba dispuesto a ceder ni una sola provincia. En Granada había ganado la derecha, el Frente Popular protesto por “fraude” y sin prueba alguna se anularon los resultados, algo similar pasaría también en Cuenca, donde se debían celebrar nuevos comicios el 3 de mayo.

			Ricardo de la Cierva sostiene “Las elecciones del Frente Popular y el gobierno que nació de ellas son históricamente invalidas, ilegales y fraudulentas. En el debate de la comisión de Actas, presidida sectariamente por el socialista Indalecio Prieto, que contó con la absurda colaboración del Partido Nacionalista Vasco, se consumó, pues, el fraude electoral. Se atribuyeron por fin al Frente Popular 279 diputados, a los que restando las cincuenta actas arrebatadas en total a las derechas resultarían 229, sin alcanzar la mayoría absoluta de 237”.

			Es complicado conocer exactamente cuántos votos obtuvieron cada partido, ya que nunca se publicaron los datos oficiales. La excusa era el complejo sistema de listas abiertas. Lo que, si sabemos, es que uno y otro bloque recibieron similar número de apoyos. El recuento oficial otorgo a las izquierdas agrupadas en torno al Frente Popular, una mayoría parlamentaria cercana al 60%, sin embargo, no obtuvieron el 50% en cuanto a voto directo se refiere. La dimisión de Pórtela Valladares el 19 de febrero, llevaría al Presidente de la República Niceto Alcalá Zamora, a adelantar el nombramiento del líder de las izquierdas Manuel Azaña, como Presidente del Consejo de Ministros, sin ni siquiera haberse celebrado lo segunda vuelta.

			La participación supero el 73%, siendo las elecciones dentro de la II República que registro la participación más alta, dentro de las tres elecciones generales que se celebraron.

			La segunda vuelta se celebró en aquellos sitios donde la lista más votada había recibido menos del 40%, como en Soria, Castellón, Vizcaya, Guipúzcoa y Álava. En Cuenca y Granada se repetirían el 3 de mayo, después de la impugnación por parte del Frente Popular, que declararía nulas esas votaciones el 3 de marzo y que como hemos visto, no estaban “dispuestos a permitir que se les pudiera escapar ningún escaño”. El 3 de abril, habían quedado constituidas las Cortes, con 21 puestos vacantes. En Granada, ante el atropello y lo escandaloso de la situación, las derechas se retiraron en bloque y en Cuenca, como era de esperar, se registró un triunfo del Frente Popular. Con todas estas “incidencias”, y después de la “intervención” de la Comisión de Actas, la composición del Parlamento quedaría de la siguiente manera: 472 diputados1.

			—PSOE: 99 escaños. 20,9%.

			—CEDA: 88 escaños. 18,6%.

			—IR: 87 escaños. 18,4%. (Izquierda Republicana).

			—UR: 37 escaños. 7,8%. (Unión Republicana).

			—ERC: 21 escaños. 4,4%. (Ezquerra Republicana de Catalunya).

			—PCE: 17 escaños. 3,5%. (Partido Comunista de España).

			—PCD: 17 escaños. 3,5%. (Partido de Centro Democrático).

			—RE: 12 escaños. 2,5%. (Renovación Española).

			—Liga Catalana: 12 escaños. 2,5%. 

			—Parido Agrario Español: 10 escaños. 2,1%.

			—C. Tradicionalista: 9 escaños. 1,9%.

			PNV: 9 escaños. 1,9%. 

			—PRP: 6 ESCAÑOS. 1,2%. (Partido Republicano Progresista).

			—Independientes de derechas: 7 escaños. 1,5%. 

			—PRR: 5 escaños. 1,1%. (Partido Republicano Radical).

			—ACR: 5 ESCAÑOS. 1,1%. (Acció Catalana Republicana)

			—Republicanos de centro (I): 4 escaños. 0,8%.

			—USC: 3 escaños. 0,8%. (Unió Socialista de Catalunya).

			—Independientes de Izquierda: 3 escaños. 0,6%.

			—Partido Republicano Conservador: 3 escaños. 0.6%.

			—Partido Gallegista: 3 escaños. 0,6%.

			—PRDF: 2 escaños. 0,4%. (Partido Republicano Democrático Federal).

			—PRLD: 2 ESCAÑOS. 0,4%. (Partido Republicano Liberal Democrático).

			—PNRE: 2escaños. 0,4%. (Partit Nacionalista Republicà d. Ezquerra).

			—UR: 2 ESCAÑOS. 0,4%. (Unió de Rabassaires).

			—POUM: 1 escaño. 0,2%.

			—Partido Sindicalista: 1 escaño. 0,2%.

			—PNE: 1 escaño. 0,2%. (Partido Nacionalista Español).

			—PCP: 1 ESCAÑO. 0,2%. (Partit Català Proletari).

			—EV: 1 escaño. 0,2%. (Ezquerra Valenciana).

			—PRM: 1 escaño. 0,2%. (Partido Regionalista de Mallorca).

			—Partido Mesócrata: 1 escaño. 0,2%.

			Estas elecciones trajeron consigo la práctica desaparición de un partido histórico, como lo había sido el Partido Radical de Alejandro Lerroux, que, de 104 escaños en 1933, paso a tan solo 5 diputados en 1936. Mientras que el Partido Comunista pasaba de 1 a 17 escaños, gracias a la generosidad del PSOE y de Largo Caballero, que había facilitado a los comunistas su inclusión en puestos de salida. Falange Española se quedaba fuera del parlamento y no obtenía representación alguna. En definitiva, los Republicanos de Izquierda ((IR 87 Y UR 38) obtenían 125 escaños. La CEDA se quedaba con 88 diputados, más el Partido Agrario con 11, MIENTRAS EL PSOE pasaba a 99 diputados. En total, el Frente Popular contaba con 263 diputados, incluyendo a los separatistas catalanes, mientras que a la derecha le atribuyen 156 escaños. Mientras los mal llamados partidos de centro, donde se incluida al PNV, se quedan con 54 diputados.

			Como hemos analizado con anterioridad y a modo de resumen, el 15 de marzo, las Cortes se reunieron para dar validez a los comicios. La sesión comenzó con graves incidentes, pues los diputados del Frente Popular insultaron al Presidente de la cámara, el anciano Ramón de Carranza, entonaron el himno comunista “la Internacional” entre vivas a la revolución de octubre, a la dictadura del proletariado y a la Unión Soviética.

			Durante el examen de validación de las actas parlamentarias realizado por la comisión presidida por el socialista Indalecio Prieto, la izquierda aprobó las suyas y anuló todas las que pudo de la derecha, con el apoyo de los separatistas vascos del PNV. Arbitrariamente, el Frente Popular, deciden que la CEDA no tiene derecho a las 101 actas de diputados logrados en las urnas sino a tan sólo 88. Y como el resultado en ciertas provincias no satisfacía a los intereses de la coalición izquierdista, la comisión decidió anular las mesas electorales de la provincia de Cuenca en las que había vencido la derecha y repetir los comicios en la provincia de Granada. A pesar de que una de las promesas realizadas por el Frente Popular en la campaña era la realización de unas elecciones limpias y la publicación de sus resultados, la izquierda, ya en el gobierno, lo impidió. 

			El propio Alcalá-Zamora, a la sazón Presidente de la República, reconoció públicamente el fraude. Según detalló a la prensa de la época, los resultados fueron alterados por la falsificación de las actas electorales por parte de los comités del Frente Popular y aseguró que la coalición de izquierdas apenas había conseguido doscientos diputados de un parlamento formado por cuatrocientos setenta y dos asientos. Alcalá-Zamora terminó su declaración desvelando que el Frente Popular “violó todos los escrúpulos de legalidad y conciencia” y que “proclamó los resultados que le interesaban y su victoria antes de esperar al recuento del escrutinio” ante la amenaza de crear disturbios si no se reconocía su triunfo. Obviamente, Alcalá-Zamora fue rápidamente sustituido de su puesto por Manuel Azaña. Aunque el fraude cometido por el Frente Popular era evidente y las elecciones habían constituido una auténtica farsa. La CEDA y Gil-Robles decidieron aceptar los resultados y rendirse ante el gobierno de la coalición izquierdista. No obstante, la poca fe que todavía albergaban los dirigentes y simpatizantes cedistas en particular y de la derecha en general en la segunda república desapareció por completo y, muchos de ellos, comenzaron a plantearse, con toda legitimidad, otras posibilidades como el alzamiento contra un régimen cuyo objetivo era implantar en España un sistema genocida como el bolchevique.

			Consecuencias de una victoria fraudulenta: El Frente Popular se apodera de la República

			Debido a la creciente polarización de la vida política y como consecuencia de los desórdenes públicos y de la toma de la calle por parte de la izquierda, Falange Española, a pesar de no haber obtenido representación parlamentaria en las elecciones de febrero, la organización empezó a crecer de forma muy significativa. Se calcula pasaron de contar con poco más de 6.000 militantes a más de 20.000, muchos de ellos procedentes de las juventudes de la CEDA y de Renovación Española. Temeroso de su crecimiento, Azaña decidió ilegalizar el partido, detener a José Antonio y la Junta Política y cerrar su periódico, el diario Arriba, en base a supuestos actos terroristas cometidos por sus militantes, a pesar de que la gran mayoría de atentados e incidentes fueron organizados por los partidos de izquierda y anarquistas, los cuales, tal y como era de esperar, no fueron prohibidos sino convenientemente azuzados. 

			Con motivo de la proclamación de la segunda república hacia cinco años, el 14 y 15 de abril de 1936 se celebraron diferentes actos en Madrid. Durante un desfile militar presidido por el líder del Gobierno Manuel Azaña y el Presidente de la República Diego Martínez Barrio, estalló un artefacto. Aunque se desconocía quien lo había colocado allí, los izquierdistas iniciaron un tiroteo, asesinando a un alférez de la Guardia Civil llamado Anastasio de los Reyes e hiriendo a varios espectadores. Al día siguiente, convocados por la CEDA, Renovación Española y la recién ilegalizada Falange, miles de personas acudieron al entierro del joven alférez. Activistas de izquierda, que no estaban dispuestos a permitir el sepelio en paz, dispararon contra la comitiva. El tiroteo fue respondido por los asistentes, produciéndose un saldo de seis muertos y tres heridos. Uno de los caídos fue Ángel Sáenz de Heredia, falangista y primo hermano de José Antonio.

			Las provocaciones y agresiones de la izquierda fueron innumerables durante los meses de abril y julio, asesinando a unos cuarenta falangistas, la mayoría en Madrid. También sufrieron atentados otros miembros o simpatizantes de la derecha, como el antiguo ministro y miembro del Partido Republicano Liberal Demócrata Alfredo Martínez, asesinado por comunistas en Oviedo, o José Calvo Sotelo, asesinado por la escolta personal de Indalecio Prieto, compuesta por Guardias de Asalto. Las instalaciones del diario madrileño La Nación fueron asaltadas y destrozadas por grupos de izquierdistas ante la pasividad cómplice policial ordenada por el gobierno de Azaña. También se produjeron infinidad de ataques extraordinariamente violentos contra lugares de culto, en especial iglesias y conventos, que fueron saqueados, incendiados y sus moradores brutalmente agredidos o asesinados. 

			La estrategia de tensión diseñada por la izquierda tenía como primer objetivo provocar a la derecha, para eliminarla de la vida política española. Una vez eliminada toda disidencia, la república por fin seria exclusivamente de ellos. La disyuntiva era clara: o la segunda república atea, revolucionaria y traidora acababa con España o España terminaba con la segunda república. Un diario carlista de Vitoria llamado El Pensamiento Alavés resumió los hechos y el estado de ánimo de los españoles a la perfección: “En el parlamento no se libraría la última batalla, sino en el terreno de la lucha armada, una nueva Covadonga que frente a la revolución sirviera de refugio a quienes huyeran de aquella y emprendiera la Reconquista de España”. Poco después, la España que no quería ni podía morir decidió alzarse en armas contra un régimen ilegítimo.

			Tras las elecciones, los socialistas, la UGT, la CNT, la FAI, los comunistas y los trotskistas del POUM, se hacen con las calles y ejercieron el poder de hecho, al margen de las autoridades constituidas. Era habitual ver a las masas de obreros en la calle, entre otros motivos, porque el activismo social se extendió por todas partes, con lo que fue conocido, como su escuela de terror y violencia. La crisis económica, con una España mal gobernada y alborotada, y con más de un millón y medio de parados, hace que la convivencia cada vez resulte más complicada.

			Azaña, que había anunciado un gobierno de orden y moderación, cada vez está más desbordado, al igual que Casares Quiroga. Por su parte Gil Robles, entra en declive en favor de un cada vez más pujante Calvo Sotelo. El ex ministro de Hacienda de Primo de Rivera se convierte en jefe de la facción monárquica y renovadora, con un gran carisma que eclipsa al propio Gil Robles. Calvo Sotelo seria de los pocos políticos que se encaró en las cortes con el Gobierno para denunciar los desmanes, las profanaciones y los abusos, y sobre todo el caos completo en el que se encontraba el país.

			Estaba cada vez más claro que la república había fracasado como sistema. Contra ella conspiraban elementos militares, con apoyo de organizaciones políticas, y por su parte, las fuerzas sindicales preparaban un golpe definitivo que les deparase la completa conquista del poder, además, ya no era ningún secreto que el apoyo a los “burgueses” de Azaña, había sido solo una cuestión táctica y coyuntural por parte de los socialistas. Millones de españoles contemplaban atónitos esta anarquía, temiendo por su vida y la de sus hijos.

			Muerte de la República. Fechas claves de un final esperado. Marzo a julio de 1936 

			Después de las elecciones de febrero de 1936, la suerte de la república estaba echada. El sistema estaba tocado de muerte y solo era cuestión de tiempo el saber cuándo estallaría y llegaría su fin. Era muy tarde para la retórica. El desorden y la anarquía eran la nota dominante. Pio Moa en su obra “1936: El asalto final a la República”, nos da las claves para entender los cinco meses que cambiaron el curso de la historia. A los desmanes en la calle, había que añadir los abusos del nuevo gobierno, saltándose su propia legalidad, se apoderaron de la república, donde la oposición no tendría espacio ni derechos. Es importante poner en orden cronológico las fechas claves de esos 150 días que cambiaron la historia de España.

			Como sabemos, el 16 de febrero se celebraron las elecciones que fraudulentamente gano el Frente Popular. El 19 de febrero, Pórtela Valladares, que tenía la obligación de supervisar todo el proceso electoral, renuncia a la presidencia de gobierno. Esa misma noche, Alejandro Lerroux nombra a Manuel Azaña como presidente en sustitución de Pórtela Valladares.

			Diez días después de la celebración de la primera vuelta electoral, el 26 de febrero, se produce la restauración de la Generalidad Catalana, que había quedada suspendida desde la revolución de octubre de 1934. Lluís Companys, que declaro la independencia de Cataluña y fue condenado a 30 años de prisión, encabeza el nuevo gobierno autonómico. Ese mismo día, el nuevo gobierno encabezado por Manuel Azaña, firma los decretos por los que el general Franco es destinado a Canarias y el general Goded a Baleares. El 27 de febrero se produce un hecho insólito, se clausura la sede de Falange Española y se ordena el cierre de su periódico el Arriba. Es asesinado el obrero falangista José Rodríguez Santana. 

			El 1 de marzo, se celebra la segunda vuelta de las elecciones en aquellos lugares donde el partido más votado no había obtenido el porcentaje que marcaba la ley electoral. Elecciones que son controladas por Manuel Azaña que ejerce de juez y parte. Son muchas las estimaciones que se conocen, y según las fuentes que se consulten, pueden variar hasta en un millón de votos. El 5 de marzo, la huelga general convocada en Alcalá de Henares degenera en graves altercados, quemándose la Iglesia de los Jesuitas, la de Santiago y el convento de las Magdalenas. El 6 de marzo, militantes izquierdistas toman la Diputación Foral de Navarra y colocan la bandera roja en el balcón principal. Son asesinados el albañil José Urra Goñi y el Ex legionario mutilado Ramón Faisán. El 8 de marzo, en la ciudad de Cádiz se queman la iglesia de la Merced, la de San Pablo, las Esclavas, la Divina Pastora, el seminario de San Bartolomé, el convento de Santa María y el colegio de la Viña. El 10 de marzo, otra huelga general convocada en Granada, siembra el terror en toda la ciudad durante tres días consecutivos. Los destrozos son innumerables, arden iglesias, palacios y conventos. La casa del ex diputado derechista Carlos Morenilla y la sede de Falange, corren la misma suerte y son pasto de las llamas. Se queman locales públicos y cafeterías, así como el periódico el Ideal y las sedes de los Círculos de Acción Católica y de Acción Obrerista. Además de los cuantiosos e irreparables daños materiales, los incidentes se saldan con un balance de dos muertos y siete heridos. Ese mismo 10 de marzo, el general Ochoa, uno de los responsables de restablecer el orden y la legalidad Republicana en Asturias en octubre del 34, ingresa en prisión militar, siendo asesinado el 17 de agosto del 36, y su cabeza paseada durante varios días clavada en una pica. En distintos barrios de Madrid se producen saqueos y se prende fuego a la iglesia de San Román, dos escuelas parroquiales, la iglesia del Barrio de Doña Carlota y un centro de Acción Popular. El 11 de marzo, en la calle Alberto Aguilera de Madrid, pistoleros socialistas asesinan a Enrique Valdosel de 17 años, militante Tradicionalista, y a su amigo José Olano Orive de 18 años, estudiante falangista y militante del SEU. Corrió el rumor entre círculos falangistas, que el crimen de estos dos jóvenes fue instigado por el magistrado y diputado socialista Luis Jiménez de Asua. El 12 de marzo, al día siguiente del crimen de los dos jóvenes, Jiménez Asua saldría ileso de un atentado, pero resultando mortalmente herido su escolta, el policía Jesús Gilbert. La izquierda desea vengar el atentado contra el diputado socialista, destrozando el local y los talleres del diario La Nación y quemando las iglesias de San Luis en la Calle Montera, donde tres bomberos fallecen al intentar apagar el incendio y la de San Ignacio, en las cercanías de Atocha, también en Madrid.

			El 14 de marzo, es detenido José Antonio Primo de Rivera por tenencia ilícita de armas, así como otros líderes falangistas como los futuros ministros con Franco, Rafael Sánchez Mazas y Raimundo Fernández Cuesta. Sánchez Mazas, salvaría la vida de forma milagrosa en los fusilamientos en masa que realizaban los milicianos en su loca huida hacia la frontera con Francia el 30 de enero del 1939, haciéndose el muerto y escondido entre cadáveres. Este hecho es la base de la novela de Javier Cercas, “Soldados de Salamina”. José Antonio estaría en prisión hasta el día de su asesinato, el 20 de noviembre de ese mismo año.

			El propio Presidente del gobierno Manuel Azaña, habla de 200 muertos y heridos en menos de un mes. El 15 de marzo se produce otro hecho insólito en la apertura de las Cortes. Los partidos marxistas cantan la internacional en el parlamento, puestos en pie y puño en alto. El día 16 es nombrado presidente de las Cortes, Diego Martínez Barrios, cargo que ocuparía hasta el 31 de marzo de 1939. El 17 de marzo marca el pistoletazo de salida, para la tramitación de la constitución de actas, que quedaran formalmente repartidas el 3 de abril, cuando se constituya de forma definitiva el congreso. También el 17 de marzo se convocan elecciones municipales, que deberían celebrarse el 12 de abril y en segunda vuelta el 26 de abril, aunque como veremos, estas quedarían suspendidas. El día 20, el diario “El Socialista”, afirma “rigurosamente examinada la cuestión, ni un solo diputado de derechas puede afirmarse que alcanzó limpiamente su acta”. La izquierda da a entender que no está dispuesta a dar concesión alguna a la derecha. Desea borrarla de la vida política. 

			El 22 de marzo también sería tiroteado en Oviedo, el efímero ministro de trabajo en 1935, en el primer gobierno de Pórtela Valladares, el doctor Alfredo Martínez García-Arguelles, y recién elegido diputado por el recientemente creado Partido Demócrata Liberal. Su muerte se produciría tres días después del atentado. El 25 de marzo, se lleva a cabo la invasión sincronizada de fincas en Badajoz y otros lugares cercanos. Ocupaciones que más tarde serian “legalizadas” por el gobierno.

			En abril, son varias las fechas que cabe destacar. El 1 de abril se fusionan las juventudes del Partido Comunista, con las juventudes del PSOE, dando lugar a las Juventudes Socialistas Unificadas bajo el mando real de Santiago Carrillo. La fusión de ambas organizaciones se ve como algo lógico, después de la cada vez mayor radicalización del Partido Socialista. Las JSU actuarían como arietes de los desórdenes públicos y la agitación social. El acto de fusión se celebraría en la plaza de toros de las ventas el día 5. Santiago Carrillo, que el mes anterior había visitado la Unión Soviética, en su calidad de secretario general de las juventudes socialistas, afirmaría que, con este acto, “se cerraba la ruptura producida en 1921”. Largo Caballero también intervendría en el acto, y era uno de los más firmes partidarios de esta fusión entre juventudes comunistas y socialistas. Largo Caballero se arrepentiría años más tarde, cuando comprendió que el Partido Comunista estaba devorando al PSOE.

			El 3 de abril se constituye el congreso de los diputados de forma definitiva, siendo Diego Martínez Barrios confirmado en su puesto de Presidente de las Cortes, también se procede a la distribución definitiva de actas. Se suspende las elecciones municipales con la excusa del comienzo del debate de destitución de Niceto Alcalá Zamora como Presidente de la República. El día 7, Niceto Alcalá Zamora es destituido por 238 votos a favor y 5 en contra. Alcalá-Zamora considera su destitución como un golpe de estado. Nunca pensó en que ese sería el pago por los servicios prestados, pues posiblemente sin el pretenderlo, fue el que facilito la victoria del Frente Popular, al convocar unas elecciones en el momento más propicio para la coalición de izquierdas, y todo por su obsesión de no dejar gobernar al partido más votado en las elecciones del 33, a la CEDA y a su líder José María Gil Robles, motivo por el cual, las derechas se abstuvieron ante la propuesta de comunistas y socialistas de destituirle. Solo le apoyaron los centristas de Pórtela Valladares. Martínez Barrios le sustituirá de forma interina desde el 7 de marzo, hasta el 11 de mayo. El propio Martínez Barrios confesara que la República se ha precipitado “en un despeñadero que no tiene vuelta atrás”. La nuevas Cortes habían aprobado que la disolución de enero no había sido necesaria, lo que venía a suponer, no solo la reprobación, sino de facto, el cese del Presidente de la República, como Jefe del Estado.

			El 14 de abril, se celebra con un gran desfile por el Paseo de la Castellana, el V aniversario de la República. El desfile es Presidido por Manuel Azaña y durante el transcurso, el guardia Civil Anastasio de los Reyes, de 55 años, es asesinado por militantes de izquierda y dos de sus compañeros, Emeterio Moreno y Antonio García, son gravemente heridos. También lo son, una mujer y su hijo de corta edad, como otro hombre, todos ellos con heridas de bala.

			El día 15 de abril, se procede al entierro de Anastasio de los Reyes. El entierro convoca una gran manifestación de repulsa, a pesar de que el gobierno prohibió todo homenaje y pretendió que el cuerpo fuera enterrado de forma casi clandestina. Fueron varios compañeros del asesinado los que instalaron la capilla ardiente en el Parque Móvil de la Guardia Civil, en contra de las instrucciones recibidas. A las 3 de la tarde se organizó el entierro, al que asistieron miles de personas, entre ellas, miles de militares de paisano y líderes de la derecha como José María Gil Robles. El gobierno de Manuel Azaña dio órdenes de censurar la esquela aparecida en prensa, eliminando la hora del entierro y toda mención a su condición de Guardia Civil. La marcha fúnebre, se convirtió en una gran manifestación de repulsa al crimen. Como nos recuerda el periodista Miguel Platón en su obra “Segunda República de la esperanza al fracaso”, hasta en tres ocasiones, la multitud asistente al entierro fue tiroteada por activistas izquierdistas, que ocupaban azoteas o edificios en construcción. “Los agresores fueron respondidos por los guardias y, cuando parecía que ya estaba todo acabado, guardias de Asalto al mando del teniente José Castillo, de la segunda Compañía de Especialidades, pretendieron disolver a los que todavía seguían la comitiva en la plaza de Manuel Becerra, camino del cementerio. En total, cinco hombres perdieron la vida, entre ellos Andrés Sáenz de Heredia, de 24 años, primo del fundador de la Falange y 15 más resultaron heridos, uno de ellos el joven estudiante tradicionalista José Luis Llaguno Acha, a quien disparo con su pistola el teniente Castillo en Manuel Becerra”.

			Un día después de los gravísimos incidentes del desfile conmemorativo del V aniversario de la II República, se celebra un primer debate en las Cortes sobre Orden Público. Tanto como José María Gil Robles, como José Calvo Sotelo, denunciaron en el hemiciclo la situación de violencia, caos y permisividad que se estaba produciendo en la práctica totalidad de todas las provincias, pidiendo al gobierno que aplique la Ley con contundencia, a lo que este se niega. En los continuos incidentes que se producen, las fuerzas de Orden Público solo detienen a militantes derechistas, nunca a activistas de izquierda, siendo la mayoría de víctimas, o bien falangistas o de partidos u organizaciones derechistas. Calvo Sotelo afirmaría que, entre el 16 de febrero, celebración de la primera vuelta electoral y el 1 de abril, habían sido asesinadas 74 personas, con un balance de 345 heridos, 106 iglesias incendiadas. Eduardo González Calleja, como nos comenta Miguel Platón en su ya citada obra, establece el número de muertos en 154 muertos durante los primeros 46 días del nuevo mandato de Manuel Azaña, lo que viene a significar, que el propio Calvo Sotelo se quedaba corto en las cifras mencionadas. Así mismo, esa sesión parlamentaria, pasaría también a la historia por el célebre discurso de Gil Robles, donde afirmó “Una masa considerable de opinión pública española que es, por lo menos, la mitad de la nación, no se resigna implacablemente a morir; yo os lo aseguro. Si no puede defenderse por un camino lo hará por otro. Frente a la violencia que allí se propugna, surgirá la violencia por otro lado; el poder público tendrá el triste papel de espectador de una contienda ciudadana en la que se va a arruinar, material, espiritualmente, la nación”.

			En esa misma sesión parlamentaria, el secretario general del Partido Comunista José Díaz amenazó de muerte a Gil Robles “No puedo asegurar cómo va a morir el señor Gil Robles, pero si puedo afirmar que, si se cumple la justicia del pueblo, morirá con los zapatos puestos”.

			El 19 de abril se produce una primera conspiración monárquica militar ante el cariz que tomaban los acontecimientos. Al frente de la misma se encontraban los generales José Varela y Ángel Rodríguez Barrio. La intentona no tuvo el mayor efecto ni conto con el apoyo del general Franco, ni del general Emilio Mola, que no deseaban intervenir, a no ser que la situación empeorara sobremanera, como así acabo sucediendo. Emilio Mola, a finales del mes de Abril, se convertiría en “el director” de una futura sublevación cívico militar, si la senda emprendida por el gobierno del Frente Popular no cambiaba de rumbo. Mola deseaba un golpe rápido que evitara una guerra civil y después de un breve periodo de tiempo, restaurara el orden constitucional.

			El 1 de mayo se celebraría en las principales ciudades de España, el día de trabajo, con gigantescas manifestaciones izquierdistas. En Madrid, la manifestación estuvo presidida por una gran bandera roja con la hoz y el martillo, y las imágenes de los principales líderes de la derecha, fueron arrastradas y pisoteadas por la muchedumbre. Las banderas rojas han sustituido a la bandera tricolor de la república. Gran parte del país y entre ellos, muchos votantes del Frente Popular se estremecieron al ver desfilar a milicias izquierdistas uniformadas, puño en alto y cantando la internacional y coreando consignas revolucionarias y marxistas. Se populariza el grito de “Viva Rusia”. El mes de mayo de 1936, seria especialmente convulso. Los anarquistas vuelven a rivalizar con los socialistas, convocan multitud de huelgas e intensifican sus actos violentos. La dirección es trasladada de Barcelona a Madrid. El 2 de mayo, Indalecio Prieto, en un acto electoral en Cuenca, reconoce la crispación del momento y llama a la moderación. Incluso alaga al general Franco, por haber rechazado ser candidato en las elecciones del día siguiente “No he de decir ni media palabra en menoscabo de la figura de este jefe militar. Le he visto pelear en África y para mí el general Franco llega a la fórmula suprema del valor: es hombre sereno en la lucha. Tengo que rendir este homenaje a la verdad”. También es consciente de que la situación de tensión política continua puede perjudicar seriamente la económica.

			El domingo 3 de mayo se celebran las elecciones en Cuenca y Granada. A cuenca llegan centenares de activistas de izquierda desde Madrid, para ejercer de “delegados gubernativos” y preparar la manipulación electoral. El gobernador civil de la provincia había ordenado el día anterior, la detención de los interventores de la derecha. El mismo día de las elecciones, serian requisados por parte de los “delegados gubernativos” llegados de Madrid, documentación electoral a punta de pistola. En varios pueblos de la comarca se produjeron incidentes, que dificultaron la votación y alteraron el resultado electoral. El objetivo de la izquierda es que José Antonio Primo de Rivera no saliera elegido, para lo cual era importante que quedara por debajo de los otros candidatos de la derecha, como así sucedió. En Granada, las candidaturas de La CEDA y de Falange, se retiran debido a las presiones ejercidas por la izquierda. Cabe recordar, que estas elecciones se repiten porque la izquierda no estaba contenta con el resultado electoral, donde la derecha había conseguido 10 diputados y la izquierda los tres sobrantes. Con la retirada de las candidaturas conservadoras, la izquierda se atribuyó los trece escaños. La repetición de elecciones en Cuenca y Granada, marcan el punto de descredito de la democracia y las practicas del Frente Popular. La coalición de izquierdas no estaba dispuesta a permitir ningún resquicio que menoscabara su poder. La República agonizaba, y con ella la desprestigiada democracia española en manos del Frente Popular, que pierde toda credibilidad después de este tres de mayo.

			El día 10 de mayo, Manuel Azaña es elegido Presidente de la República, sustituyendo a Diego Martínez Barrios, que ocupaba la presidencia de manera temporal desde el 7 de abril, en sustitución de Niceto Alcalá-Zamora. El acto se celebra en el Pabellón de Cristal del Parque del Retiro. Azaña se presenta como único candidato y es apoyado por 756 votos de los 847 diputados y compromisarios, de un total de 946 electos. No participaron en la elección de Azaña, ni la CEDA, ni los Tradicionalista, ni tampoco el Bloque Nacional de Calvo Sotelo. 

			El 13 de mayo, José Antonio Primo de Rivera seguía preso, a pesar de haberse cumplido el plazo por el cual debía ser puesto en libertad. El 30 de abril, el Tribunal de Urgencia, había absuelto del delito de asociación indebida a Falange Española de las JONS y declara “no haber lugar a su disolución”. José Antonio seguía en la cárcel, por la condena de dos meses y un día por la publicación clandestina de un manifiesto. Al quedarle un tercer juicio pendiente, no se le concedió la libertad, y de nuevo sería condenado el 21 de mayo a otros dos meses y un día, por haber declarado que los precintos de una sede falangista, los había roto con los cuernos el director general de Seguridad. La hostilidad manifiesta que el gobierno del Frente Popular sentía por José Antonio, haría que ya nunca saliera de prisión, la excusa en esta ocasión era la tendencia ilícita de armas. 

			La imparable violencia de la izquierda, y el carisma de su Jefe Nacional, convierte a Falange en un movimiento atractivo al que acuden miles de personas.

			El 19 de mayo, Manuel Azaña encarga a Casares Quiroga la presidencia y formación de gobierno. El candidato al que todos señalaban como el ideal para presidir el gobierno, era el socialista Indalecio Prieto, pero Largo Caballero era el que representaba la corriente mayoritaria y le negó su apoyo. Veto la participación del PSOE en el gobierno, el 12 de mayo. Largo Caballero esperaba su momento, no creía en la democracia burguesa y si en la revolución y dictadura del proletariado, llegando a afirmar “La revolución a que nosotros aspiramos —lo hemos dicho muchas veces— no se puede hacer sino violentamente”.

			Indalecio Prieto, ante la falta de apoyos dentro de su partido, declina el ofrecimiento de Azaña de formar gobierno. El nuevo presidente de gobierno seria Casares Quiroga, miembro destacado de izquierda Republicana, además de Republicano, era también masón, y había ocupado las carteras de Obras Públicas y Gobernación. Con el nombramiento de Presidente del Consejo de Ministro, también es nombrado ministro de la Guerra. Es complicado haber elegido peor candidato. Casares Quiroga se comportó como el más exaltado de los revolucionarios. Ni siquiera Largo Caballero se hubiera atrevido a tanto, en tan poco espacio de tiempo. Considero a todo el que no estuviese de acuerdo con el programa del Frente Popular, como enemigo de la república. Casares Quiroga se posiciono en contra de media España, en ningún momento fue quiso ejercer de presidente de todos los españoles.

			El mismo 19 de mayo, Casares Quiroga presenta ante las Cortes su nuevo Gobierno. Anima al Frente Popular a “aplastar a las derechas fascistas”, lo que de facto significaba el aplastar a todo aquel que no comulgase con la coalición de izquierdas. El líder del Bloque Nacional hace un desesperado llamamiento al ejército, al entender que la república ha perdido toda legitimidad. El 25 de mayo, el general Emilio Mola firma como “el director”, la primera declaración de intenciones para la coordinación de un futuro golpe militar. El nombramiento de Casares Quiroga fue la espoleta que provocaría que varios militares empezaran a no ver con malos ojos la posibilidad de una insurrección militar. Las instrucciones de Mola no eran nada concreto, únicamente venían a alertar de que estarían atentos ante la posibilidad de que el gobierno alentara una situación revolucionaria.

			El mes terminaba con graves tensiones dentro del PSOE, entre las facciones lideradas por Largo Caballero e Indalecio Prieto. El 31 de mayo, partidarios de Prieto son atacados en Écija, por partidarios de Largo Caballero. Prieto salva la vida gracias a la intervención de su escolta personal, la tristemente conocida como “la motorizada”, que el 13 de julio serían los asesinos materiales de José Calvo Sotelo.

			Comienza el mes de junio, con el convencimiento de Casares Quiroga de que hay en marcha una conjura militar monárquica, manda investigaciones y detenciones, de las que el general Mola se libra, pues era un conocido Republicano. El 1 de junio, las huelgas se multiplican en las grandes ciudades, sobre todo en Barcelona y Madrid. Los socialistas rivalizan con los anarquistas en liderar las movilizaciones. Los enfrentamientos entre ellos son a menudo muy violentos. La izquierda está en el poder, los partidos revolucionarios y marxistas son su apoyo parlamentario, pero, sin embargo, diera la sensación de que fuera la derecha quien gobernara, por las protestas organizadas desde los partidos y militantes que forman el Frente Popular. Los sindicatos también se enfrentan a los obreros que quieren trabajar. Los múltiples choques, ya sea entre los propios socialistas y anarquistas, o ya sea contra obreros que desean incorporarse a su puesto de trabajo, producen varios muertos y heridos. 

			Si las juventudes socialistas y comunistas se habían unificado, la mayoría de las juventudes de la CEDA (JAP), se estaban pasando en masa a la Falange. Mientras, Largo Caballero continuaba con la radicalización del PSOE y su cada vez más estrecha colaboración con el Partido Comunista de José Díaz. El 14 de junio, el Lenin Español, como era apodado Largo Caballero, en un discurso en Asturias, afirmaba “Es necesario y muy urgente acelerar la organización del Ejército Rojo. Las finalidades concretas de este ejercito serán: sostener la guerra civil que desencadenara la instauración de la dictadura del proletariado, realizar la unificación de este por el exterminio de los núcleos obreros que se nieguen a aceptarla y defender de fronteras afuera, si hace falta, nuestros principios, no por patriotería, como la clase burguesa. Porque no hay que olvidar que el acto de fuerza por el cual se puede conquistar el poder es el procedimiento, el paso indispensable para hacer la revolución social”.

			Este tipo de “soflamas”, por aquellos que daban soporte parlamentario al gobierno de la república, preocupaba mucho a la oposición, a gran parte del ejército y a la población española en general, que no daba crédito a la degradación acelerada de la convivencia y de la vida política. El 16 de junio, cuatro meses después de celebradas las elecciones, las derechas piden al gobierno de Casares Quiroga que haga cumplir la ley. El balance provisional desde la “victoria” del Frente Popular el 16 de febrero, es de más de 2.000 muertos, cientos de iglesias, templos y conventos incendiados o saqueados, sedes de organizaciones políticas atacadas. El Presidente de Gobierno Casares Quiroga, señala directamente a Calvo Sotelo “	Después de lo que ha hecho su señoría hoy ante el parlamento, de cualquier caso que pudiera ocurrir, que no ocurrirá, hare responsable ante el país a su señoría”, le marca con una diana y le convierte desde ese momento en el objetivo de las iras de la izquierda revolucionaria. Calvo Sotelo, ante las amenazas de Casares Quiroga responde “Yo digo lo que Santo Domingo de Silos contesto al rey castellano: Señor, la vida podéis quitarme, pero mas no podéis, y es preferible morir con honra a vivir con vilipendio”. Es posible que el propio Calvo Sotelo intuyera su trágico final a menos de un mes su muerte, con esas premonitorias palabras.

			La violencia izquierdista, empezaba a preocupar, no solo a las derechas, sino también a amplios sectores moderados de la sociedad, a liberales y Republicanos, que empezaban a ver con horror la deriva del gobierno y de la propia república. Era un ambiente revolucionario y violento, donde el terror y la fuerza se habían hecho fuertes. Tanto las fuerzas militares, como las fuerzas de Orden Público, se encontraban en descomposición y muchos de sus oficiales, ejercían de instructores de milicias de los partidos políticos, a uno y otro lado. Los intelectuales, que con tanto agrado habían recibido la llegada de la república y la caída de la monarquía, empezaban a distanciarse del régimen. El ruido de sables es cada vez mayor y el gobierno vigila muy estrechamente a los que considera los conspiradores, mientras desde el PSOE se exige se actué rápidamente, aunque no existan pruebas concluyentes. El 23 de junio, el general Franco, destinado en Canarias, envía una carta al Presidente del Gobierno Casares Quiroga, comunicándole el malestar dentro del ejército y la división de este, también le hace llegar su preocupación por la situación del país y el deterioro de la convivencia. La mayoría de historiadores “serios” ven en esta misiva de Franco, un último intento por reconducir la situación y evitar la sublevación militar. Sugiere a Casares Quiroga adopte medidas para contrarrestar el malestar reinante. Franco, aunque conoce de la conspiración, es consciente de la debilidad de esta, y no es nada optimista respecto a un golpe rápido e incruento. Pio Moa nos recuerda como el mismo día que Franco escribe a Casares Quiroga, Miguel Maura, uno de los artífices del pacto de San Sebastián, y firme partidario de la proclamación de la República en 1931, escribiría en el diario El Sol “un ambiente de incertidumbre y congoja atenaza hoy el espíritu de todos los españoles que no quieren verse envueltos en el remolino de la barbarie”. Miguel Maura propugna lo que él denomina una “dictadura nacional Republicana” para poner orden antes de que todo el régimen se viniera abajo. Miguel Maura estaba dispuesto a apoyar una fórmula que facilitara el acceso de Indalecio Prieto al poder, en sustitución de Casares Quiroga y como contra poder al extremismo de Largo Caballero. Esta fórmula era apoyada también por algunos miembros de la CEDA. Miguel Maura deseaba una alianza entre el sector moderado del Frente Popular con la oposición, utilizando a Prieto como puente.

			El 30 de junio, el embajador Italiano en España, Orazio Pedrazzi, tenía que desmentir ante su gobierno, los rumores ya muy extendidos, sobre un posible golpe militar en España. Pedrazzi había mantenido una reunión con Antonio Goicoechea, uno de los líderes de la derecha monárquica, e informaba al embajador italiano, sobre la posibilidad de una sublevación militar y le confirmaba que la Presidencia del Estado, seria para el general Sanjurjo. Todo hace indicar, que el embajador Italiano, no dio mucha credibilidad a las palabras de Antonio Goicoechea, o por lo menos, no se las tomo muy en serio.

			Entre los “ambientes militares”, si bien no estaban contentos con la deriva del gobierno del Frente Popular, no es menos cierto que no deseaban verse involucrados en ninguna “sanjurjada”. Eran muchos los militares que se preguntaban cuál era la postura de Franco, pues muchos de ellos conocían de su prudencia. Franco era un general con muy buena reputación, aunque estaba en el puesto número 23 dentro del escalafón de los generales de división y a nadie escapaba que, estando destinado en Canarias, era muy difícil su liderazgo efectivo dentro de una futura conspiración. También sabemos que el general Yagüe le había comentado al general Mola que “para obtener la adhesión de las tropas de Marruecos era indispensable que las acaudillase Franco”, a lo que al parecer Franco era muy reticente. Los acontecimientos de julio harían despejar todas las “dudas” al general Franco, al quedar horrorizado con el crimen de Calvo Sotelo.

			El general Mola pensaba que la sublevación no podía esperar más y había concretado el golpe para el 14 de julio. El ambiente político y social era de anarquía absoluta. Franco por el contrario no lo veía claro. El 10 de julio, el responsable de los requetés, Fal Conde, discute con Mola y rompe relaciones, retirándole el apoyo prometido, pues opina que el general es muy proclive al mantenimiento del modelo Republicano. Por si esto fuera poco, el 12 de julio, el propio Franco envía un comunicado al general Mola, aconsejándole posponga el alzamiento, pero como hemos adelantado, los sucesos que tuvieron en la madrugada del 12 al 13 de julio, precipitan los acontecimientos y disipan todas las dudas de Franco.

			Crimen de José Calvo Sotelo, crimen de Estado. Crónica de una muerte anunciada

			Los acontecimientos que tienen lugar el 12 y 13 de julio, certifican la muerte de la república. Diría el gran historiador José Luis Comellas: “El asesinato de Calvo Sotelo el 13 de julio de 1936, último de los violentos magnicidios del primer tercio del siglo XX, fue un revulsivo impresionante. La indignación provocada por aquel atentado que decapitaba a la derecha movió, al fin, a la masa hasta entonces disgustada, pero falta de arranques. Fue posiblemente un acierto de los que preparaban el alzamiento para agosto adelantarlo al 18 de julio, aunque fuera preciso improvisarlo todo”. El teniente José del Castillo Sáenz de Tejada, es asesinado el 12 de julio a las nueve y media de la noche, en el portal de su casa, sita en la calle Augusto Figueroa, cuando partía a su cuartel en la calle Pontejos de Madrid. El teniente Castillo, era instructor de las milicias de izquierdas, de lo que se conocía como las milicias socialistas, ya unificadas con las juventudes comunistas. Era un viejo conocido por las derechas, por su activismo socialista, y por estar involucrado en varios actos violentos y represivos, entre ellos, los ya mencionados del día 16 de abril, en el entierro del alférez de la Guardia Civil asesinado, Anastasio de los Reyes, cuando disparo a bocajarro al joven estudiante tradicionalista José Luis Llaguno, que quedo muy mal herido. El teniente Castillo estuvo involucrado en estos incidentes que costaron la vida a cinco personas de la comitiva fúnebre, con más de treinta heridos. El comandaba a la Guardia de Asalto que, utilizando armas de fuego, disolvió la manifestación de duelo. Castillo, ya había sido condenado a un año de prisión por su participación en la revolución de octubre de 34. También se sabía Castillo era responsable de organizar y dar formación a las milicias frente populistas, que estaban asesinando impunemente a militantes carlistas y falangistas. José Catillo era un teniente afiliado a la UMRA, que había solicitado su ingreso en la Guardia de Asalto para poder estar en Madrid. Lo cierto, es que las tibias reacciones del gobierno del Frente Popular por la actuación de la Guardia de Asalto y muy particularmente, por la actuación del teniente Castillo, durante el entierro de Anastasio de los Reyes, provocaron un profundo sentimiento de injusticia e impotencia, no solo sobre el total de las derechas españolas, sino también sobre gran parte de la población española, que consideraron, no sin cierta razón, que estaban desprotegidos y que el gobierno amparaba de forma impune, a criminales y asesinos. Se sospecha que militantes de Primera Línea de Falange, deseaban vengarse y le tomaron como objetivo. Ricardo de la Cierva confiesa, que el médico militar, el doctor Aznárez, le revelo el nombre del autor material del hecho. El comandante Alfonso Gómez Cobián, durante el avance de las tropas nacionales hacia Málaga, el 9 de febrero de 1937, había comunicó a sus oficiales: “Al teniente Castillo lo maté yo. Estaba haciendo una labor peligrosísima puesto que instruía a las juventudes rojas en la lucha revolucionaria y callejera. En Falange se decidió quitarle de en medio y fue muy fácil. Aquella noche le seguí con la pistola ametralladora y en el momento oportuno le metí una ráfaga en los riñones”. Esa misma noche, el padre de José Luis Llaguno recibe una llamada anónima, donde se le comunica “Dígale usted a su hijo que le hemos vengado”.

			El cuerpo del teniente Castillo fue trasladado al cuartel de Pontejos, donde amigos y compañeros le velaron reclamando venganza. Castillo era muy amigo del capitán Carlos Faraudo, miembro de la masonería y asesinado en el mes de mayo. Varios compañeros de Faraudo de la “orden”, habían comentado, que, si se caía muerto otro compañero, ellos asesinarían a una relevante personalidad política. El crimen de Castillo les daba la excusa perfecta. Por la capilla ardiente del teniente Castillo, pasaron muchos diputados socialistas y comunistas. Entre los indignados de esa noche, se encontraban los comandantes Emilio Torres Iglesias, Ángel Ramírez Rull, Ricardo Burillo, el teniente Máximo Martin y el capitán de la Guardia Civil Fernando Condes Romero, este último había sido condenado a cadena perpetua, por sus actividades delictivas en la revolución de octubre del 34, pero como todos los demás involucrados, se había beneficiado de la amnistía del gobierno Frente Popular. Los cinco hombres mencionados, visitaron esa noche al Director General de Seguridad, preguntándole la dirección de varios líderes políticos de la derecha española que vivieran en Madrid. Consiguieron la dirección de Antonio Goicoechea, José María Gil Robles y la de José Calvo Sotelo. Eran las dos de la madrugada del día 13 de julio, cuando el teniente Andrés León, ordeno a varios guardias de asalto que montaran en la camioneta número 17, una Hispano Suiza descubierta, de las que habitualmente eran utilizadas por las fuerzas de Orden Público. Detrás de la camioneta iba un vehículo Fiat. Testimonios de alguno de los testigos que estuvieron presentes en el Cuartel de Pontejos, la decisión que se había tomado era la de asesinar a Antonio Goicoechea, jefe de la organización monárquica Renovación Española. Después de comprobar que este no estaba en casa, el siguiente objetivo era José María Gil Robles, con domicilio en la calle Serrano. En ausencia de ambos líderes, y al pasar por la calle Velázquez, uno de los guardias dijo que allí vivía José Calvo Sotelo. Los vehículos pararon en el portal del domicilio de Calvo Sotelo en la calle Velázquez 89. Al sereno del portal, le dijeron que abriera la puerta y que se fuera. Subieron al domicilio donde encontraron dos agentes que daban protección al diputado, estos recibieron la orden por parte de sus superiores de que se apartasen. Calvo Sotelo de 43 años, se encontraba en casa con su mujer y sus dos hijas, la mayor de ellas de 15 años. Todos se encontraban durmiendo. Eran aproximadamente las dos y media de la noche, cuando el servicio despertó al diputado, ante la insistencia del timbre. Dijeron que eran policías que iban a efectuar un registro. Calvo Sotelo se resistía a abrir la puerta y pregunto desde el balcón a los policías de su escolta que estaban abajo, si en verdad eran policías, estos respondieron afirmativamente. Calvo Sotelo, también pudo ver desde el balcón, la furgoneta número 17 de la Guardia de Asalto. Abrió la puerta y en su domicilio entraron una docena de hombres, la mayoría de uniforme. El diputado seguía desconfiando y desconcertado. Todo era muy anómalo y Calvo Sotelo protesto por lo intempestivo de la hora y de la situación. El Fiat estaba ocupado por oficiales de la Guardia de Asalto y en la camioneta Hispano Suiza, estaban nueve guardias, junto a cuatro matones, conocidos pistoleros del PSOE y la UGT. Miguel Platón, en el ya mencionado libro de la editorial Actas, “Segunda República de la Esperanza al Fracaso”, identifica a cada uno de los pistoleros socialistas que acompañaban a los Guardias de Asalto: “Luis Cuenca Estevas —escolta de Indalecio Prieto y amigo del teniente Castillo— , Santiago Garcés Arroyo —amigo de Condes y escolta ocasional de Prieto— , Federico Coello —médico y novio de Carmen Largo, hija de Francisco Largo Caballero— , y Francisco Ordoñez, amigo del anterior y como el Largocaballerista. Uno de los guardias era José del Rey Hernández, escolta de la diputada socialista Margarita Nelken”. 

			Los agentes, después de arrancar la línea telefónica, de desordenar algunas cosas y de romper una bandera roja y gualda, se llevaron detenido al diputado. No le permitieron llamar por teléfono y sus continuas protestas no fueron atendidas. Fue entonces cuando Calvo Sotelo manifestó que todo aquello era un atropello policial y se resistió a acompañarlos. El teniente Condés de la Guardia Civil se identificó, y eso hizo confiarse al político. Condés intentó tranquilizar a Calvo Sotelo de que no tenía nada de qué preocuparse, dándole su palabra de que nada le sucedería. Calvo Sotelo fue obligado a sentarse en la camioneta descubierta, en la tercera fila. En la calle Alcalá, Luis Cuenca de 26 años, escolta de Indalecio Prieto y militante socialista, le pegó un tiro en la nuca, después se dirigieron al cementerio del Este, donde abandonaron el cuerpo en el depósito, diciendo que era el cadáver de un barrendero.

			Ricardo de la Cierva nos recuerda las “conexiones” de la masonería en el crimen de Calvo Sotelo, y los puentes de esta, con las más altas autoridades del estado: “En aquel momento eran masones el Presidente de la República, el Jefe del Gobierno, el Presidente de las Cortes, el ministro de Estado, el ministro de Marina, el director de Seguridad, de quien dependían las fuerzas de Orden Público, el Jefe del cuartel de Pontejos, comandante Ricardo Burillo, y el Jefe del comando asesino, capitán Fernando Condés”. “Pero lo más importante para la Historia es un hecho: se trataba de un crimen de Estado, perpetrado por fuerzas de Orden Público y milicianos del Frente Popular, al mando de un capitán de la Guardia Civil que se identificó como tal ante la víctima, quien al ver la documentación de Condés se entregó sin oponer resistencia pese a la terrible ilegalidad del secuestro, que violaba su domicilio, ante su propia familia, y su inmunidad parlamentaria. La responsabilidad política del gobierno del Frente Popular era evidente”. 

			La celebración del V aniversario de la república, el desfile conmemorativo, el crimen de Anastasio de los Reyes durante el desfile, su posterior entierro, la actuación de Castillo y la Guardia de Asalto, al que se responsabilizó de los incidentes provocados, con cinco muertos y más de treinta heridos, la inacción del gobierno del Frente Popular, el posterior asesinato de Castillo como venganza y la reacción de sus compañeros asesinando a una personalidad como Calvo Sotelo, fueron el detonante de una situación ya de por si insostenible, desde el 16 de febrero de 1936. Hay quien, de forma torticera, intenta comparar el asesinato del teniente Castillo, con el crimen del ex ministro y diputado, representante de la derecha monárquica, José Calvo Sotelo. Ambos crímenes son condenables, pero no comparables. El asesinato de Calvo Sotelo fue un crimen de Estado realizado con el permiso y beneplácito de las más altas instituciones y supuso el punto de inflexión, el punto de no retorno que nos conduciría de forma inexorable a la guerra civil, una guerra civil provocada por las izquierdas y que había quedado en suspenso, después del fracaso de la intentona golpista revolucionaria de octubre de 1934. La suerte quedo echada y disiparía las dudas de aquellos reticentes a tomar partido en un alzamiento, que tenía como finalidad, no solo la de imponer el orden y restablecer la legalidad, si no la propia supervivencia. Cuando desde el Estado y el gobierno, cuando desde la mayoría parlamentaria que sustenta a ese gobierno, se amenaza y se ejecuta físicamente al contrincante político, toda “normalidad democrática” toda “legalidad” desaparece y es legítima la sublevación y la lucha por la supervivencia. El crimen de Calvo Sotelo no fue un crimen cualquiera, ni por el personaje asesinado, ni por los autores materiales e intelectuales de este.

			El 14 de julio España entera está conmocionada. Los acontecimientos del día anterior producen estupor. Crece el miedo a un enfrentamiento civil. Varios dirigentes de la derecha están reunidos con Gil Robles, el cual llama al ministro de la Gobernación Juan Moles, para mostrarle la inconveniencia de que envíe Guardias de Asalto al entierro de Calvo Sotelo, para proteger la comitiva fúnebre.

			El entierro de Calvo Sotelo está previsto para la tarde del 14 de julio, en el cementerio católico, mientras que el del teniente José del Catillo, tiene lugar en la mañana en el cementerio civil. Al entierro de Castillo acuden compañeros Guardias de Asalto y militantes izquierdistas, todos puño en alto y en silencio. El cementerio católico está pegado al civil. Los restos de Calvo Sotelo son trasladados a hombros por sus amigos y con la presencia de la Guardia Civil. Al entierro acude una representación del parlamento que son recibidos con insultos y abucheos. La mesa del parlamento se siente amenazada y abandonan el lugar. Allí mismo y ante la presencia de todos los asistentes, Antonio Goicoechea, líder de Renovación Española, dice unas emocionadas palabras que son toda una declaración de guerra: “No te ofrecemos te rogaremos a Dios por ti; te pedimos a ti que ruegues a Dios. Ante esta bandera colocada como reliquia sobre tu pecho, ante Dios que nos oye y nos ve, empeñamos juramento solemne de consagrar nuestra vida a esta triple labor; imitar tu ejemplo, vengar tu muerte y salvar a España. Que todo es uno y lo mismo; porque salvar España será vengar tu muerte e imitar tu ejemplo será el camino más seguro para salvar España”.

			Calvo Sotelo estaba sentenciado a muerte por la izquierda y el gobierno del Frente Popular, a la amenaza del propio presidente del Gobierno Casares Quiroga, se le debe sumar la realizada por el diputado socialista Ángel Galarza y la proferida por Dolores Ibárruri “la pasionaria”. Nos recuerda Ricardo de la Cierva, que además de estas amenazas verbales, esta también la realizada por el órgano de expresión comunista “Mundo Obrero” del 15 de mayo de 1936: “La defensa –ardorosa, provocativa, cínica- que ayer hizo Calvo Sotelo en la Diputación Permanente de los crímenes fascistas es toda una caracterización política de este lacayo de dictadores, incubado bajo la bota del general majo y chulón que tiranizo al país durante siete años, que sueña con el solio dictatorial. Exaltó y justificó el terrorismo como instrumento de lucha. Y esta defensa fascista Sotelo de sus pistoleros tuvo como trampolín la derogación del estado de alarma. Como pocas veces representó el papel del cínico primero. Protestó de todo. Protestó de las detenciones de asesinos. Estos miserables, además de una buena pistola y un buen salario, cuentan en la Cámara con un buen abogado. La organización es perfecta: cuentas corrientes en los bancos, cotizaciones en organismos de contratación, como Renovación, JAP y ese Bloque Nacional; cómplices en la administración de Justicia de Vigilancia y en las cárceles. Y hasta un caudillo con investidura parlamentaria para agitar el espantajo de martirologio con las actividades de unos asesinos. La destrucción de todo esto es tarea inmediata del Frente Popular. Con ese miserable Calvo Sotelo a la cabeza”.

			El crimen de Calvo Sotelo, convecino hasta a los más moderados de que el gobierno del Frente Popular había perdido toda legitimidad. Era la primera vez en la historia de los regímenes parlamentarios, en la que un líder de la oposición era asesinado por un comando de la policía, de las fuerzas de Orden Público y pistoleros escoltas de uno de los líderes del soporte parlamentario del gobierno. El estupor y el asombro por el crimen dan paso a la determinación. Ya no hay vuelta atrás y a la conspiración vacilante organizada por Mola, se le suma ahora el general Franco y los carlistas. El gobierno, lejos de mostrar arrepentimiento y detener a los culpables, prohíbe a los periódicos que calificasen de “asesinato” el crimen de Calvo Sotelo y en un comunicado oficial, equiparó la muerte del teniente Castillo con la del político. Las presiones de los compañeros de Catillo evitaron toda investigación contra los criminales, y de la furgoneta numero 17 utilizada en el crimen, se eliminaron los restos de sangre del dirigente asesinado. Los autores materiales de los hechos como Fernando Condés o Luis Cuenca, fueron protegidos por los diputados socialistas Indalecio Prieto, Vidarte o Julián Zugazagoitia. Fernando Condés fue escondido en la casa de la diputada socialista Margarita Nelken. Dirigentes socialistas eran conscientes que después del crimen de Calvo Sotelo, la guerra era inevitable. No cabe duda de que es lo que estaban buscando desde la victoria del Frente Popular, un enfrentamiento armado que les diera la excusa perfecta para ilegalizar a la oposición, además, el Partido Comunista tenía preparado un decreto Ley, para cerrar periódicos cercanos a la derecha e ilegalizar a todas las organizaciones conservadoras. No tuvieron tiempo de presentar el decreto por la rapidez que se desarrollaron los acontecimientos. 

			El gobierno prohibió que el cuerpo de Calvo Sotelo fuera velado en la Academia de Jurisprudencia, como era su derecho, pues Calvo Sotelo era su Presidente. Al regreso de la comitiva del entierro, la multitud indefensa y desarmada, es tiroteada por matones y pistoleros izquierdistas, sin que la policía intervenga, con un balance de cuatro muertos, el mayor de ellos de 23 años, decenas de heridos y 70 detenidos. El gobierno del Frente Popular entorpece la investigación y no hace ningún gesto político para “relajar” el ambiente tras el asesinato de Calvo Sotelo. Casares Quiroga, presidente de Gobierno, presenta su dimisión al Presidente de la República Manuel Azaña, dimisión que no le es aceptada. El gobierno sigue su táctica de atacar a las derechas, en lugar de perseguir a los causantes del crimen, habla de detenciones, pero las únicas producidas son de militantes o simpatizantes falangistas, y las sedes clausuradas son la de partidos derechistas, en concreto en Barcelona, se clausuran todos los locales de organizaciones conservadoras.

			Con este panorama y en un clima de absoluta crispación, el 15 de julio se reúne la Diputación Permanente de las Cortes. Miembros del Partido Comunista, amenazan a la CEDA con su próxima ilegalización y encarcelamiento. Indalecio Prieto, cuya escolta personal estaba involucrada en el crimen de Calvo Sotelo, intenta equiparar la muerte de Castillo con la del líder asesinado, asegurando que el crimen de Calvo Sotelo era una reacción a la muerte de Castillo, pero olvidando el pequeño detalle de que a Calvo Sotelo lo habían asesinado, además de sus pistoleros, fuerzas de Orden Público. Gil Robles recuerda que entre el 16 de junio y el 13 de julio se habían cometido 61 muertes por motivaciones políticas: “Vosotros, que estáis fraguando la violencia, seréis las primeras víctimas de ella”. También recuerdan las continuas amenazas recibidas por el asesinado y por el mismo, así como todos los destrozos y daños producidos por las huelgas revolucionarias, y recodando que este crimen rompe y “destruye cualquier posibilidad de arreglo pacífico”. Diego Martínez Barrios, presidente de las Cortes, censuro alguno de los discursos, para que estos no figuraran en el diario de sesiones y no quedara constancia de ellos. Los dirigentes socialistas abandonan sus diferencias por el momento, y Largo Caballero que oportunamente se encontraba en Londres, en entrevista concedida a su diario “Claridad” dice “¿No quieren este Gobierno? Pues que se sustituya por un Gobierno dictatorial de izquierdas. ¿No quieren el estado de alarma? Pues que haya guerra civil a fondo” y en otras declaraciones al medio Británico “News Chronicle” manifestó: “La solución para España, un baño de sangre”. Indalecio Prieto en la misma línea advierte “Sera una batalla a muerte”.

			El general Franco esta en Santa Cruz de Tenerife cuando recibe la noticia del asesinato de Calvo Sotelo. Franco reacción con indignación y desde ese momento se disiparon todas sus dudas. Los acontecimientos le obligaban a tomar parte. Franco estaba profundamente conmocionado por el crimen de Calvo Sotelo y le confesó a su primo: “Ya no se podía esperar más, y perdía por completo la esperanza de que el gobierno cambiase su conducta”. Franco lo había intentado todo para no llegar a la contienda civil, además era poco optimista respecto al resto de generales que confiaban en un levantamiento rápido, audaz e incruento. Franco sabía que el ejército estaba muy dividido y la población atemorizada. Franco no se equivocaba, y reconoció también a su primo:” Va a ser sumamente difícil y sangriento. Debes comprender que apenas tenemos ejército, que la intervención de la Guardia Civil se anuncia muy dudosa, y entre los generales, jefes y oficiales hay muchos que han de estar al lado del poder constituido; unos, por ser ello más cómodo, y otros por convencimiento de ideales”. Sin lugar a dudas, el asesinato de Calvo Sotelo es el elemento decisivo que fuerza a Franco a participar en el Alzamiento. Hasta el 13 de julio de 1936, Franco, que tenía muy presente el fracaso de la “Sanjurjada” el 10 de agosto de 1932, no deseaba verse involucrado en ninguna “aventura” destinada al fracaso. La muerte de Calvo Sotelo precipitaría los acontecimientos, disiparía sus dudas y forzaría su participación. 

			El jueves 16 julio, España vive una tensa calma, la calma antes de la tormenta. Se suceden las reuniones de uno y otro bando, que ya ven como inevitable el enfrentamiento civil. Encuentros y llamadas telefónicas antes del choque. La Comunión Tradicionalista se pone a las órdenes del general Mola. La CEDA y la Falange respaldan el alzamiento. José Antonio, que está preso en la cárcel de Alicante, da su visto bueno, en un comunicado oficial que se haría público y se difundiría el día 17 de julio. El general Cabanellas está en Madrid por la boda de su hijo Guillermo, y es recibido por Azaña, el cual le manifiesta la seguridad de que se va a producir un golpe, que Cabanellas desmiente. Lo mismo haría con el frio encuentro que mantendría con Casares Quiroga. El general Batet, a pesar de haber evitado el triunfo de la revolución del 34 en Cataluña, se muestra leal al gobierno del Frente Popular y mantiene una reunión con Mola a fin de obtener información ante la sospecha de un alzamiento. Batet no obtiene nada más que la promesa de que Mola no estaba involucrado, aunque luego se justificaría afirmando: “Yo en aquella ocasión le mentí a Batet, a conciencia de que por encima de mi palabra y de mi honor está el interés de España”.

			La madrugada del jueves 16 al viernes 17 de julio, la militancia de la mayoría de los partidos permanecía en alerta en previsión de los acontecimientos. La sospecha de que una sublevación estaba en marcha era una realidad. Alonso Molet que era el director General de seguridad, reconoce ante la prensa que casi 200 mandos falangistas han sido detenidos en previsión de que se sumaran a un movimiento subversivo en próximas fechas.

			Alzamiento Nacional

			El viernes 17 de julio esta previsto la celebración de un consejo de ministros. Se cumplían cinco meses de la victoria del Frente Popular. La sesión comenzó a las diez y media de la mañana, se pararía al mediodía y se reanudaría a las seis de la tarde, pero en un ambiente muy diferente al de la mañana. Franco tenía previsto comenzar la sublevación el 20 o 21 de julio, pero un hecho fortuito hizo que todo se adelantara para la tarde el 17 de julio sobre las tres y media de la tarde. Un error en las comunicaciones hizo que la guarnición de Melilla se sublevara antes de tiempo. Casares Quiroga fue puntualmente informado. Llego a la sesión del Consejo de Ministros con casi 30 minutos de retraso. Pues había estado despachando con Azaña e informándole de la sublevación de Melilla. Casares se entrevistó con Indalecio Prieto a solas, pues le habían llegado noticias del norte de África. Los ministros seguían desconociendo lo sucedido. Casares pidió a Prieto discreción y que no lo hiciera público, a lo que este mostro su disconformidad. Prieto se reunió con la ejecutiva del PSOE con la finalidad de tomar medidas, con independencia de las que adoptara el gobierno. Indalecio Prieto comunico a la prensa que Melilla se había sublevado y que los obreros estaban siendo pasados a cuchillo, cosa que evidentemente era falsa. La noticia de la sublevación de Melilla corrió como la pólvora por toda la península, llegando a oídos del general Mola, que desconocía los sucesos de Melilla. 

			El Consejo de Ministros se alargaría hasta las ocho de la tarde, aunque no adoptaron ninguna mediada en concreto. Los ministros seguían negando la mayor a la prensa y decían desconocer lo que Indalecio Prieto había comunicado. Casares Quiroga fue de nuevo a reunirse con Azaña. Corrió el miedo de que la sublevación se extendiese por todos los territorios africanos y que saltase a la península. Casares Quiroga ordeno el acuartelamiento de las tropas de Madrid, el control naval de estrecho y el mar de Alborán, y a las fuerzas aéreas concentrarse en el aeródromo de Getafe. El PSOE por su parte, convoco una huelga general revolucionaria, allí donde la sublevación triunfara. El sábado 18 de julio, el gobierno difunde un comunicado por radio anunciando que la sublevación había fracasado, noticia que no era del todo cierta. A partir de ese momento, comienza un goteo de guarniciones que se suman al alzamiento. La mañana del 18 lo hará Canarias y por la tarde Zaragoza, Valladolid y Burgos, el día 19 Navarra, Vitoria, Barcelona, Madrid, Cáceres, Oviedo y león, y el día 20 le llegó el turno a Granada y Galicia. La guerra civil había comenzado. En los cuatro días posteriores que siguieron a la sublevación de Melilla, el goteo de guarniciones que se sumaban al alzamiento era incesante, pero el balance final de esas jornadas no fue nada positivo para el bando sublevado. Siendo puristas, el golpe había fracasado y como Franco temía, la victoria, además de no ser fácil, sería muy cruenta y a un alto precio. La poca legalidad que le pudiera quedar al gobierno de la República desaparece con la dimisión de Casares Quiroga la mañana del 19 de julio. Casares Quiroga intentaría sin éxito, formar un nuevo gobierno la madrugada del 19, y ante la imposibilidad de llevarlo a cabo, dimite a primera hora de la tarde, una vez conocida que la sublevación se extiende por algunos puntos de la península. Manuel Azaña acepta la solicitud de Largo Caballero de armar a sus militantes y otras organizaciones de izquierda, y sustituye a Casares Quiroga por su amigo José Giral. El nuevo Presidente de Gobierno, procede a armar a los sindicatos y partidos de izquierda, como había solicitado Largo Caballero y como había autorizado Manuel Azaña, y con ello provocando que el caos y la revolución armada se extendieran por todo el territorio. El estado de derecho quebró y la anarquía se apodero de gran parte de las instituciones del país. La legalidad Republicana había muerto definitivamente. Los sindicatos y los partidos marxistas y revolucionarios se hicieron con el poder efectivo de la República.

			En julio de 1936 quedó rota la precaria convivencia de los españoles. La tensión acumulada durante años, aplasto cualquier posibilidad de entendimiento. Lo que estaba en liza en esos tres años que duraría la guerra civil española, más allá de un programa de partido concreto o una forma de hacer política, era el concepto de la propia España. Solo una cosa quedaba meridianamente clara, la España resultante de esa contienda civil, nada tendría que ver con lo conocido hasta el momento.

			

			
				
					1* El Partido Republicano Progresista y el Partido Republicano Radical, se integrarían junto al Partido de Centro Democrático en el grupo parlamentario Republicano.

					*Los partidos ACR, USC, PNRE, Unió de Rabassaires, POUM, PCP, EV, junto con ERC, forman el grupo parlamentario Ezquerra Catalana.

					*El Partido Gallegista se integraría en el grupo parlamentario de Izquierda Republicana.

					*El grupo parlamentario Bloque Nacional, lo conformarían Renovación Española junto a PRLD y a PNE.

				

			

		


		
			La economía en la II República: de la ilusión al fracaso. La reforma agraria

			Si hay algo que escapa al control de lo decoroso es el aprovechamiento que los políticos suelen hacer de los momentos críticos por que atraviesa una sociedad. Lo hemos visto recientemente con la crisis del Covid-19: la política patria ha atravesado momentos verdaderamente dramáticos en los que se ha mezclado la crisis sanitaria y humana con decenas de miles de pérdidas de vidas humanas mientras se estaba consumando una crisis económica, familiar y doméstica verdaderamente agobiante, que ha colocado a decenas de miles de familias al borde de la quiebra efectiva de sus economías domésticas. 

			Suele ocurrir en estas situaciones que los gobernantes suelen disimular y enmascarar la triste realidad: los que sufren ya lo padecen en soledad, mientras que los que van superando la situación apenas se percatan del dolor de la inmensa mayoría de la sociedad. Se termina conviviendo con estas realidades y asumiéndolas como normales o normalizadas. 

			Ocurrió una situación similar con la crisis del crac económico de 1929, y también tuvimos oportunidad de contemplar situaciones parecidas con las guerras de los Balcanes, con una Unión Europea que se puso de perfil, o con la guerra provocada en Siria. Nos ha terminado pareciendo normal que estas cosas ocurran. 

			La II República fue realmente un periodo cortísimo de tiempo en la historia de España, que se dilató desde el 14 de abril de 1931, día en que fue proclamada la República, una vez que el rey de España, Alfonso XIII, abandonó el trono y partió esa misma noche hace el exilio. Las fechas de su final difieren según los autores, ya que algunos la dan por finalizada con motivo del estallido de la Guerra Civil, un fracaso de la propia República, que es incapaz de contener la deriva en la que termina el país. Esto ocurrió el 18 de julio de 1936. Otros autores colocan el final del triste experimento que supuso la II República en el 1 de abril de 1939, fecha del final de la Guerra Civil, que supone a la vez el inicio de una nueva etapa en la historia de España. En términos actuales de nuestro sistema político, la duración de la II República habría sido lo que para nosotros son ahora un par de legislaturas, pero de un impacto e intensidad insoportables.

			Las izquierdas Republicanas y radicales no habían ganado ningunas elecciones. Las Elecciones municipales del 12 de abril de 1931 arrojaron el siguiente número de concejales:

			—Monárquicos: 30.165

			—Republicanos: 8.950

			Es decir, que los Republicanos, entre los cuales había también algunos de derechas no monárquicas, habían perdido. Además, no se trataba de unas elecciones constituyentes, sino simplemente municipales para elegir concejales y alcaldes. Los monárquicos ganaros casi por el cuádruple de los votos. Lo que ocurre es que la izquierda Republicana ganó en algunas de las principales capitales españolas, donde residían los núcleos de poder, las personas alfabetizadas, la mayor parte de los bienes de producción y los lobbies políticos, mediatices y empresariales. La mayor parte de los votos fueron para los concejales monárquicos. Pero en las grandes ciudades arrasaron los concejales Republicanos (1.037 contra 552 monárquicos).

			Lo cierto es que el rey de España, Alfonso XIII, abandonó el país sin llegar a abdicar, por lo que mantenía sus derechos dinásticos, a los que no renunciaba, tal y como apareció el diario ABC el día 17 de abril. De hecho, abdicó en enero de 1941 en favor de su tercer hijo, Juan de Borbón, padre de Juan Carlos I, que fue proclamado rey en el transcurso de la II Restauración el 22 de noviembre de 1975, siguiendo las instrucciones que le recaían por sus derechos dinásticos, pero también en virtud de la Ley de Sucesión en la Jefatura del Estado de 1947, por la que Franco designó en él en 1969 la sucesión a la jefatura del Estado en su persona, a título de Rey. 

			Alfonso XIII se trasladó a París, aunque con posterioridad fijaría su residencia en Roma, donde vivió muy poco, solo hasta el 28 de febrero de 1941, falleciendo a la edad de 54 años. Falleció en el Gran Hotel de Roma a causa de una angina de pecho. El resto de la historia ya es conocido, Alfonso XIII estuvo enterrado en la iglesia de Santa María de Montserrat de los Españoles de Roma hasta que, el 19 de enero de 1980, sus restos fueron trasladados al Panteón Real del Monasterio de El Escorial por deseo expreso de su nieto Juan Carlos I, rey de España. Es el lugar en el que reposan casi todos los reyes de España desde Felipe II. 

			El gran fracaso de la II República como experimento político de la España moderna puede explicarse de una manera muy sencilla, ya que fue incapaz de gestionar la herencia que recibía. España era un país que hacía poco que acababa de experimentar momentos muy difíciles, como los de la pérdida de sus últimas provincias de ultramar, la desaparición de lo que un día fue el imperio de España o la traumática experiencia de la Guerra de África, con miles de muertos de difícil explicación. 

			España comenzaba a pagar además los efectos de una crisis financiera mundial, además de las consecuencias propias en el continente europeo, que hacía pocos años que había atravesado la I Guerra Mundial. Los gobiernos de la República tuvieron, por tanto, una oportunidad real de encabezar un proyecto estimulante y por el que la gente tenía el derecho de tener una cierta ilusión y unas expectativas favorables. Fueron los gestores de aquella oportunidad los que dieron al traste con ese momento histórico. 

			En general, puede afirmarse que la economía española en el periodo previo a la Guerra Civil entre 1931 y 1936, estuvo marcada por la crisis de la gran depresión de 1929 que afecto a muchos países de Europa, aunque en mucha menor medida a España, y por el atávico retraso industrial de un país en el que la agricultura suponía cerca del 50% de la renta nacional. El punto de partida era realmente difícil, pero contaba a su favor con la ilusión y expectativas de los sectores productivos del país. 

			La II República tuvo sus más grandes fracasos en los siguientes puntos:

			Fue incapaz de generar una corriente política positiva y realmente participativa. Inmediatamente excluyó ciertos sectores políticos y englobó los sectores sociales, como por ejemplo a los católicos a la Iglesia, en una especie de “reducto” apartado de todo protagonismo, algo impensable en un país de profundas raíces católicas como es España. Este carácter excluyente de los gobiernos “izquierdistas” que inspiraron a la II República inquietudes entre diversos sectores sociales, que comenzaron a recelar y perdieron la ilusión en el nuevo sistema implantado. 

			La II República fracasó asimismo en el impulso de la mejora de las condiciones laborales de los asalariados, uno de los grandes objetivos. Y no lo consiguió porque sus gestores contemplaron a los empresarios como “enemigos” del régimen. El tufillo revolucionario y soviético fomentó la idea de que los empresarios eran el enemigo del pueblo, y esto rompió la baraja de la creación de empleo y las inversiones necesarias para la reindustrialización y creación de empresas que requería este nuevo periodo. En cierto modo, la República logró que las inversiones privadas se paralizaran casi absolutamente. 

			Uno de los fracasos más gigantescos de la II República es en el de encabezar la tan ansiada reforma agraria, un proyecto que era necesario pero que nadie supo hilvanar. Otra vez, los terratenientes que impulsaban y mantenían las huertas y cultivos del país, fueron contemplados por la República como “enemigos del pueblo”. 

			Y el otro gran extremo en el que fracasa la República de manera concluyente, es en el de la necesidad de exportar: las exportaciones cayeron de manera dramática durante un periodo en el que además España dejó de producir. Los gestores de la II república fueron incapaces de encontrar socios en otros países, y aún hoy no se entiende cómo España no fue capaz de posicionarse como un exportador fiable en Europa, en un momento en el que la mayor parte de los países requerían ofertas interesantes para acometer la reconstrucción tras la I Guerra Mundial.

			Resulta incomprensible como la II República, no aprovecho la neutralidad de España para posicionarse como uno de los grandes países que pudiera ofrecer productos y servicios a terceros países. 

			España, que había sido país neutral durante la I Guerra Mundial, pudiera haber tenido numerosas oportunidades, que solo una falta de visión política puede justificar. La mayor parte de los analistas económicos colocan además a España, frente a la crisis de 1929, en una posición de privilegio, ya que ni era un gran gestor financiero mundial ni sus sectores primarios y poco tecnificados de la época se resintieron mucho por los efectos del crac del 29, un crac que, para la mayor parte de los expertos, no atacó a España con la virulencia que a otros países avanzados de la época. 

			Es probable que ello se debiera al atraso secular de nuestras estructuras económicas, que solo pudieron salir de ese atraso a partir de las profundas reformas económicas que se acometieron en nuestro país a partir de la década de 1950, y que se consumarían hacia principios de la década de 1970. La España del atraso secular solo pudo salir de tal situación con la planificación de los gobiernos de Francisco Franco y una vez que finalizó la II Guerra Mundial. 

			El atraso en la estructura Económica de España no era realmente muy largo en el tiempo. España había sido imperio y potencia colonial mundial hasta las guerras napoleónicas. Ocurre que nuestro país no se había incorporado con naturalidad y desarrollo a la revolución industrial de finales del XIX, como sí habían hecho otros países como Francia, el Reino Unido -origen de tal revolución industrial, y otros territorios europeos como Italia o Alemania, que sin estar unificados hasta 1871, si pudieron sin embargo industrializarse mucho más rápidamente que una España que estaba sumida en las guerras carlistas y en las guerras en las provincias de ultramar, en definitiva, guerras civiles que sumieron a nuestro país en luchas intestinas que impidió que España, a finales del siglo XIX, se sumara al auge de la industrialización europea. 

			España se sumió, por tanto, entre finales del siglo XIX y principios del XX en una suerte de economía cerrada marcada por el escaso comercio exterior y muy caracterizado por su autarquía.

			La Gran Depresión que se inició en Estados Unidos en 1929 se difundió rápidamente al resto del mundo, provocando la disminución del comercio y una caída en los flujos internacionales de capital. España no fue tan golpeada como otros países avanzados por esta crisis, aunque la adversa coyuntura económica internacional intensificó la desaceleración de la actividad económica española, ya visible en 1928, y agravó los desequilibrios estructurales y sociales que desembocaron en profundos cambios políticos que llevaron además a la inestabilidad social. 

			Los problemas económicos, sociales y políticos, que también estaban experimentándose en otros países de Europa, contribuyeron a la caída de la dictadura de Primo de Rivera, que arrastró consigo a la monarquía, dejando el camino abierto a la proclamación de la II República.

			España sin embargo no padeció con profundidad la crisis, desde el punto de vista económico y financiero, incluso se manifestó con moderación. Esta moderaciónn de los efectos de la Gran Depresión del 29 en España tiene su explicación en que se trataba de un país atrasado, cuya agricultura ocupaba más del 40% de la población activa y los ciclos anuales del PIB venían marcados por la producción agraria y por la situación anual de las cosechas, que señalaron anomalías en torno a 1929 y 1930. 

			Efectivamente, las malas cosechas de 1930 arrastraron al PIB. La crisis industrial y de la construcción empezó al año siguiente, marcando otro hito, y el sector servicios, muy débil en aquella época, no sufrió la recesión, pero su crecimiento se ralentizó, siendo prácticamente despreciable su contribución a la riqueza nacional. 

			Cabe destacar aquí que mientras otros países vieron desacelerar enormemente sus economías, en el caso de España, su PIB solamente disminuyó un 6,4% durante 1930 y 1931, como menciona en sus estimaciones Leandro Prados de la Escosura, titular de la cátedra Príncipe de Asturias de Estudios Españoles de la Universidad de Georgetown. En su trabajo “El Progreso económico de España (1850-2000)” proporciona una cuidadosa reconstrucción del Producto Interior Bruto español desde 1850 a 2000, atendiendo tanto al gasto cuanto a la producción.

			El resultado de este catedrático moderno resulta hoy inaceptable y molesto para las mentes obtusas de la izquierda más radical, ya que coloca el desarrollo de la España de Franco en una cúspide mucho mayor de lo que hasta ahora se la colocaba. 

			Para Prados de la Escosura, el periodo económico de España entre 1850 y 1954 es carente de datos fiables, por escasez de estos o por entubamiento con otros acontecimientos históricos, como las guerras y la falta de disciplina en la toma de datos, que son muchas veces estimados o corregidos. Únicamente es a partir de 1954 cuando España comienza a sistematizar datos reales de su economía, lo que permite una correcta planificación del crecimiento y de los objetivos a perseguir. Ya en 1930, en la tercera y última visita que realizó el economista Maynard Keynes a España, se quejaba de la falta de datos fiables para realizar estimaciones, como más adelante veremos.

			Efectivamente, las nuevas series contables y estadísticas, y la manera de computar los datos, vendrían a elevar espectacularmente las tasas de crecimiento de la economía española entre 1954 y 2000 de un modo notable, lo que supone rebajar además de forma creciente los niveles conseguidos en el pasado, incluyendo, claro está, la contabilidad económica que la que responde el periodo de la II República. 

			En las cifras de Prados de la Escosura, la indudable gran expansión de los dorados años sesenta todavía se acrecentaría aún más, mucho que les pese a los representantes de la izquierda más radical, puesto que la tasa anual de crecimiento del PIB entre 1960 y 1974 asciende del 7% acumulativo anual, que registran todas las estimaciones conocidas hasta ahora, a un extraordinario 8%, que situaría el “milagro español” de la última etapa del franquismo en el liderazgo del crecimiento de la economía mundial de la época, incluyendo los países más avanzados de Europa. El PIB se habría multiplicado por tres en sólo catorce años, algo insólito, ni siquiera hoy en día en economías como la de China, gran exponente del crecimiento mundial de nuestros días. La gran diferencia con otras economías planificadas como la mencionada de China, estriba, si la comparamos con la de la España de Franco, en que el desarrollismo español de los años 60 y 70 que menciona Prado de la Escosura posibilitó además un notable desarrollo social, abandonando la España atrasada su sino atávico y contribuyendo a tener, por fin, una Sociedad real igualitaria en la que primó la formación y capacitación profesional, el acceso libre a un puesto de trabajo en una economía de libre mercado y escasamente intervenida, y la creación de riqueza, con logros importantes en crecimiento económico de las familias. 

			Estos datos resultan muy incómodos para los intelectuales y políticos de izquierdas, que no quieren reconocer en los gobiernos de Franco ningún éxito. Con el tiempo, ese “negacionismo” del desarrollo que posibilitó en la España de Franco en la economía y la sociedad de la historia, se irán acrecentando aún más, siempre claro, que se cuente con posiciones de investigación rigurosa y análisis concienzudo de especialistas como Prados de la Escosura. 

			Durante los primeros años de la década de 1930, la agricultura y los servicios atemperaron las crisis sufridas por algunas industrias y la construcción. La recesión no afectó a las industrias de consumo como las textiles, cuya producción aumentó gracias al crecimiento de los salarios reales y también por una incipiente incorporación de nueva maquinaria, especialmente en la región de Levante, que venía creciendo en una óptima competitividad desde los entornos de 1900 o 1910 con nueva maquinaria de vapor y otros padecimientos productivos de vanguardia en la época. Telas y papeles pintados fueron los sectores que posibilitaron buena parte del desarrollo industrial en zonas de Alicante y Valencia, como Alcoy, hoy en decadencia.

			Hubo un año singular, la salida de la crisis española fue rápida porque la excelente cosecha de 1932 elevó el PIB de manera inesperada y provocó cierta alegría. Tras una recaída en 1933, su recuperación se consolidó en 1934 por otra gran producciónn agraria. España era un país eminentemente agrario y disfrutaba de esas alegrías temporales que daban las buenas cosechas. 

			Al año siguiente volvió a alcanzarse el nivel del PIB previo a la crisis gracias debido nuevamente al buen comportamiento de la agricultura y a la mejoría de la industria y la construcción, un sector que mejoraba y que traía técnicas del extranjero en la edificación de los edificios de las capitales que habían visto ya comenzar a crear de manera exponencial sus ensanches, como era el caso de Madrid o Barcelona. Técnicamente, la crisis coyuntural había acabado en 1935 y España parecía caminar por cierta estabilidad económica, pero muy alejada de la estabilidad política.

			Un momento de inflexión en la historia de España, llega con la proclamación de la II República el 14 de abril de 1931. Es un momento claro, una raya en la historia que abre la puerta hacia algo incierto. ¿Cuáles fueron los errores del periodo de la II República en el manejo de las tendencias económicas del momento? Si dejamos al margen las tendencias exteriores y nos ceñimos a la manera en que la República condujo la situación, los errores y la falta de tino fueron formidables. Podría afirmarse incluso que hubo ceguera política. 

			El cambio de régimen de monarquía por república podría haber sido aprovechado por sus gestores para crear alguna oportunidad. No hubo gran rechazo social a la proclamación de la república. La monarquía había amortizado ya sus fases de posibilismo. 

			Uno de los graves problemas en esta proclamación estriba en su legitimidad, dejando las manos atadas a sus gestores: después de unas elecciones municipales, los partidos Republicanos ganan en algunas las grandes ciudades, aunque no en el campo ni en el conjunto de España. El rey Alfonso XIII huye al exilio de manera precipitada y cae la monarquía y sus adeptos, que se quedan sin referente, tienen que disimular ante una situación sobrevenida y sin control.

			Como hemos visto, la sociedad española de los años treinta era fundamentalmente rural: un 45,5 % de la población activa se ocupaba en la agricultura, mientras que el resto se repartía a partes iguales entre la industria y el sector servicios. Estas cifras describen una sociedad que aún no había experimentado la Revolución industrial, como hemos dejado claro, un atraso que España vivía como una anomalía historia que la había dejado anclada en los postulados económicos y sociales del siglo de las luces y de las revoluciones sociales. Estaba anclada en un “post-ilustracionismo”, si se nos permite la expresión.

			¿Cómo era la economía y la sociedad de la España de la II República? Ya hemos comentado que era una sociedad eminentemente rural y muy dependiente del campo. La población española vivía confinada al trabajo rural, y una buena parte de las familias vivían aún en entornos rurales con tasas de analfabetismo gigantescas. 

			Hasta finales del siglo XIX un 62% de la población española era analfabeta, una lacra que en los años 30 estaba ya reducida al 30% de la población. Aun así, casi un 27% de los menores de 20 años eran analfabetos cuando se proclamó la II República. Estas tasas se redujeron drásticamente a partir de los años de la década de 1950, hasta hacerlos prácticamente desaparecer. Y es llamativo el dato de que no es la II República, contra lo que se suele creer, la que más mitigó las tasas de analfabetismo entre la población infantil, con sus pretendidos planes escolares, sino la etapa que va entre 1920 y 1930, para los niños entre 6 y 10 años, es decir, el periodo último de Alfonso XIII, como demuestra el trabajo de Narciso de Gabriel “Alfabetización y escolarización en España (1887-1950), de la Universidad de La Coruña.

			Para el estudioso Narciso de Gabriel, resulta muy llamativo y caso de sorpresa, la escala de los procesos de alfabetización durante los primeros años de la etapa de Franco. “En los años cuarenta -dice-, se produce la segunda aceleración (en la alfabetización del país): las tasas de alfabetización masculinas aumentan diez puntos y las femeninas casi catorce. Para las mujeres se trata, sin duda, del período más expansivo, superando incluso las cifras de los años veinte”. “Con muy pocas excepciones -prosigue el autor-, el crecimiento de las mujeres es más elevado que el de los hombres en todas las edades y momentos. Resulta particularmente intensa, y un tanto sorprendente, la ventaja femenina a los nueve años en 1940-50, pues alcanza casi doce puntos”. Algo que el feminismo militante de nuestros tiempos no entenderá nunca ni lo podrá explicar, pero la realidad es tozuda. 

			 Para este autor, “el cambio más importante tiene lugar entre 1920 y 1930, pues al final de este decenio se consigue, siempre a los diez años, una alfabetización del 71,30 por 100 de los hombres y del 67,42 por 100 de las mujeres”. Es decir, que el gran cambio en la alfabetización se produce previamente a la declaración de la República, y no después, por mucho que los actuales instructores de los supuestos aciertos sociales y culturales de la II República lo pretendan. Como vemos, ni siquiera en igualdad, y hasta los estudiosos se sorprenden cuando alcanzan sus conclusiones definitivas, que no se esperaban. España estaba anclada prácticamente en un subdesarrollo que la mantenía atada a la vida rural y a sistemas productivos del campo, y eso suponía un círculo vicioso que la ataba también a la incultura y al analfabetismo. Algo que no comenzó a resolverse de manera real y certera hasta finales de la década de 1940. 

			Los grandes fracasos de la II República se encuentran en los logros sociales que tanto ansiaban algunos de sus últimos ejecutores y que nunca llegaron a plasmar. Mientras la gente espera, muerta de hambre y envuelta en peligros sociales que envolvían la vida del momento, algunos se lanzaron a la poca prudente estela de la afrenta social, echando la culpa a los demás de sus desatinos. Para muchos políticos de extrema izquierda que ejercieron cargos durante la II República, las culpas de todos los males sociales había que echarlas a la Iglesia, a los empresarios o a las personas ricas o con recursos. Nunca se miraron al espejo para reconocer que, en realidad, los malos gestores de lo público eran los que ostentaban los cargos. La República ya estaba proclamada y el rey fuera de España, así que solo había que esperar a que ellos actuaran, algo que no hicieron nunca. 

			Entre los fracasos más estrepitosos estuvieron el mencionado de escuelas y colegios, así como la necesaria alfabetización para que el país pudiera regresar en consonancia con los que ya había pasado una Primera Guerra Mundial. El aumento desmesurado del paro, incluso en el campo, donde residía la mayor parte de la mano de obra, la fallida reforma agraria y la caída de las exportaciones, también se encontraría entre los grandes fracasos de la república.

			También hubo graves errores políticos. Las izquierdas no se conformaban con manejar el cotarro político de la II República, que cada vez era más agresivo e insaciable. Se agredía a políticos de derechas o conservadores, se hacía el vacío a determinados grupos sociales. Se intimidaba al empresario o al terrateniente y se conculcaron derechos, incluso de libertad de expresión, principalmente con medios de comunicación. 

			Efectivamente, el control de la opinión pública se convirtió en uno de los primeros objetivos del estado crecientemente estalinista que se encaramó al gobierno de España. La respuesta del Gobierno fue siempre la misma. Periódicos nacionalistas como «Euzkadi» y «Bizkaitarra», católicos como «La Gaceta del Norte», «Adelante» y «La Tarde», semanarios como «Blanco y Negro» y otras cabeceras como «La Ribera Deportiva», «El Fusil» o «El Siglo Futuro» fueron reprimidos de una forma u otra. Daba igual la tendencia, si eran izquierdistas o conservadores todos eran susceptibles de atentar contra el orden establecido y todos sufrieron la mano censora del régimen.

			Hoy en día, las denominadas «Ley de Defensa de la República» y la «Ley de Orden Público» de octubre de 1932, se consideran impropias de un sistema democrático por muchos historiadores, pero la verdad es que incluso antes de la proclamación de estas leyes, Niceto Alcalá-Zamora había arremetido contra la prensa. La primera, en mayo de ese mismo año, después de que la Guardia Civil reprimiera una manifestación anarquista en la que se provocaron las muertes de ocho personas. A raíz de ese acontecimiento, las autoridades se dedicaron a amenazar a los periódicos con su cierre si contaban la noticia o informaciones de corte similar.

			Los diarios católicos, monárquicos y antir Republicanos encontraron muchas dificultades para salir a la calle o reaparecer tras una suspensión en la primera etapa de este periodo Republicano. Y lo mismo ocurrió después con las cabeceras de tendencia contraria tras la victoria del centroderecha en las elecciones de noviembre de 1933.

			Para hacerse una idea, la primera suspensión e incautaciónn del diario ABC se produjo el 10 de mayo de 1931, despuésés de que su director, Juan Ignacio Luca de Tena, acudiera a una reunión en el Círculo Monárquico Independiente, que le costó al periódico más de 830.000 pesetas y la suspensión de tres meses y medio en 1932, casi 2.400.000 pesetas de la época, pues los 837 obreros, 67 redactores y 81 empleados que tenía en aquel entonces este diario continuaron cobrando sus sueldos. Las protestas entre los medios crecieron e incluso se llegó a crear una «Liga Defensora de la Libertad de Prensa» a la que pronto se adhirieron más de 100 cabeceras, pero las suspensiones no se detuvieron: «El Día», «Easo», «La Constancia», «El Diario de Navarra» y muchos más. Con la nueva «Ley de Orden Público», en 1933, las cosas no fueron muy diferentes.

			Los medios de comunicación como empresas habían sufrido mucho previamente a la proclamación de la II República. Las vísperas Republicanas, meses antes de las elecciones municipales de 1931, fueron especialmente febriles en cuanto a la creación de periódicos y medios de comunicación, lo que proporcionó al sector un impulso y una vitalidad desconocidos hasta entonces. Uno de los efectos de la proclamación de la República fue poner freno al proceso de concentración de medios iniciado en los años 20 y, sobre todo, y pese a las dificultades económicas, elevar la difusiónn de la prensa con tiradas importantes. Pero todo fue un suspiro que duró poco. 

			El 10 de agosto se sublevó en Sevilla el general Sanjurjo, que en abril de 1931, desde su puesto de director general de Guardia Civil, había apoyado a los rebeldes Republicanos, o por lo menos se había inhibido, no evitando las grandes concentraciones de Republicanos, sobre todo en la Puerta del Sol de Madrid, que forzaron la salida de Alfonso XIII. El pronunciamiento, de corte decimonónico, se produjo sólo en Sevilla y Madrid. El Gobierno de Azaña estaba al tanto de la conspiración, por lo que la aplastó con facilidad; además, aprovechó la ocasión para clausurar un centenar de publicaciones de derechas.

			Como afirma el historiador Pedro Fernández Barbadillo, la II República ha pasado a la historia de España por ser el periodo que ha ordenado de manera injustificada y antidemocrática el mayor cierre de periódicos de todos los tiempos. Continuando con el historiador Fernández Barbadillo, menciona que Josep Pla afirma en su Historia de la Segunda República que entre “las primeras disposiciones” del Gobierno de Azaña contra los sospechosos de haber participado en la conspiración estuvo “la suspensión de algunos periódicos revolucionarios de izquierda y de muchísimos periódicos —más de un centenar— de derechas, entre otros ABC y El Debate”.

			La primera lista de las cabeceras cerradas la elaboró el periodista Julián Cortés Cavanillas, de ABC, y la incluyó en su libro Acta de acusación; seguramente de aquí obtuvo Luca de Tena la cifra que él da. Antes del pronunciamiento fracasado habían sido suspendidos gubernativamente cinco periódicos en Madrid, y despuésés se suspendieron en unos días otros 109. En total, 114 periódicos. Fernández Barbadillo dice que Cortés Cavanillas añade que desde semanas antes del golpe estaban suspendidos La Correspondencia, El Imparcial, El Popular, El Mundo y Mundo Obrero, todos editados en Madrid. Por tanto, sólo en la capital de España se clausuraron por orden del Gobierno de Azaña 16 publicaciones. Justino Sonia (La Prensa en la Segunda República española. Historia de una libertad frustrada) ha elevado el número a 127. Ya sabemos que más de un centenar de empresas editores españolas fueron severamente castigadas y cerradas por la II República, aniquilando la libertad de expresión y la iniciativa empresarial, y poniendo en riesgo miles de puntos de trabajo. 

			Un acontecimiento que no suele mencionarse es el golpe es estado de 1934 con el levantamiento armado promovido por UGT, el PSOE, los anarquistas de la CNT y los Republicanos de izquierda. Además, hubo una declaración de independencia de una región, Cataluña, aunque dentro de un supuesto estado federal. No es raro que todo acabara en una Guerra Civil. Desde luego, a los gobiernos de la II República no les falta responsabilidad para que se llegara a aquella situación. 

			La represión política y social también creció sobremanera durante los gobiernos de la II República. Oficialmente hubo 2.225 muertos de todas las facciones del espectro político. Solo en la revolución de Asturias de octubre de 1934 murieron más de 1.500 personas. Todo ello motivó un “apagón” social y civil para mucha gente, el cierre de medios de comunicación y la paralización de la inversión industrial y empresarial, que quedó a la expectativa de la mejora de la situación, que no llegó hasta casi una década después con el final de la Guerra Civil. En las revueltas anarquistas de 1933 murieron 169 personas y durante 1936, en los meses anteriores a la guerra civil, 270 personas. La violencia, el atropello de los derechos civiles, los asesinatos o el allanamiento de las propiedades y bienes se instalaron entre la sociedad española como forma de ser y estar. Se normalizó esta situación.

			La violencia se intensificó en el verano del 36, destacando principalmente el secuestro y asesinato del líder de la oposición y jefe del Bloque nacional, José Calvo Sotelo. El día 17 de julio las fuerzas militares de Marruecos se sublevaron y les siguieron numerosos cuarteles y unidades militares que contaron con un amplio apoyo de la sociedad española, harta de los atropellos y la inseguridad jurídica en la que se vivía. El experimento de la II República llegaba a su fin y comenzaba la Guerra Civil.

			Como recuerda el Marqués de Valdeiglesias en su trabajo “Así empezó”, y propietario La Época:

			Con la noticia del secuestro de Calvo Sotelo por un destacamento de la Guardia de Asalto a las órdenes del ministro de la Gobernación, y de la aparición del cadáver en la puerta del Cementerio del Este con un tiro de bala en la nuca, llegó a la redacciónn del periódico, el lunes 13 por la mañana, la orden terminante del Gabinete de censura: prohibido terminantemente el empleo de la palabra asesinato, así como cualquier otro comentario sobre el suceso. Sólo podría darse la noticia escueta del “fallecimiento” del señor Calvo Sotelo.

			Con el inicio de la guerra civil el crecimiento económico del país cae hasta límites nunca vistos, el -22,57%, aunque todos los años anteriores desde 1930 el crecimiento era negativo, con tasas que van entre el 1% y casi el 4% en el propio año 1930. Tan solo 1934 y 1935 arrojan tasas positivas del 3,57% y el 2,22% respectivamente.

			Los años 1932 y 1934 fueron años de excelentes cosechas que se tradujeron en un crecimiento del PIB, aunque el lastre de los años anteriores hacía que este crecimiento apenas se percibiera como mecanismo de autosuficiencia. En 1931 y 1932 la producción del campo fue muy inferior y el país no crecía realmente, sino que estaba anclado en una economía de subsistencia. 

			Los datos de la renta per cápita son igualmente tristes, y los gobiernos de la II República no se encargaron de corregir la deriva tan peligrosa.

			En cuanto al empleo, no puede aportarse nada positivo. Según los datos objetivos que obran en el Banco de España, en 1931 había 389.000 parados y en 1935 en España estaban registrados 670.378 parados según el Servicio de Estudios del Banco de España, un incremento del 70%, un dato que colocaba a España como el peor de los países de nuestro entorno, muchos de los cuáles habían atravesado la I Guerra Mundial. 

			Pero si en algo los gobiernos de la II república se comportaron de manera absolutamente nefasta fue en la política exterior y de comercio internacional. Las exportaciones cayeron cada año más de la mitad del año anterior. De acuerdo con las cifras del Instituto Nacional de Industria, (INE), las exportaciones españolas en millones de pesetas/oro fueron para cada uno de los años las siguientes: 

			—1930: 2.457,0 pesetas

			—1931: 990,3 pesetas

			—1932: 742,3 pesetas

			—1933: 673,0 pesetas

			—1934: 612,5 pesetas

			—1935: 588,29 pesetas

			Como podemos comprobar, la II República no tiene ningún mérito en la gestión de las exportaciones y del comercio exterior. Se encontró un terreno abonado, y dilapidó esos recursos conduciendo a España a la ruina en solo 5 años. De más de 2.500 millones de pesetas de 1930, se pasó a una cifra que suponía una reducción de casi una quinta parte, con poco más de 588 millones de pesetas. 

			En cuanto a la política monetaria, no hace sino poner en evidencia el fracaso de una política que no tenía pies ni cabeza. El cambio de la peseta con el dólar era en 1930 de 9,629 pesetas por dólar, se pasó en 1931 a 10,548; en 1932 a 12,450; en 1933 a 9,707; en 1934 a 7,390 y en 1935 a 7,351 pesetas.

			Tras la depreciación de los primeros años, la política monetaria de la República consistió en intentar reforzar la moneda. Ello supuso un grave error que castigó a las exportaciones españolas haciéndolas más caras de cara al exterior, una política descerebrada que no aprovechaba dos variantes: 

			La mayor parte de los países necesitaban socios exportadores que les posibilitaran comprar a buen precio para recuperarse de la crisis que había dejado la I Guerra Mundial. 

			La segunda cuestión es que España estaba llena de oportunidades para exportar en un momento en que la mayor parte del mundo estaba sumida en una crisis, la de 1929, que afectaba escasamente a España. 

			En cuanto al sector financiero, cabe señalar que las cotizaciones de la Bolsa de Madrid cayeron en 1929 y se desplomaron en 1931 y 1932, por influjo de la crisis industrial y de la propia proclamación de la República, que no consolidaba un clima favorable ni alcanzaba a ilusionar a las capacidades de inversión del país. Tampoco generó esta proclamación ninguna expectativa positiva entre potencias extranjeras que vieron la salida del rey de España más como un riesgo que como una oportunidad. 

			La Bolsa madrileña intentó recuperarse en 1935, mientras en Europa y Estados Unidos, los pánicos bancarios de 1931 convirtieron una simple recesión en la Gran Depresión que todos conocemos hoy como la crisis de 1929. 

			España tenía en su atraso financiero y bancario de su sistema una ligera ventaja que evitó este desastre. Solo quebró un banco, el de Barcelona. La escasa internacionalización de sus operaciones y el reducido peso de sus inversiones industriales explican la resistencia de los bancos españoles al contagio de la crisis financiera internacional. 

			España fue un desastre desde el punto de vista fiscal entre los años que duró la II República. Una experiencia nada deseable de repetir. Intentó ser moderadamente expansiva, asumiendo riesgos cada vez mayores, porque al no generar riqueza, el país estrechaba sus márgenes para la presión fiscal. A pesar de unas declaraciones de supuesta ortodoxia presupuestaria, los ministros de Hacienda de la República realizaron una política fiscal anticíclica y desastrosa. No sabían lo que eran los ciclos y desconocían además el ciclo en el que se encontraban. 

			La política expansiva de la dictadura fue clausurada por su ministro de Hacienda José Calvo Sotelo en 1929, cerrando el presupuesto extraordinario de 1926. Esta política restrictiva fue asumida por el ministro de Hacienda de la “dictablanda”, Manuel Argüelles en 1930. Pero fue revertida por la Segunda República, cuyos ministros aplicaron una política presupuestaria expansiva, queriendo recordar los tiempos de Primo de Rivera. 

			Entre 1931 y 1934, los ministros de Hacienda incrementaron el gasto público en un 25% para combatir el desempleo e invertir en infraestructuras y educación. Ese era el objetivo, porque incrementaron la presión recaudatoria pero no lograron impulsar ninguno de esos objetivos que quedaron sobre el papel. 

			La presión fiscal aumentó vorazmente por la reforma tributaria de Jaume Carner acometida en 1932. Los ministros de la república no ejercieron de keynesianos, más bien de confiscatorios sin destino de lo recaudado. Como los gastos crecieron más, del equilibrio en 1930 se llegó a un déficit presupuestario del 1,6% del PIB en 1934, casi la bancarrota. Y ya sin margen fiscal, no había impuestos que subir.  

			La política fiscal quedó en poco tiempo estacada y sin medidas que adoptar, y no tuvo ya más repercusiones sobre la producción y el empleo, que cayeron estrepitosamente por unas ideas imposibles de llevar a la práctica, y el gasto público nunca superó el 13,5% del PIB, no habiendo margen para más.

			Hubo un intento por parte de la República de llevar a cabo unos moderados planes de obras públicas, aunque casi no pudieron llegar a materializarse, por lo que tampoco pusieron en riesgo las finanzas del Estado, entre otras cosas, porque no había ya empresarios que arriesgaran con aquellos gobiernos de suicidas, que pretendían que fuera el Estado el que gestionara todo a costa de los impuestos que pagaban las maltrechas economías empresariales. La República no quería empresarios, los quería para pagar impuestos, y luego no encontraba quien ejecutara las obras ni los contratos públicos. El resultado fue el estancamiento absoluto de la obra pública y del mantenimiento de lo hecho hasta ese momento. 

			En España no se llegó a evidenciar una crisis de la deuda pública, porque tampoco se captaron capitales ni quien apostara por prestar al Estado, ni dentro ni fuera de España. España cayó en la desconfianza y, con ello, en la falta de crédito exterior. De hecho, durante los cinco años de la II República, la deuda pública de España se mantuvo estable sin apenas aumento, mantenida en el entorno del 60% del PIB.

			Si en algo se manifiesta siempre el éxito de la República es en la tan ansiada reforma agraria. Esto es un mito. La reforma agraria es uno de los grandes fracasos de la República, jamás se inició, salvo por el asesinato de terratenientes o quema de pastos y cultivos poco antes del estallido de la Guerra Civil, y quedó en una entelequia a la que nadie puede llevar la contraria. 

			Como hemos visto anteriormente, la agricultura jugaba un papel vital en la economía española en el primer cuarto de siglo XX, y así aterrizó ya hasta la mitad del siglo, si acumulamos Guerra Civil y II Guerra Mundial, lo que nos coloca a finales de la década de 1940, que es cuando España empieza a ver la luz a la salida del largo túnel que comenzó en 1931. 

			La agricultura fue en España muy importante en todas sus magnitudes, tanto por contribución a la renta nacional como por mano de obra que empleaba, prácticamente la mitad de la mano de obra, que, además, no era cualificada. De los 8.5 millones de trabajadores que tenía España, unos 4 millones trabajaban en la agricultura, siendo jornaleros unos dos millones de ellos. En el caso de Andalucía, más del 50% de la propiedad pertenecía a los grandes latifundistas.

			La II República intentó impulsar una ley para ofrecer soluciones a los graves problemas del campo, la Ley de Reforma Agraria de 1932, que no tenía en cuenta a los propietarios, y cuyos objetivos fueron fundamentalmente expropiar los grandes latifundios y asentar a los campesinos sin tierras. Una locura, pes estamos hablando de personas analfabetas que no tenían ni idea de lo que era una explotación. El concepto estaba importado de las recientes medidas adoptadas a partir de 1918 con el triunfo de la Revolución Rusa que dio lugar al nacimiento de la URSS, tras la caída del zar Nicolás II, que fue asesinado. Muchos políticos revolucionarios, no necesariamente comunistas, pero si utópicos, de la España de la II República, se inspiraron en los conceptos comunistas de la expropiación y del trabajo en comuna. 

			Las tierras de los grandes propietarios y de la nobleza fueron expropiadas siguiendo esta ley sin llegar a pagar justiprecio ni indemnización. Y a veces de manera antojadiza: si alguien era acusado de disponer de tierras que tenía mal cultivadas, arrendadas sistemáticamente o no regadas o sembradas, se arriesgaba a que se las expropiaran. 

			Esta ley, que contribuyó a acentuar la tensión social, no tuvo ningún alcance práctico en la economía salvo el sentimiento revanchista contra los productores y terratenientes, y paralizó absolutamente el campo, que era la semilla de la economía nacional. 

			La Ley de Reforma Agraria era además casi imposible de poner marcha por la complejidad técnica de su aplicación, la falta de presupuestos nacionales, la lentitud burocrática y la resistencia de los propietarios que se cruzaron de brazos hasta ver como se despejaba la situación. Muchos preferían arriesgarse a ser expropiados que poner en marcha unos cultivos que estaban siendo vigilados, con campesinos al borde de la revuelta o que no querían trabajar envalentonados, o sabiendo que su producción, después de asumir riesgos económicos e inversiones, no iban a tener salida en los mercados. Por tanto, ni se sembró ni se expropió. Y la Reforma Agraria fue un estrepitoso fracaso, especialmente por no atender a razones de consulta con los interesados y de no calcular los riesgos que tamañas medidas iban a traer, con consecuencias nefastas en la contabilidad nacional y en el PIB. 

			Las reformas sociales supusieron otro gran fracaso de la tan cacareada II República, uno de sus emblemas que jamás pudo realizarse por desgracia para España. La Segunda República impulsó una serie de medidas destinadas a mejorar las condiciones laborales, entre las que sobresalieron la Ley de contratos de trabajo y de jurados mixtos, el establecimiento de la jornada laboral de 40 horas, el aumento de los salarios, como actualmente el salario mínimo interprofesional (SMI), la creación de los seguros sociales, el lanzamiento de una baja de maternidad para las escasas mujeres que se incorporaron al mercado laboral, o la ampliación y potenciación de la sanidad pública, pero el problema fue la escasez de recursos y la paralización económica del Estado: al no crearse riqueza ni generarse empleo, todo quedó en un proyecto frustrado por el estallido de una Guerra Civil cuyos principales responsables eran precisamente quienes llevaban la batuta del país, que no hicieron nada por evitarlo. 

			Hubo en la breve y desgraciada historia de la II República varias etapas previas al estallido de la Guerra Civil en 1936; esta etapa, que sería la última, es la que corresponde ya con una economía de guerra, y se dilata desde 1936 hasta el final de la contienda, siendo conocida como el “Frente Popular”. El país quedó dividido entre las zonas de los bandos contendientes y no puede hablarse de un sistema económico como tal, sino de una economía de sostenimiento bélico y autosuficiencia qué destacaría por el descontrol monetario y la descoordinación de los recursos. Esta fase de la guerra es materia de tesis doctoral, por cuanto supone uno de los grandes fracasos del Frente Popular: el que no fuera capaz de coordinar recursos es para algunos investigadores, como José Luis Barceló, una de las causas de la pérdida de la guerra civil por parte de la República. Según Barceló, la política monetaria de la república durante la Guerra Civil no se unificó y, mientras el bando comandado por el General Franco, que acabaría siendo Jefe del Estado, centralizó el Burgos el Banco de España y su política monetaria y de emisión de circulante con una sola moneda para todo el territorio bajo su control, el bando Republicano no consiguió mantener una única política monetaria y emisora de moneda, con lo que hubo varias “monedas Republicanas” e incluso ayuntamientos o territorios que emitieron su propia moneda circulante local. Esta política fue enormemente costosa para la República que no consiguió además centralizar compras a proveedores externos, en material bélico, provisiones o alimentos y combustibles, mientras que el bando Nacional ejerció un correcto control de su economía mucho más eficaz en resultados. Estas circunstancias económicas y de política monetaria y la del mando único en la Guerra, con jerarquías y oficialía profesional, son, según José Luis Barceló, dos de las causas principales que contribuyeron decisivamente a que la balanza en el éxito de la guerra se inclinara desfavorablemente para el bando Republicano. José Luis Barceló, además de buen amigo y compañero, es el responsable de información económica en radioya.es, además de directo y editor de El mundo Financiero.

			Los tres periodos, a parte del comentado de la propia guerra civil y del comprendido entre febrero a julio del 36, en que se divide la II república, son los siguientes: 

			El Gobierno Provisional o periodo constituyente: Abril a diciembre de 1931

			Este periodo, de unos pocos meses, fue apenas productivo, aunque muy revuelto y confuso. Este periodo destacó por la inseguridad que causaba la nueva situación y la improvisación de sus medidas. El Gobierno Provisional de la Segunda República Española fue de la caída de la monarquía de Alfonso XIII y la proclamación de la república el 14 de abril de 1931 hasta la aprobación de la Constitución de 1931 el 9 de diciembre. Se formó un primer gobierno ordinario el 15 de diciembre. Hasta el 15 de octubre de 1931 el gobierno provisional estuvo presidido por Niceto Alcalá-Zamora, y tras la dimisión de este a causa de la redacción que se había dado al artículo 26 de la Constitución que trataba la cuestión religiosa, le sucedió Manuel Azaña al frente del gobierno. Ya se vislumbraba que uno de los escollos era el hecho religioso, que luego tantas vidas costarían entre seglares, monjas, sacerdotes y frailes. La depresión económica que azotaba a Europa y a Estados Unidos recientemente desde 1929, afectó a la construcción y a las pequeñas industrias complementarias. Creció el desempleo en las ciudades, e indirectamente se incrementó el subempleo en el campo, al quedarse los jornaleros sin posibilidad de emigrar a las ciudades, donde también comenzaba a crecer la inseguridad y el desempleo. Creció el sentimiento de inseguridad de los trabajadores que tenían empleo y el gobierno fue incapaz de generar expectativas positivas ni trasladar esperanza. Fue un periodo caótico, que coincidió con esos sucesos de quema de conventos tan conocidos y poco reconocidos, que se extendió hasta el verano de 1931. Poco antes, el Cardenal Pedro Segura había sido detenido el 11 de junio, dando una sensación penosa del gobierno en plena efervescencia anticlerical que parecía justificar todo menos el buen gobierno. 

			Y se sucedieron tras decisiones arbitrarias y contra el estado de derecho. Unos de los problemas en los que se enfrascó el Gobierno Provisional en la primavera de 1931 fue el de la reforma agraria, que quería acometer no por resolver los problemas de los campesinos o jornaleros, sino siguiendo la inspiración bolchevique. Todo partía de una grave situación de las cosechas y el campo en los años anteriores, sobre todo en Andalucía y Extremadura, donde el invierno anterior se habían superado los 100.000 parados y se habían denunciado abusos en la contratación y los bajos salarios que percibían algunos colectivos.

			Para afrontar esta situación y dar la sensación de que se apoyaban medidas urgentes, el Gobierno Provisional aprobó a propuesta del entonces ministro de Trabajo, Francisco Largo Caballero, marxista convencido, consistente en siete decretos agrarios del Gobierno Provisional que tuvieron un enorme y desgraciado impacto, especialmente el Decreto de Términos Municipales, de 20 de abril de 1931, que proporcionaba a los sindicatos que él decidía, un mayor control del mercado de trabajo, al impedir la contratación de jornaleros de fuera del municipio hasta que no tuvieran trabajo los de la localidad. Una locura de propuesta que apagó completamente el campo español. Ni se contrató a nadie, ni se explotó mejor el campo. 

			Otro decreto fue el de Jurados Mixtos, de 7 de mayo, por el que se creaban estos organismos integrados por 6 patronos, 6 obreros y 1 secretario nombrado por el Ministerio de Trabajo para regular las condiciones de trabajo en el campo. Estos decretos pretendían ajustar los jornales de los campesinos, experimentano subidas sustanciales desde las 3’5 pesetas diarias que percibían hasta ese momento, hasta superar las 5 pesetas diarias. El problema es que no se generó más trabajo y los jornaleros fueron cayendo en una pobreza más extrema y, además, sin posibilidad de mirar a las ciudades. 

			Entre los ministros con responsabilidades económicas, que destacaron en este periodo constituyente, sobresale la figura de Indalecio Prieto al frente de la cartera de Hacienda, al frente de un ministerio que nadie deseaba, empezando por el propio Indalecio. En contra de lo que podríamos pensar, la gestión de Prieto es calificada de “excelente”, por el economista Juan Velarde, a lo largo de los siete meses de gestión, que van del 14 de abril al 16 de diciembre de 1931. Prieto sería sustituido por Jaime Carrer durante el primer bienio social azañista, pasando Indalecio Prieto a ocupar en ese momento la cartera de Obras Publicas hasta septiembre de 1933. Posiblemente, uno de los grandes aciertos de Prieto, es el de cumplir la promesa con las obligaciones dinerarias contraídas por la monarquía. Mantuvo la CAMPSA, a pesar de haberse opuesto a su creación y de haber sido creada bajo la presidencia de Primo de Rivera y siendo Ministro de Hacienda José Calvo Sotelo. Indalecio Prieto se ganaría la animadversión de la banca en esta primera etapa, “al amenazar con la cárcel a todo aquel que evadiera capitales”, o a los consejeros de entidades bancarias que lo permitieran. Trato de limitar los privilegios del Banco de España, que, por aquella época, era una entidad privada, sentó las bases para la creación de un Banco Nacional Agrario, y quiso “dirigir” el ahorro de los particulares hacia las cajas de ahorro. Como hemos comentado, ocuparía la cartera de Hacienda hasta el 16 de diciembre, cuando es sustituido por Jaime Carrer y el pasando a ocupar el Ministerio de Obras Públicas. Otro de los grandes aciertos de Prieto, es el contar con técnicos y funcionarios que habían trabajado durante la dictadura, como es el ingeniero Lorenzo Pardo y el economista Antonio Flores de Lemus. Como destaca el propio Juan Velarde, “Prieto malogro las esperanzas que su gestión había abonado en muchos españoles”.

			Pedro Fernández Barbadillo, en artículo publicado en Libertad digital, bajo el nombre “¿Qué hizo la República con las deudas de la Monarquía?”, también se hace eco de la buena gestión de Prieto en el Ministerio de Hacienda, al hacer frente a las deudas contraídas por el régimen anterior. Nos recuerda Pedro, como el historiador Michael Seidman, en su libro “La Victoria Nacional. La eficacia contrarrevolucionaria en la guerra civil”, explica que “la honradez de los sublevados” con los caudales públicos, así como la erección inmediata de una cobertura social para viudas, huérfanos, mutilados y desempleados, favoreció su causa. Todo lo contrario que lo realizado por el gobierno del Frente Popular antes y durante la contienda. No pagar las deudas se considera marxista, motivo por el cual, los inversores tanto nacionales como extranjeros, preferían hacer tratos con los sublevados, que no con el gobierno del Frente Popular, que no se comportaba de una forma “honorable”, no haciendo frente a sus obligaciones.

			Primer bienio social-azañista entre 1931 y 1933

			Esta etapa es conocida por algunos autores e historiadores de izquierdas como el bienio “reformista” o bienio “transformador”, un corto espacio de tiempo que no llega a tres años y que no consigue absolutamente nada. El principal objetivo que se le podía pedir a estos gobierno es el de estabilizar la economía y las convulsiones sociales y políticas a las que se había llegado. Pero no se centra en esto y deriva hacia nuevos vértigos en sus decisiones. 

			Esta etapa se caracteriza por constituir la fase en la que el gobierno de coalición de Republicanos de izquierda y de socialistas presidido por Manuel Azaña, formado el 15 de diciembre de 1931 tras aprobarse la Constitución de 1931 y tras rechazar el Partido Republicano Radical su participación en el mismo por estar en desacuerdo con la continuidad en el gobierno de los socialistas profundiza las reformas iniciadas por el Gobierno Provisional. El propósito de todas estas medidas no es corregir el rumbo acometido por el gobierno provisional con la quema de conventos o la incautación de bienes, sino profundizar en el error de manera más radical. Lo que quieren los protagonistas de esta fase, es un radical cambio de la realidad económica, social, política y cultural de España, dándole una vuelta total y no necesariamente en positivo. Algo habían conseguido ya, pues estaba la prensa inmovilizada y amplios sectores sociales estaban padeciendo el pánico y el terror hacia las medidas que contra ellos pudiera adoptar el Gobierno. Un terror que recuerda al “terror de Robespierre” o el “terror Bolchevique”, un miedo que inunda la sociedad y que la cohíbe de salir a la calle a protestar. Este nuevo gobierno se formó tras la elección de Niceto Alcalá Zamora como presidente de la República, quien confirmó a Manuel Azaña como presidente del Gobierno.

			La gran oposición a muchas de las reformas de este periodo la tuvo el Gobierno desde dentro, donde tenía su mayor enemigo, con facciones anarquistas y radicales de izquierdas que se inspiraban en la revolución bolchevique que solamente hacía 13 años había logrado un gran éxito en Rusia. Estos sectores de extrema izquierda y anarquistas querían un cambio mucho más brutal, sosteniendo una resistencia al reformismo Republicano que se caracterizaban por lo que podíamos considerar como “suave”, en comparación con los primeros. Entre los grupos que mostraron más oposición a los cambios “moderados” estaban las organizaciones anarquistas como la CNT y la FAI, que luego tuvieron un papel tan contundente y relevante en el transcurso de la Guerra Civil, frente a un PSOE que no fue capaz de dar la talla, y un sector del socialismo, el vinculado al sindicato UGT, por aquellas fechas mucho más revolucionario que en la actualidad y menos mercantilizado que el de los sectores sindicales que vivimos en los tiempos actuales. Para estos sectores, la República parecía estar representando el “orden burgués”, sin diferenciarse demasiado con los regímenes políticos anteriores incluyendo el periodo de Primo de Rivera y la monarquía. Lo que estos sectores querían era implantar el “comunismo libertario” o un “socialismo” real, según los segundos, todos ellos inspirados de alguna manera en las diferentes facciones de la Rusia estalinista. 

			Desde el punto de vista del diseño económico, este periodo fue un desastre y un fracaso. Las primeras reformas en este campo fueron acordadas por el Gobierno Provisional a propuesta del ministro de Trabajo, el socialista de tendencia marxista Francisco Largo Caballero, líder de la UGT, que continuó con el mismo cargo en el gobierno de Azaña. Las dos líneas en las que trabajó fueron su proyecto personal de regulación de las relaciones laborales, la Ley de Contratos de Trabajo y la de Jurados Mixtos, que encontraron oposición tanto por los patronos como por la CNT, que quería posiciones más radicales de expropiación y detención de propietarios, empresarios y terratenientes.

			La locura y el desastre en la gestión hicieron que el número de huelgas y de incidentes violentos a consecuencia de estas y otras medidas, y de las que dejaron de adoptar ante una situación que se iba de las manos, creció, se crearon graves problemas de orden público que se fueron incrementando a lo largo del primer bienio de la República. Uno de los causantes de estos desastres y estragos fue uno de los “socios” del gobierno, la CNT, que se negaba a utilizar los mecanismos oficiales de conciliación. Los radicales no querían conciliación, querían cortar cabezas y que corriera la sangre. Querían la revolución bolchevique. Además, estaban en juego los dos modelos sindicales nacientes, el socialista y anarcosindicalista, que eran casi opuestos y que se implantaron de manera irregular según las regiones: los socialistas eran preponderantes en Madrid, Asturias y Vascongadas, mientras que los anarquistas se hicieron fuertes en Andalucía, Valencia y Cataluña. Mientras ellos estaban en estas peleas el país se hundía. 

			Los patronos también intentaron movilizarse contra la reforma socio laboral de Largo Caballero, con toda lógica, porque estaban arriesgándose a que les quitaran bienes, les sancionaran y les expropiaran sus campos, si no se producía como el gobierno decía. Muchos pararon la producción y la contratación de jornaleros. A finales de enero de 1933, en plena crisis política por los sucesos de Casas Viejas, la Confederación Patronal Española dirigió una carta abierta a Azaña en la que señalaba la «vertiginosa rapidez» con que iba siendo aprobada la nueva legislación social y se quejaba de los jurados mixtos que prácticamente siempre daban la razón a los obreros, gracias al voto del representante del ministro de Trabajo que deshacía los empates.

			También se pronunció de manera muy parecida la Unión Económica, que agrupaba a empresarios y economistas, que se quejó de las tendencias “socialistas” del Gobierno. Estas movilizaciones confluyeron en una asamblea económico-social celebrada en Madrid en julio de 1933, en la que se pidió la salida de los socialistas del gobierno, a los que hacían responsables de la “ruina de la economía” por el aumento de los costes a causa de los incrementos de los salarios y de la intervención obrera, que se llamó por aquellas fechas la “socialización en frío”. También habría otro motivo gravísimo: la inacción y la ineficacia del gobierno para detener y reducir el número de huelgas y garantizar la paz social y volver a la normalidad, algo que parece que el gobierno no quería. 

			La reforma agraria había sido un fracaso, y así ha quedado para la Historia de España. Era una reforma no para resolver un problema, sino inspirada en las reformas bolcheviques de la Rusia comunista. Los efectos de la Ley de Reforma Agraria fueron nulos e incluso contraproducentes: alejaron la economía del campo y el desarrollo agrario quedó anulado como pivote de la economía nacional, alejando al hombre del trabajo en el campo. Esa fue su triste realidad y consecuencia. A finales de 1933, solo se habían ocupado 24.203 hectáreas, repartidas entre 4.339 campesinos, a los que habría que añadir otros tres o cuatro mil en las tierras previamente expropiadas a la Grandeza. 

			Hay muchas razones para explicar el desastre en que se sumió el campo poco antes de comenzar la Guerra Civil, pero una es, desde luego, lo inapropiado de las medidas adoptadas. Los ingeniosos políticos que idearon tales medidas creyeron que con incautar las tierras ya se resolvía el problema. Otro motivo fue la nula previsión y redimensionamiento de las medidas a aplicar, ya que el Instituto de Reforma Agraria (IRA), que era el organismo encargado de aplicar la ley, no fue dotado de recursos de ningún tipo, ni humanos ni económicos suficientes para llevar a cabo la reforma. El gobierno carecía de visión, la Hacienda pública no contaba con presupuestos y las reformas, antisociales y contra la seguridad ciudadana y la legalidad, no contaron con financiación de ningún tipo, ni pública ni privada. 

			La lentitud de tortuga en la aplicación de la ley se intentó paliar con una medida complementaria, que fue el Decreto de Intensificación de Cultivos de 22 de octubre de 1932, un desastre que permitía la ocupación temporal de fincas de tierras de labranza que hubieran dejado de ser arrendadas a cultivadores y se hubieran dedicado solo a la ganadería en la mitad sur de España, Extremadura especialmente. La medida afectó a 1.500 fincas en 9 provincias de unas 125.000 hectáreas en total, y se computa que dio trabajo precario de subsistencia a 40.108 familias, sobre todo extremeñas, cuyos miembros se encontraban en paro y que pudieron cultivar patatas y poco más para comer ellas mismas, pero sin deriva a los mercados. 

			El fracaso de la reforma agraria fue una de las causas principales de la aguda agitación social del periodo 1933-34, aspavientados por los grupos más radicales de la UGT y de la CNT que no ayudaron nada al gobierno. Esto la izquierda no lo suele comentar ni difundir, ni tampoco explicar. El anuncio de la reforma hizo creer a muchos jornaleros en una rápida entrega de tierras que pasarían a su propiedad, incautadas por el Gobierno a sus antiguos poseedores; muchos campesinos pensaron que se iban a convertir en ricos propietarios por el solo hecho de poseer las tierras expropiadas y se les llenaron los ojos. Todo esto llevó a una rápida decepción en cuanto los hijos de los jornaleros comenzaron a tener hambre. No se cultivaba, nadie los contrataba para cultivar y nadie organizaba la producción. Muchos jornaleros echaron pronto de menos a los antiguos terratenientes, pero el desastre estaba ya consumado y los comisariados políticos en el campo estaban ya implantados por los sindicatos de izquierda. No había posibilidad de revertir la situación. Esta situación tan trágica llevó a la radicalización de la Federación Nacional de Trabajadores de la Tierra (FNTT) de UGT, coincidiendo así con la CNT, que desde el principio había combatido una reforma agraria que, según ella, consolidaba el modelo capitalista en el medio rural e imposibilitaba el que se produjera una “verdadera” revolución. Lo que querían los “revolucionarios” era que los campesinos no se les desmandaran y que comenzaran a echar de menos a los que llevaban siglos explotando las tierras y dando de comer a todo el mundo. El hambre es muy mal consejero político y la gente cambia pronto de ideas cuando ve a sus hijos pasar frío o hambre. Y esto justo es lo que estaba ocurriendo a finales de 1933 en España. 

			Solo hay que recordar algunos datos de 1933, y no había estallado aún la Guerra Civil: en enero, poco después de Reyes, se produjo un levantamiento anarquista a nivel nacional, la llamada Revolución de enero de 1933. Anarquistas de toda la geografía española se rebelaron con el objetivo de instaurar el comunismo libertario. Varios ayuntamientos de provincias fueron incendiados y en Barcelona los obreros y la policía se enfrentaron, dejando un balance de 37 muertos y 300 heridos en tres días. En algunos lugares como Valencia o Sevilla se declaró el estado de guerra y se procedió a la clausura de los sindicatos obreros. Y no estaba Francisco Franco. 

			Segundo bieno radical-cedista, de 1934 a 1936

			Este es el último periodo de la II República previo al estallido de la Guerra Civil y a la fraudulenta victoria del Frente Popular. Es conocido también como el “Bienio Negro”, o bienio “rectificador” o por algunos autores como el bienio “conservador”, dependiendo de la tendencia política del autor. Es el periodo comprendido entre las elecciones generales de noviembre de 1933 y las de febrero de 1936 durante el que gobernaron los partidos de centroderecha Republicana encabezados por el Partido Republicano Radical de Alejandro Lerroux, aliados con la derecha católica de la CEDA y del Partido Agrario, primero desde el parlamento y luego participando en el gobierno. 

			La entrada de la CEDA en el gobierno en octubre de 1934 desencadenó el hecho más importante del periodo, que fue la Revolución de 1934, una fracasada insurrección socialista que solo se consolidó en Asturias durante un par de semanas, y de la que hemos hablado extensamente, y que fue el único lugar donde también participó la CNT. Fue finalmente sofocada, en una situación insostenible cuya presión y tensiones crecían por instantes, con la economía social y nacional en bancarrota y la masa de la población en la indigencia. Para sofocar esta revolución tuvo que intervenir el ejército. A diferencia de la relativa estabilidad política del primer bienio, con los dos gobiernos presididos por Manuel Azaña, el segundo fue un periodo en que los gobiernos presididos por el Partido Republicano Radical tuvieron un promedio de tres meses de vida, se formaron ocho gobiernos en dos años, y se turnaron tres presidentes distintos: Alejandro Lerroux, Ricardo Samper y Joaquín Chapaprieta. Todavía duraron menos los de los dos últimos gobiernos del bienio, los presididos por el “centrista” Pórtela Valladares.

			¿Hubo cambios en este periodo? ¿Fue realmente de “rectificación”?. Lo cierto es que se intentó tomar medidas de estabilización social y económica. La pretensión del gobierno de Lerroux fue la de «rectificar» las reformas del primer bienio, no llegar a anularlas, pero si modificarlas en un sentido de ofrecer estabilidad al sistema. Intentó en este periodo incorporar a la derecha «accidentalista», la que no se proclamaba abiertamente monárquica, aunque sus simpatías estuvieran con la monarquía, ni tampoco se proclamaba Republicana, lo que sí se proclamaba era abiertamente católica. Estas opciones las representaba la CEDA y el Partido Agrario.

			El primer problema al que tuvieron que hacer frente los gobiernos radicales fue la insurrección anarquista de diciembre de 1933 que como las dos anteriores del primer bienio, también resultó un completo fracaso. El balance de los siete días de la insurrección fue de 75 muertos y 101 heridos, entre los insurrectos, y 11 guardias civiles y 3 guardias de asalto muertos y 45 y 18 heridos, respectivamente, entre las fuerzas de orden público. Una broma para el nuevo gobierno. En cuanto a las reformas del primer bienio, la reforma militar de Azaña se mantuvo, aunque los gobiernos radicales imprimieron a su gestión una orientación marcadamente contraria de la etapa de Azaña, intentando atraerse a los militares descontentos. Este bienio intentó “contentar a todos” pero sin contentar a nadie y sin resolver los problemas. Las reformas sociolaborales de Largo Caballero fueron parcialmente “rectificadas”, aunque sin espíritu de “contrarreforma”, porque el gobierno se mantuvo plegado a unos sindicatos agresivos y violentos que conservaban una gran capacidad de movilización. Esto se tradujo en una creciente oleada de huelgas a lo largo de 1934, que por primera vez desde la proclamación de la república eran convocadas por comités conjuntos de UGT y CNT. La UGT estaba ya plegada también a los rencores bolcheviques de la CNT, y no se salió de ahí hasta la finalización de la Guerra Civil. Una culpa y una lacra que este sindicato llevará ya de por vida. 

			Más adelante, el ministro Cirilo del Río Rodríguez, respetó el ritmo previsto de aplicación de la Ley de Reforma Agraria, por lo que en 1934 se asentaron más campesinos que durante todo el bienio anterior, expropiándose el cuádruple de propiedades, aunque la Ley de Amnistía aprobada en abril de 1934 le devolvió a la nobleza “grande de España” una parte de las tierras que le habían sido confiscas por el gobierno de Azaña, por la implicación de algunos de sus miembros en la Sanjurjada.

			Este gobierno pretendió desmontar el “poder socialista” en el campo, para lo que anuló o modificó sustancialmente los decretos agrarios del Gobierno Provisional, porque estaban minados por los sindicatos radicales UGT y CNT. En febrero de 1934 no se prorrogó el Decreto de Intensificación de Cultivos. La derogación de facto del decreto de Términos Municipales y la reforma de los Jurados Mixtos Agrarios, les permitió a los propietarios volver a gozar de una casi completa libertad de contratación de los jornaleros que necesitaban y se volvió a una incipiente contratación, tan deseada por muchos. 

			La respuesta sindical, fue la convocatoria por parte de la FNTT de una huelga general de jornaleros del campo para comienzos de junio, aun sin contar con la aprobación de la ejecutiva nacional de UGT, que estaba preparando una huelga general revolucionaria de ámbito nacional. Aquí todo se arregla con huelgas a coste del erario y de la paralización de toda actividad productiva en el país. El gobierno acabó apoyando la línea dura del ministro de la Gobernación Salazar Alonso, que consideró la huelga un “movimiento revolucionario” y declaró de “interés nacional” la recogida de la cosecha, dando instrucciones para que se impidiera la actuación de las organizaciones campesinas y, por tanto, de las huelgas. Era lógico. Así “la mayor huelga agraria de la historia” dio lugar a una represión sin precedentes en la República. Hubo más de 10.000 detenciones y unos 200 ayuntamientos de izquierda fueron destituidos y sustituidos por gestoras nombradas por el gobierno. Los enfrentamientos entre huelguistas y las fuerzas de orden público causaron trece muertos y varias decenas de heridos. Como consecuencia de estas actuaciones y de las decisiones de Salazar Alonso, el sindicalismo agrario fue prácticamente desmantelado, algo que muchos querían ya desde hace tiempo, incluyendo a los propios campesinos y jornaleros, los grandes sufridores del despotismo sindical. 

			La anunciada “huelga general revolucionaria” se inició el día 5 de octubre de 1934 y fue seguida prácticamente en casi todas las ciudades, aunque no en el campo, que acababa de salir de su propia huelga. No hubo apenas insurrección armada, que quedó reducida, salvo en Asturias y Cataluña, a algunos tiroteos y ninguna población importante quedó en poder de los revolucionarlos. En Vascongadas, donde los nacionalistas no secundaron el alzamiento, la huelga se mantuvo en algunos puntos hasta el 12 de octubre y los enfrentamientos armados más duros se produjeron en la zona minera de Vizcaya. Murieron al menos 40 personas, en su mayoría huelguistas abatidos por los guardias. En Éibar y Mondragón, las acciones violentas de los insurrectos causaron varias víctimas, entre ellas un destacado dirigente tradicionalista y diputado Marcelino Oreja, que murió asesinado por las milicias socialistas.

			Durante este periodo último previo a la Guerra Civil, se puso fin a la política reformista puesta en marcha desde octubre de 1934 hasta abril de 1935, por el cedista liberal Manuel Giménez Fernández, cuyo proyecto más ambicioso había sido la Ley de Yunteros que prorrogaba la ocupación de tierras por los campesinos extremeños, por lo que fue tildado de “bolchevique blanco” por las organizaciones de propietarios y por sus propios compañeros de partido. También intervino el nuevo ministro de Agricultura Nicasio Velayos Velayos, miembro del Partido Agrario y gran terrateniente, que inició inmediatamente una política claramente “contra reformista”. 

			Lo primero que hizo al ocupar el ministerio, fue no renovar la Ley de Yunteros, por lo que miles de familias se vieron expulsadas inmediatamente de las tierras que habían sido confiscadas en etapas anteriores, intentando restituir la legalidad anterior que había sido violada. A continuación, el 3 de julio presentó la Ley para la Reforma de la Reforma Agraria, que fue aprobada el 1 de agosto de 1935, y que supuso la congelación definitiva de la reforma iniciada en el primer bienio. Asimismo, las organizaciones socialistas de jornaleros quedaron completamente desmanteladas, los jurados mixtos en el campo dejaron de funcionar y más de 2.000 ayuntamientos fueron sustituidos por comisiones gestoras nombradas por el gobierno. Los objetivos de estas medidas eran estabilizar socialmente el conjunto de España y volver a la convivencia, y establecer unas bases mínimas de seguridad. 

			Se puso asimismo en marcha una “contrarreforma sociolaboral” por la que se suspendieron los Jurados Mixtos y se aprobó un decreto que declaraba ilegales las “huelgas abusivas”, que eran casi todas las que no tuvieran un carácter estrictamente laboral o no contaran con autorización gubernativa. Hasta la fecha, se convocaban miles de huelgas todo el tiempo, incontroladas y muchas calificadas de revolucionarias, que acaban en grandes disturbios, incendios o violaciones de la seguridad jurídica o de la propiedad privada, allanando domicilios o causando daños personales. 

			Durante este periodo, y dado que se venía de una profunda convulsión social y productiva, miles de obreros había sido despedidos de las empresas y factorías, o los jornaleros no eran contratados. Muchos habían perdido sus puestos de trabajo por tomar parte en las huelgas de la “Revolución de Octubre” o por su creciente actividad revolucionaria en los sindicatos radicales. Habían permutado la estabilidad de su trabajo por la acción sindical revolucionaria con consecuencias catastróficas: ni tenían trabajo, ni podían participar en ninguna revolución. 

			Las consecuencias de la “contrarreforma sociolaboral” emprendida en este último periodo, fueron la congelación de los salarios y el aumento de la jornada laboral en los espacios donde aún se mantenía la actividad productiva. En otros lugares, tal actividad había desaparecido.

			Estamos, por tanto, ante un breve periodo de la historia de España, que destaca por la ineficacia del sistema político para atajar los gravísimos problemas a que estaba sometida España. La II República no fue capaz de mantener la estabilidad social y el equilibrio de las tensiones económicas del país, tampoco supo aprovechar las grandes oportunidades que le ofrecía el no haber participado ni en la I Guerra Mundial, ni la escasa afectación que tuvo la crisis de 1929, en un país eminentemente agrario que podía haber girado a exportador. 

			La II República es culpable de no haber gestionado correctamente la oportunidad que le ofrecía el hecho de ser la generadora de una cierta ilusión, tras la salida del rey Alfonso XIII, una ilusión y una expectativa, que debería haber encauzado correctamente en vez de traicionarla. Estamos ante un tremendo fracaso colectivo, que España no debería nunca repetir. 

			John Maynard Keynes visita España. La política monetaria de 1930

			La profesora Roció Sánchez Lissen, en un magnífico trabajo bajo el titulo Keynes en España, nos detalla de forma pormenorizada las visitas que el economista Keynes realizo a nuestro país. El economista John Maynard Keynes visita España en tres ocasiones, las dos primeras consistieron en unas vacaciones, en 1907 y 1909. Nosotros nos centraremos en su tercera y última visita. El objeto de la tercera visita era el de dar una conferencia en Madrid, invitado por el Comité Hispano-Ingles, que presidia el Duque de Alba, entonces Ministro de Instrucción Pública en el Gobierno de Berenguer, en los estertores de la Monarquía, en la Residencia de Estudiantes, en junio de 1930. Es un tiempo donde se pone especial énfasis a uno de los principales problemas que obsesionaban a los economistas de la época, como era el de la depreciación de la moneda, en concreto, al gobierno de España le obsesionaba la depreciación de la peseta. Una depreciación que se entendía que afectaba de forma directa al “prestigio” político del país.

			La España de los años 30 es muy diferente a la que conocemos actualmente. España contaba con una población aproximada de poco más de 23 millones de habitantes, con una esperanza media de vida de 50 años. El sector primario suponía el 23% del PIB, un 32% el sector secundario y casi un 45% el sector servicios. Si hablamos del PIB por habitante respecto al de otros países europeos, nos encontramos con diferencias notables, por ejemplo, era muy similar al de Italia con un 98% y muy superior al de Portugal, con un 140%. Con Alemania y Francia, nuestro PIB por habitante era el 76% y respecto al Reino Unido era el 60%. Respecto a los Estados Unidos, el PIB per cápita de España era del 46%.

			Como ya hemos visto con anterioridad, al inicio del régimen de Primo de Rivera en 1923 y hasta 1929, España registra tasas positivas de crecimiento en su PIB, excepto en el ejercicio de 1926 (1,3%, 2,8%, 6,2%, -0,4%, 8,6%, 0,4% y 7% respectivamente). Los años 1930 y 1931 los registros del PIB representan un fuerte retroceso (-3,3% y -2,5%). En 1930 España crece de forma muy acelerada, gracias al consumo privado y la demanda interna. El consumo público solo representaba el 10% del PIB, representando las exportaciones una contribución negativa de casi el -2%. Somos una economía cerrada al exterior, muy hermética y similar a países como Francia e Italia. La economía más abierta seria la del Reino Unido, sobre todo por sus relaciones comerciales con USA. Entre 1925 y 1929, los principales clientes Españoles, al igual que ahora, son los países europeos, sobre todo exportamos al Reino Unido, un 20,5%, seguido de Francia con un 20,1%, Alemania con un 7% y Portugal con un 1,8%, mientras que las exportaciones a USA representan el 11,3%.

			Los tipos de interés oscilaban del 5% de los préstamos sobre efectos públicos, y del 7% del descuento comercial. Los créditos y préstamos con garantía de valores mobiliarios, así como los descuentos comerciales, tenían un tipo de interés del 6% y, por último, los créditos personales estaban al 6,5% en 1930.

			Si hablamos del tipo de cambio de la peseta respecto a la libra, entre 1918 y 1925, el tipo de cambio pasa de 19,8 a 33,6 pesetas la libra. En los dos años siguientes, 1926 y 1927, tendríamos una “apreciación” de la peseta, lo que significo 32,8 y 28,5 respectivamente, para que entre 1928 y 1931 tuviéramos ahora una nueva “depreciación”, al pasar de 29,3 a 47,6 pesetas por libra respectivamente.

			Como nos recuerda la profesora Rocío Sánchez Lissen, la Residencia de Estudiantes se funda en 1910, importando el modelo de los “Colleges” británicos de Oxford y Cambridge para ofrecer a los “estudiantes españoles que en ellos se alojaban, un ambiente intelectual saludable y estimulante, con el objeto de complementar su formación universitaria”. Por sus instalaciones pasaron conferenciantes de la talla de Unamuno, Azorín, Ortega y Gasset, Menéndez Pidal o Manuel García Morante, o personalidades extranjeras como Howard Carter (1924), Chesterton (1926) o el propio Keynes (1930) y en la mente de todos están residentes como García Lorca, Salvador Dalí, Buñuel o Picasso.

			Keynes llega a España acompañado de su esposa, el 8 de junio de 1930, visitarían Toledo y el Escorial y se hospedarían en el Hotel Ritz de la capital. Keynes concedió dos entrevistas a los diarios El Sol y el Debate. El Diario el Debate sostenía que, en opinión de Keynes, “la ciencia económica no vivirá más de un siglo, pues para entonces la técnica habrá resuelto todos los problemas económicos. Pero ahora la economía es de una importancia excepcional. Una fuerte Escuela de Economía es absolutamente necesaria en una nación”. En las entrevistas que Keynes concedió también se habla de desempleo, los efectos de la crisis del 29, el funcionamiento del sistema monetario y sobre todo de una cuestión vital para la época, la depreciación de la moneda o su fortaleza como prestigio político e internacional. Mantiene la Profesora Lissen, que la confianza general sobre la situación financiera se había afianzado “como consecuencia de la victoria militar en el Rif y la pacificación del protectorado español en Marruecos, unida a la reducción del déficit de la balanza comercial y a la conversión de la deuda flotante, así como la mayor seguridad política derivada del nombramiento del Directorio Civil en el gobierno de Primo de Rivera, en lugar del Directorio Militar. Todo ello hizo que en enero de 1927 comenzase un movimiento especulativo con una gran demanda de pesetas por parte de los bancos extranjeros, que dio lugar a una subida artificial en la cotización de nuestra moneda”. Hemos visto las distintas “apreciaciones” y “depreciaciones” que sufre la peseta respecto a la libra. El 21 de enero de 1930, el Ministro de Hacienda José Calvo Sotelo, dimite como consecuencia de la acusada depreciación de la peseta, que la situaba en torno a 40 pesetas la libra. La depreciación de nuestra moneda trae también otras consecuencias colaterales, como la formación en 1929 de la Comisión del Patrón Oro o la creación del Servicio de Estudios del Banco de España. 

			Surgen varias tendencias en España, por un lado, los llamados “revalorizadores”, con personalidades como el Conde de Romanones y los ex ministros de Hacienda Miguel Villanueva, Francisco Bergamín, o Juan Alvarado, presidente del Consejo Superior Bancario, todos ellos partidarios del patrón oro y de que la peseta alcanzase su anterior paridad. Entre los “estabilizadores” se encontraba el Ministro Arguelles, Cambo, Enrique Illana, que era el interventor general del Estado o Antonio Flores de Lemus, todos ellos consideraban que había que establecer una nueva cotización de la moneda y si era preciso, utilizar las reservas de oro del Banco de España. Por último, estaban los “tecnocráticos”, con menos adeptos que los anteriores, que aglutinaba a los economistas que consideraban un error la revaluación de la peseta y tampoco veían nada claro que la peseta tuviera que estabilizarse en un nivel determinado. Entre estos últimos destacan economistas como Gabriel Franco, Luis Olariaga u Olegario Fernández Baños.

			Keynes considera un error que España evitara a toda costa la depreciación de la moneda, desligándola del prestigio político “carece de sentido defender un tipo de cambio elevado creyendo que con ello se prestigia la política de un país”. También afirmaría la necesidad que tiene un país de tener o disponer de dinero barato para el crédito, como medio para hacer frente a las crisis económicas. Recomienda el uso de las reservas de oro del Banco de España, aunque cabe recordar que, en este momento, el Banco de España es una entidad privada, “hay que facilitar y abaratar el crédito, y hacer uso libre y amplio de las reservas de oro. Después de todo, no se mantienen las reservas de oro como las obras de arte en un museo, sino para hacer uso de ellas en provecho de la nación cuando surgen ocasiones importantes”.

			La palabras de Keynes fueron ampliamente criticadas por los periódicos de la época y por gran parte de la clase política y económica. Ceballos Teresi llego a hablar incluso del “entero desconocimiento y evidente incompetencia, tanto del economista Ingles Keynes, como de los inconscientes escritores españoles que le jalean”, otros tachaban a Keynes como de “un nuevo pirata que deseaba apoderarse de nuestro oro”.

			La conferencia de Keynes tendría lugar el 10 de junio bajo el título “Las posibilidades económicas de nuestros nietos”. Se hablo del reciente crack del 24 de octubre del 29 en la bolsa de Nueva York, y en contra de la opinión generalizada de los expertos de la época, que consideraban que los periodos de bonanza económica habían finalizado, Keynes sostenía que eso no era cierto, que lo que estaba sucediendo era la consecuencia lógica de los rápidos cambios experimentados en las economías y establecía tres estadios, uno de una mayor velocidad en el aumento de la eficiencia técnica que en la que se desarrolla para absorber los puestos de trabajo, otra que también nos habla de la rapidez, pero en esta ocasión, en el aumento del nivel de vida, y una última que hace referencia a las trabas a la reducción de los tipos de interés por parte de los sistemas monetario y bancario. En cualquier caso y a pesar de que el panorama parecía sombrío, Keynes se muestra optimista y en su conferencia hizo una previsión “halagüeña” sobre el futuro económico de España. Para Keynes, el nivel de vida y el progreso iban unidos a dos factores esenciales, de un lado las mejores técnicas y de otro, la acumulación de capital. Respecto a esto último, hacía referencia a la importancia del descubrimiento por parte de España de América, y los ingresos y la acumulación de metales preciosos que eso supuso para nuestro país. Al hablar del desempleo creciente, lo hace en términos de “paro tecnológico” y aquí también se muestra optimista “Esto significa desempleo debido a nuestro descubrimiento de los medios para economizar el uso del factor trabajo sobrepasando el ritmo con el que podemos encontrar nuevos empleos para el trabajo disponible”, consideraba que a largo plazo, la humanidad resolvería su problema económico y “Procedería que el nivel de vida en las naciones progresivas, dentro de un siglo, será entre cuatro y ocho veces más alto que el de hoy”.

			La profesora Lissen nos recuerda unas cariñosas palabras que Keynes pronuncio en su conferencia y que dedico a España “Me figuro que en este siglo de oro –si a tal llega- es muy posible que España vuelva a ocupar el rango que le corresponde como príncipe de las artes, de la civilización y de la vida. Me parece que vuestra civilización y vuestras tradiciones resistirán al trastorno, originado por este nuevo estado de cosas, mejor que las del Norte de Europa y Estados Unidos de América. Porque España –dicho sea, en alabanza suya- se ha negado a dedicar todo su esfuerzo a la lucha para lograr, en carrera acelerada, la plétora económica; pero serán las naciones que hayan sabido conservar su vida, cultivando con perfección cada vez mayor el arte de vivir, las que podrán disfrutar de la abundancia económica cuando esta llegue”.

			Lejos estaba Keynes de imaginar que apenas seis años después, España se desangraría en una cruel Guerra Civil, y que de sus cenizas resurgiría un nuevo estado fuerte que daría lugar a que se cumplieran gran parte de sus predicciones, alcanzando España un gran salto adelante que la situaría entre los países más industrializados del mundo, treinta años después de su famosa conferencia en Madrid en la Residencia de Estudiantes, ese 10 de junio de 1930.

		


		
			Falacias de la II República

			En más ocasiones de las deseables, tendemos a dar, por cierto, por valido, episodios de nuestra historia que han perdurado en nuestro imaginario colectivo como verdaderos aun siendo falsos. Ya sabemos que una mentira repetida mil veces, esta acaba convirtiéndose en una verdad. La II República es un claro ejemplo de lo que yo les cuento, debido muy posiblemente a que, a día de hoy, a pesar de lo que sabemos y conocemos, varias de las organizaciones involucradas y responsables directos en el desastre de lo que fue la II República Española, siguen en la vida pública y política de la España del siglo XXI y son los primeros en querer tergiversar, manipular y mentir sobre esa época de nuestra historia. Desean blanquear su pasado en una loca huida hacia adelante, no responsabilizándose de nada e idealizando cinco años malditos que solo trajeron muerte, destrucción y pobreza. Por si esto fuera poco, estas organizaciones políticas, máximos culpables del hundimiento de la república, o bien forman parte del gobierno, o bien su ayuda es fundamental para darles estabilidad. Organizaciones como el PSOE, el PCE, ERC o incluso el propio PNV, son siglas manchadas de sangre que siguen estando muy presentes en la política actual. Ni un ápice de arrepentimiento, ni siquiera de reconocimiento de que algo hicieron mal. La historia de estos partidos políticos va íntimamente ligada al desarrollo de la II República, a su fracaso y a su hundimiento, motivo por el cual, han idealizado la II República, como tabla de salvación, como medio para blanquearse a sí mismos.

			En este proceso de “idealización” y “blanqueamiento” de la república, era necesario “inventarse” o hacernos creer hechos y cuestiones que no eran ciertas, pero que son fácilmente vendibles y políticamente muy correctas en la España que no ha tocado vivir. 

			El 6 de junio del 2014, mi amigo e historiador Pedro Fernández Barbadillo, escribía un magnifico artículo en Libertad Digital, donde enumeraba algunas de estas “falacias” de estas “mentiras” que muchos hoy dan como ciertas. Estamos en la época de las llamadas “noticias falsas”, lo que los anglosajones conocen como “Fake News”, y en eso de dar noticias falsas o hacernos creer en hechos o sucesos que nunca pasaron, no hay quien supere a la izquierda en general y muy particularmente a la izquierda española. Hasta tal punto llega la manipulación de la izquierda, que cuando uno dice una verdad, la izquierda es capaz de dar la vuelta al asunto, y parecer que el que dice lo cierto, el que cuenta la verdad, es el que está mintiendo. Tenemos que reconocer que son los magos en el arte de la tergiversación y el engaño, o los reyes de la incultura, aunque también es muy posible que sea un poco de cada cosa. 

			Entre las muchas cuestiones que Pedro Fernández Barbadillo enumeraba en su artículo, esta la cuestión referente a la necesidad de votar monarquía o república, exigencia que viene de antiguo por parte de la izquierda más rancia y casposa. La constitución Republicana de 1931 nunca fue sometida a referéndum, nunca fue sometida a votación por el pueblo español, es más, la única constitución votada en la dilatada historia de España fue la de 1978, donde además aparece el nombre de Juan Carlos de Borbón quien ocupaba la Jefatura del Estado, además de también aparecer la bandera de España. “que es históricamente la que ha representado a la nación española”.

			Lo que viene a significar, que guste o no, la actual monarquía española, así como nuestra bandera, si fue sometida a referéndum, cosa que no lo fue ni la constitución Republicana del 31 ni la bandera tricolor que la representaba. La bandera Republicana era la del Partido Federal y fue declarada oficial el 27 de abril de 1931 por un decreto del Gobierno Provisional. “Bajo esta misma bandera se sublevaron en julio del 36 los generales Mola, Quelpo de Llano y Franco y con ella entro el coronel Yagüe en Badajoz. Solo el 29 de agosto la Junta Nacional de Defensa restauró por decreto la Bandera Bicolor” en la zona sublevada.

			Nos sigue recordando Pedro como el primer Presidente de la segunda República, el católico y ex ministro de Alfonso XIII, Niceto Alcalá-Zamora, fue elegido en un almuerzo en el restaurante Lhardy de Madrid, “con el objetivo claro de tranquilizar a los católicos”. Ningún Presidente de la II República Española fue sometido a votación popular o referéndum alguno. La izquierda exige se vote al actual Jefe del Estado, cuando en su idealizada República, jamás se votó a ninguno, en contra de la creencia generalizada que piensa que, durante la segunda república, la jefatura del estado era sometida a la aprobación del pueblo. 

			El Frente Popular perseguía a los católicos, los masacro y asesino siempre que tuvo ocasión, “pero obtuvo enseguida la colaboración de la Banca”. Otra de las grandes mentiras de la izquierda, su oposición a la Banca. Nada más lejos de la realidad. La Banca ha estado siempre con el poder, y en esta ocasión, no sería ninguna excepción, es más, me atrevería a decir que incluso está más cómoda y es más comprensiva, cuando es la izquierda quien ostenta el poder. 

			Si hablamos de libertad de expresión, nunca se cerraron tantos periódicos como cuando la segunda República, hasta un total de 127 periódicos se vieron afectados de todo tipo de ideología y pelaje. En 1932, después de la “Sanjurjada”, el diario ABC permaneció cerrado quince semanas. En unos de sus editoriales decía “Ni en tiempos de Calomarde, ni en los de Narváez, ni en los de Primo de Rivera, durante todos los gobiernos de seis reinados y de dos repúblicas se aplicó jamás a un periódico una sanción gubernativa tan dura sin justificación legal”.

			Otra de las curiosidades que podemos destacar, es el trato que el Frente Popular dispenso a algunos de los que habían sido sus socios de coalición en la formación del Frente Popular. Me estoy refiriendo a los fundadores de la organización marxista de inspiración Toskista POUM. El POUM tenía dos cabezas visibles, de un lado Joaquín Maurin, al que la sublevación militar coge en Galicia, en zona nacional, siendo encarcelado cuando intentaba pasar a zona Republicana. Es muy posible que, gracias a no conseguir su objetivo de pasar a la zona Republicana, salvara su vida. Al finalizar la guerra, Maurin fue puesto en libertad, exiliándose a los Estados Unidos, donde ejercería de periodista y fundaría su propia agencia de noticias, falleciendo el 5 de noviembre de 1973 en la ciudad de Nueva York. Suerte muy distinta a la que correría su camarada y compañero Andrés Nin, cuyo cuerpo sigue sin aparecer, pero sí conocemos que fue torturado, despellejado y asesinado el 20 de junio de 1937 en Alcalá de Henares, por miembros del Partido Comunista de España, por órdenes de Stalin. 

			Siguen siendo muchos los nostálgicos de la II República, más por desconocimiento que por convencimiento. Si en España es implanteable un modelo de gobierno Republicano, es precisamente por culpa de los nostálgicos de la II República, sobre todo de aquellos que la secuestraron, se apoderaron de ella y excluyeron toda posibilidad de desarrollo Republicano que no fuera la visión marxista que de ella tenían. La izquierda hundió la república y cerceno la posibilidad de un modelo Republicano futuro para España. Pretendiéndolo o no, los nostálgicos de la II República, son el mayor enemigo de la III República Española.

			Las ilusiones generadas por la II República se esfumaron tan rápido como habían llegado. Entre el gentío que aquel 14 de abril había tomado la Puerta del Sol de Madrid, destaca el teniente del cuerpo de Ingenieros Pedro Mohíno, de 26 años, y que llama la atención de la prensa gráfica, al ondear una impresionante bandera tricolor, imagen icónica que ha quedado inmortalizada para la historia y que simboliza la proclamación de la II República. Sería el propio Mohíno quien izaría la bandera en el antiguo edificio de gobernación. Lo que no podría imaginar Pedro Mohíno en este momento, es la deriva que tomaría la república y que le acabaría costando la vida. Pedro Mohíno, decepcionado con el rumbo del régimen, se sublevo contra el gobierno del Frente Popular al grito de viva la república y viva el ejército, siendo fusilado en la mañana del 24 de agosto de 1936. El mejor que nadie, simboliza lo que fue la II República Española. De la ilusión a la tragedia.

		


		
			Epilogo

			Puesto que ha llegado a mi epílogo, doy por sentado, amigo lector, que antes ha pasado por las páginas escritas por Javier García Isac. Por tanto, se ha administrado usted una vacuna contra la mentira que nos rodea, más letal para las sociedades que una plaga, porque ésta puede matar el cuerpo, pero aquella envenena el alma. Yo voy a completar la obra de Javier animándole a no olvidarse de “La segunda República sin complejos”.

			Las ideas no importan, nos suelen decir esas personas sensatas, de orden, para las que la economía es lo más importante. Materialistas que celebran la Navidad. Marxistas de club de golf. Ateos que van a misa. Creyentes del libre mercado que rastrean en el BOE las subvenciones… ¡Y vaya si importan las ideas!

			El economista inglés John Maynard Keynes (cuya visita a España en 1930 recuerda Javier García Isac), escribió en su Teoría General de la Ocupación, el Interés y el Dinero que «las ideas de los economistas y los filósofos, tanto cuando son correctas como cuando están equivocadas, son más poderosas de lo que suele pensarse. En realidad, el mundo está gobernado por poco más que esto». Sí, son las ideas las que mueven el mundo. ¿Quiere, amigo lector, una prueba? La tiene en la permanente reivindicación por parte de la izquierda española de la II República. Un régimen que fue un desastre desde poco después de nacer al sustituir la rojigualda como bandera nacional por la de un partido y elaborar una Constitución que discriminaba a los católicos. 

			La República carecía de legitimidad para todos, incluso sus partidarios más acérrimos. Contra ella conspiraron anarquistas, carlistas, socialistas, comunistas, Republicanos burgueses, falangistas, separatistas catalanistas y abertzales… Los intelectuales que contribuyeron a su triunfo, con mucha más resolución que el PSOE, como Gregorio Marañón, José Ortega y Gasset y Ramón Pérez de Ayala, formaron parte de las Cortes Constituyentes, las abandonaron asqueados por su sectarismo y cinco años más tarde respaldaron el alzamiento nacional y se mostraron orgullosos de que sus hijos combatieran a las órdenes del general Franco, mientras los de otros mandamases Republicanos se emboscaban en oficinas y embajadas, como el mismo Santiago Carrillo, que con veintiún años de edad en 1936 no pisó el frente más que para hacerse fotos. Simboliza la esperanza y el fracaso de la República el oficial Pedro Mohíno Díaz, que es el militar que apareció con una enorme bandera tricolor en la Puerta del Sol el 14 de abril de 1931. Su figura la conocen los estudiantes españoles porque la han visto en fotos reproducidas en sus libros de texto. Lo que no saben que es el capitán Pedro Mohíno se sublevó en Alcalá de Henares contra el Frente Popular y éste le fusiló.

			La izquierda española, con la colaboración de muchas de esas personas de orden que no quieren problemas ni discusiones, ha conseguido convertir la República en una sucursal del paraíso del que el pueblo español fue expulsado por un general gordito, dos obispos, tres duques, cuatro caciques y cinco falangistas. El fallecimiento de las últimas generaciones que combatieron en la guerra como jóvenes soldados o la sufrieron como niños, ha sido imprescindible para que la «memoria histórica» tuviera el campo libre para mentir y manipular. El relato de buenos ( Republicanos e izquierdistas) y malos (católicos, derechistas, falangistas) no podía triunfar mientras vivieran miles de personas que, como escribió Julius Ruiz, hubieran padecido el terror rojo y, por ello, contemplado con alivio la victoria del bando nacional: “Los recuerdos de la violencia Republicana también explican por qué hubo tanto apoyo popular a los castigos impuestos por las autoridades militares contra los «criminales» de los tiempos de la guerra; a muchos madrileños no hubo que adoctrinarlos con la propaganda del régimen para que se convencieran de que los «rojos» eran perfectamente capaces también de asesinar”.

			Fueron Franco y su régimen los que realizaron el programa izquierdista de elevación de las clases humildes, lo que llaman los nuevos comunistas disimulados con coleta la supresión de la desigualdad. En palabras del poeta Aquilino Duque, los socialistas “en el 77 se encontraron que todo lo que ellos pretendían hacer en el país ya lo había hecho su peor enemigo. Es decir: Franco. Por ejemplo, la piedra angular del Estado del Bienestar es la Seguridad Social... ¿Eso cuándo se creó? Con Franco”. El derrumbe del Muro de Berlín, llamado Muro Antifascista por la dictadura comunista de la Alemania Oriental, dio la puntilla a las ideologías socialistas, socialdemócratas y comunistas (en el fondo los socialistas suecos pretendían un control de la sociedad tan absoluto, aunque menos brutal, que los soviéticos). ¿Qué les queda desde entonces para alcanzar el poder y mantenerlo? Los instintos y vicios como la envidia, la lujuria, la soberbia y la avaricia. 

			¿Cómo levantar del sofá y apartar del iPhone a las juventudes? Con un relato de buenos y malos, de superhéroes que se enfrentan a Thanos y sus hordas para salvar el mundo, la civilización y la diversidad. Y ese relato en España tiene como protagonista principal a la II República. Desde hace décadas los peones y alfiles de la izquierda en la universidad, las editoriales, los medios de comunicación y el cine describen como una arcadia feliz los vertiginosos años Republicanos, cuando los jerarcas socialistas se preocupaban más de poner una pistola en la mano de cada miembro de sus milicias que un título de bachiller o un empleo. En la historia de España oficial sólo encontramos un período tan tergiversado en al-Ándalus, presentada como una época de tolerancia y convivencia que sólo ha existido en las novelas de Antonio Gala.

			Usted ahora tiene la misión, quizás algo incómoda, pero siempre divertida, de aventar los planes de la izquierda con actos tan sencillos como repetir los hechos y datos que aquí ha leído, prestar este libro y, mejor todavía, regalárselo a otras personas. Hoy la defensa del porvenir y de la patria reside en ser portador de la verdad como de una luz que disipe la oscuridad.

			Pedro Fernández Barbadillo.
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